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			Para quienes dedican su vida a hacer que el propósito público y el bien común sean centrales en la manera en que creamos valor.

		

	
		
			PREFACIO

			 

			 

			 

			 

			 

			Mientras escribo este libro estamos viviendo la pandemia de la COVID-19, que plantea enormes desafíos para cualquier miembro de la sociedad en todo el mundo. Vencer a la pandemia requiere grandes inversiones en bienes y servicios tanto físicos como sociales: de la carrera para desarrollar la vacuna o terapias efectivas, pasando por la producción de equipos de protección individual (EPI) y métodos adecuados de aprendizaje online para los niños que no van a la escuela, a nuevas formas de pensar en las redes de seguridad social. Requiere, además, un grado de colaboración entre naciones, ciudadanos, Gobierno y sector privado sin precedentes, a una escala que no habíamos visto nunca en nuestra vida. En esencia, es una prueba de fuego para la capacidad del Estado y la gobernanza eficaz tanto dentro de los países como entre ellos.

			Los gobiernos de todo el mundo se están adaptando a este desafío de maneras diferentes y con diversos grados de éxito. La gobernanza es clave para que la adaptación sea exitosa.[1] Las respuestas de los países han diferido tanto en la cantidad como en la calidad de las medidas adoptadas. Muchos gobiernos han comprometido sumas colosales con una mentalidad de «lo que sea necesario». Pero si hay algo que aprendimos de la crisis financiera del 2008 es que inyectar billones en la economía apenas tendrá efecto si las estructuras en las que se gastan son débiles. No podemos arriesgarnos a que eso vuelva a pasar.

			¿Podemos producir suficientes EPI para los trabajadores que están en primera línea? ¿Respiradores suficientes para los pacientes en las unidades de cuidados intensivos? ¿Una vacuna que ayude a crear inmunidad? ¿Podemos proteger a la gente que ha perdido su trabajo, de modo que tenga el derecho básico a un ingreso mínimo, comida, alojamiento y educación?

			Las respuestas a todas estas preguntas dependen de la organización de nuestra economía más que de la cantidad de dinero que se dedique a los problemas. Depende de estructuras concretas, de las capacidades y del tipo de asociaciones entre los sectores público y privado. También requiere cierta clarividencia para imaginar un mundo diferente. Una visión de qué tipo de crecimiento queremos, más las herramientas correspondientes para conseguirlo son las que crearán una nueva dirección para la economía. Y lo que se necesita es una nueva dirección.

			La exitosa respuesta de Vietnam ante la COVID-19 es un ejemplo interesante. Aunque se trata de un país «emergente» en cuanto a su nivel de desarrollo, su Gobierno fue capaz de estimular con mucha rapidez el desarrollo de kits de prueba de bajo coste. Esto fue posible porque tenía la capacidad de movilizar a diferentes sectores de la sociedad (la academia, el ejército, el sector privado, la sociedad civil) en torno a un objetivo común y de usar estratégicamente la contratación de investigación y desarrollo (I+D) en materia de salud para «acumular» soluciones innovadoras; es decir, utilizar el gasto gubernamental para aumentar la inversión público-privada.[2] Una colaboración público-privada efectiva permitió la rápida comercialización de los kits, que luego se exportaron a Europa y otros lugares, además de ser usados en el propio Vietnam. Además, el Gobierno fue capaz de motivar a los cartelistas, de aprovecharse creativamente de las redes sociales e incluso de fabricar sellos para promover un cambio en la conducta.[3] En India, la historia de éxito del estado de Kerala también es (al contrario que la desigual respuesta nacional) el resultado de inversiones a largo plazo en sanidad (entre ellas, los protocolos establecidos después del brote del virus de Nipah en los años 2018-2019 que, como el coronavirus, es un virus zoonótico) y un modelo eficaz de asociación público-privada entre los servicios médicos estatales y proveedores privados.[4] Respaldada por un alto nivel de confianza ciudadana ganada a lo largo de los años, la maquinaria del Gobierno, complementada por grupos de ayuda mutua, enseguida puso en marcha medidas muy restrictivas, al mismo tiempo que atendía a los más vulnerables, incluidos los trabajadores migrantes.[5]

			Sin embargo, en gran parte del mundo la imagen ha sido mucho menos optimista. Mientras este libro se imprime, los problemas a los que se enfrentan Estados Unidos y Reino Unido son el resultado de haber debilitado durante cuarenta años la capacidad de gobernar y gestionar, con base en una ideología según la cual el Gobierno debe mantenerse en un segundo plano e involucrarse únicamente para solucionar problemas cuando estos surgen. Un credo de la gestión pública que menosprecia la habilidad gubernamental para actuar con eficacia y promueve la privatización ha fomentado en gran medida la externalización de la capacidad del Gobierno al sector privado y una insistencia constante, pero errónea, en medidas estáticas de eficiencia,[6] dejando a los gobiernos con menos opciones, aferrándose incluso a panaceas tecnológicas irrealistas como la inteligencia artificial o las «ciudades inteligentes». También ha provocado que se invierta menos en competencias públicas, una pérdida de la memoria institucional y una mayor dependencia de las empresas de consultoría, que se han beneficiado de miles de millones en contratos gubernamentales.

			En Reino Unido, solo en el año 2018 el Gobierno externalizó contratos sanitarios por valor de 9.200 millones de libras.[7] Más del 84 por ciento de las camas en residencias están en centros privados, y 50.000 de ellas están en residencias gestionadas por empresas de capital de inversión cuyo fin último es obtener un beneficio, no proporcionar cuidados. Y a esa externalización se han sumado los recortes en la inversión pública. En Reino Unido, el valor total de la asignación a la sanidad pública —que permite a las autoridades locales proporcionar atención sanitaria vital y servicios preventivos— ha ido disminuyendo en términos reales, de 4.000 libras en el periodo 2015-2016 a 3.200 libras en el periodo 2020-2021, una reducción cercana a 900 millones de libras.[8] Los recortes que año a año se han ido haciendo a la asignación solo terminaron en el 2020 cuando la COVID-19 ya causaba estragos, pero en términos reales per cápita esta siguió siendo un 22 por ciento menor a la del periodo 2015-2016.[9] Para entonces, su descenso ya había ocasionado un daño sustancial a la capacidad de la sanidad pública local y puesto en peligro la eficacia de su respuesta ante la COVID-19.[10]

			El mantra sobre que su eficiencia es mayor es solo eso, un mantra. En Reino Unido, cuando se pagó a la consultora internacional Deloitte para que gestionara los test de la COVID-19, esta perdió las pruebas. Lo cual fue un recordatorio del enorme fracaso de G4S, otra empresa privada dedicada a conseguir contratos públicos, a la hora de proporcionar la seguridad de las Olimpiadas de Londres del 2012, lo que provocó que hubiera que llamar a las fuerzas armadas para solucionar el problema. De igual manera, Serco, una empresa privada que consigue sistemáticamente contratos de externalización, fue multada por el uso fraudulento de dispositivos electrónicos de monitorización para presos.[11] Y sin embargo, obtuvo un contrato para hacer pruebas y trazados por 45,8 millones de libras justo un año después de ser multada con más de un millón de libras por fallos que incluían el incumplimiento de las normas de protección de datos (por error, reveló el correo electrónico de los trabajadores en prácticas).

			El Gobierno federal de Estados Unidos corrió una suerte similar. En el año 2007 ideó un plan para incentivar el desarrollo de respiradores portátiles de bajo coste para utilizarlos en casos de emergencia. A principios del 2020, trece años después, no se había entregado respirador alguno, básicamente debido a su dependencia de la externalización. La crisis de la COVID-19 ha hecho que las consecuencias de esta falta de capacidad fueran aún más dramáticas. De hecho, la Administración del presidente Barack Obama ya se encontró en el 2010 con problemas relacionados con las tecnologías de la información (TI) que provocaron una situación bochornosa cuando trataba de introducir las reformas de su seguro de atención sanitaria, la Ley del Cuidado de Salud a Bajo Precio, conocida coloquialmente como «Obamacare». Mucha gente no podía acceder al sitio HealthCare.gov o completar la solicitud del seguro. Se desató una oleada de publicidad negativa, que aprovecharon quienes se oponían a Obamacare. Si dentro del Gobierno de Estados Unidos la capacidad tecnológica hubiera sido mayor, es probable que la Administración se hubiera enfrentado a menos dificultades y críticas políticas. Y aun así, no resulta sorprendente que, tanto en el 2013 como en el 2018, Serco —avergonzada en Reino Unido por sus constantes fallos— consiguiera contratos con el Gobierno de Estados Unidos para realizar la tramitación del seguro sanitario de Obamacare: 1.200 millones de dólares en el 2013 y otros 900 millones en el 2018.[12]

			La externalización no es un problema en sí mismo, siempre y cuando los gobiernos sigan siendo capaces, estén preparados para asumir riesgos y sean previsores; y siempre y cuando las «asociaciones» fundamentales con el sector privado estén de verdad concebidas en aras del interés público. La ironía es que tanta externalización ha dañado la aptitud de las administraciones para articular contratos. En marzo del 2020, el Gobierno de Reino Unido no consiguió garantizar el número de respiradores que creía necesitar, una situación que recordó a las dificultades del Gobierno de Estados Unidos.[13]

			Una lección clave es que, en las crisis, la intervención gubernamental solo es efectiva si el Estado tiene la competencia correspondiente para actuar. Lejos de limitarse al papel de ser, en el mejor de los casos, el que corrige los fallos de mercado y, en el peor, el que externaliza servicios, los gobiernos deberían invertir en crear áreas cruciales que sean poderosas, como la capacidad productiva, las competencias de contratación, las colaboraciones público-privadas que sirvan genuinamente al interés público y el conocimiento digital y de datos (al mismo tiempo que se protegen la privacidad y la seguridad). Sin esto, ni siquiera pueden concebir unos pliegos sólidos para las empresas que incorporan, que entonces pueden hacerse con la agenda.[14]

			Este libro sostiene que nos hemos desviado del rumbo y no podemos seguir cometiendo los mismos errores. El mundo se enfrenta a una gran cantidad de retos diferentes; de los relacionados con la salud a los relativos a la crisis climática, pasando por los que tienen que ver con regular la tecnología digital para proteger la privacidad. De hecho, en el año 2015, ciento noventa y tres países firmaron un compromiso para abordar diecisiete ambiciosos objetivos de desarrollo sostenible de Naciones Unidas (ODS) para el 2030, que abarcan problemas que van de la pobreza a la contaminación de los océanos. Para encararlos, necesitamos un planteamiento muy diferente al de las asociaciones público-privadas que tenemos ahora, lo cual requiere repensar por completo para qué sirve un Gobierno y las competencias y capacidades que necesita. Pero, más importante aún, depende de qué clase de capitalismo queremos construir, de cómo regular las relaciones entre los sectores público y privado y de cómo articular reglas, relaciones e inversiones de modo que todo el mundo pueda prosperar y se respeten los límites del planeta. Se trata, como se sostendrá, de crear una economía basada en soluciones, centrada en los objetivos más ambiciosos, los que de verdad son importantes para la gente y el planeta. No me refiero a invocar el concepto de moonshot como un proyecto predilecto aislado, sino a transformar el Gobierno desde dentro y fortalecer sus sistemas —de sanidad, educación, transporte o medioambiente— al mismo tiempo que se redirige la economía.

			Para regresar al camino correcto tenemos que preguntarnos de nuevo por el papel que el Gobierno debería desempeñar en la economía y, en consecuencia, por los instrumentos, las estructuras y las competencias que necesita —dentro de las organizaciones públicas, pero también para fomentar la colaboración entre organizaciones públicas y privadas que trabajan juntas de manera simbiótica— para, compartiendo riesgos y recompensas, solucionar los problemas más apremiantes de nuestro tiempo. En este sentido, se trata de repensar el capitalismo.

			Los desafíos son urgentes. La vida de las personas y la salud del planeta dependen de que los afrontemos.
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			Una misión en tierra 
Qué obstaculiza el próximo «moonshot»

		

	
		
			1 
LA MISIÓN Y EL PROPÓSITO

			 

			 

			 

			 

			 

			En septiembre de 1962, en un famoso discurso pronunciado en la Universidad Rice, el presidente John F. Kennedy anunció que el Gobierno de Estados Unidos pondría en marcha «la aventura más arriesgada, peligrosa y grandiosa en la que se ha embarcado la humanidad»: llevar a un hombre a la Luna y traerlo de vuelta sano y salvo. Declaró la ambición de hacerlo «antes de que acabe esta década».[1] Siete años después, Estados Unidos envió a la Luna a dos hombres (sí, al principio solo eran hombres) que aterrizaron en ella el 20 de julio de 1969.

			Cuando Kennedy pronunció su discurso, Estados Unidos todavía estaba por detrás de la Unión Soviética en tecnología espacial. En 1957, la Unión Soviética había dejado pasmado al mundo al lanzar el Sputnik, el primer satélite artificial, a la órbita de la Tierra. En abril de 1961, Yuri Gagarin se había convertido en el primer humano en orbitar el planeta en su cápsula, el Vostok 1. La Guerra Fría era intensa y existía una profunda preocupación por que la Unión Soviética hubiera robado a Estados Unidos y a Occidente un avance tecnológico y militar que podía suponer una amenaza. Kennedy había afirmado en su campaña electoral de 1960 que había una «brecha de misiles» entre Estados Unidos y la Unión Soviética.[2] La afirmación se basaba en estimaciones de la CIA y el Pentágono de que la Unión Soviética tenía más misiles balísticos intercontinentales que Estados Unidos, pero una vez Kennedy se convirtió en presidente, se descubrió que en realidad Estados Unidos tenía más. El deseo de vencer a los rusos, por lo tanto, impulsó una de las proezas más innovadoras de la historia de la humanidad.

			Lo que se conocería como «programa Apolo» costó al Gobierno de Estados Unidos 28.000 millones de dólares, 283.000 millones en dólares del 2020.[3] Supuso el 4 por ciento del presupuesto estadounidense e implicó a más de cuatrocientos mil trabajadores de la Administración Nacional de Aeronáutica y el Espacio (NASA, por sus siglas en inglés), universidades y contratistas. Pero el coste no fue un problema: lo importante era lograr el objetivo. Es más, Kennedy no tenía reparo alguno en hablar del desembolso, cuando en su discurso dijo de manera explícita: «Todo esto nos cuesta mucho dinero». De hecho, sostuvo, el presupuesto espacial aumentaba cada año y en 1962 era de unos 5.400 millones de dólares anuales: «Una suma impactante, aunque algo menos de lo que pagamos cada año por cigarrillos y puros». ¿Tendría necesariamente éxito? No, el presidente dejó claro que la relación entre el dinero invertido y el resultado era por completo incierta: «Me doy cuenta de que en cierta medida esto es un acto de fe e imaginación, porque no sabemos los beneficios que nos esperan». 

			Qué contraste con cómo, hoy en día, oímos hablar del «coste» de nuestros servicios públicos —y de su repercusión en el déficit y la deuda anuales— y no sobre los ambiciosos objetivos o los importantes resultados que se intentan lograr. Se asume que si gastamos más en un ámbito, tenemos que gastar menos en otro. Lo cual no podría estar más alejado del planteamiento de la exploración espacial, en el que la energía y la atención de todo el mundo se dedicaban al resultado —aterrizar en la Luna con éxito— y a la inversión e innovación que este exigiera.

			Kennedy anticipó la manera en que la ambiciosa misión daría lugar a «resultados indirectos» que influirían en la vida en la Tierra; innovaciones tecnológicas y organizativas que en ningún caso podían haberse previsto al inicio. De hecho, la tecnología necesaria para procesar datos en tiempo real y albergar ese procesamiento en el pequeño ordenador del módulo lunar es lo que impulsó gran parte de la innovación que hay detrás de lo que hoy llamamos «software».[4] Y también surgieron nuevos métodos de gestión, que descomponían problemas grandes y complejos en paquetes más pequeños. Más tarde, Boeing copió este modelo para construir el 747, el primer jumbo del mundo.

			Este libro nos anima a aplicar el mismo grado de audacia y experimentación a los problemas más importantes de nuestro tiempo; de desafíos sanitarios como las pandemias a retos medioambientales como el calentamiento global, o desafíos educativos como la brecha de oportunidades y rendimiento entre estudiantes debida, en parte, a un acceso desigual a la tecnología digital. Estos problemas «perversos» no solo requieren innovaciones tecnológicas, sino sociales, organizativas y políticas. Son enormes, complejos e inmunes a las soluciones simples. Debemos resolverlos —no solo adaptarlos— centrando la formulación de políticas en los resultados. Y esto significa conseguir que los sectores público y privado colaboren de verdad invirtiendo en soluciones, adoptando una visión a largo plazo y dirigiendo el proceso de modo que garantice que se hace por el interés público.

			Llegar a la Luna fue un descomunal ejercicio de resolución de problemas, en el que el sector público tenía el mando y trabajaba de cerca con empresas —pequeñas, medianas y grandes— en cientos de cuestiones independientes. Requirió la colaboración entre el Gobierno y muchos sectores diferentes, de la informática y los equipos eléctricos a la nutrición y los materiales. El Gobierno utilizó su poder adquisitivo para desarrollar contratos breves, claros y muy ambiciosos. Cuando, en ocasiones, el sector privado no cumplía lo estipulado, la NASA le devolvía el problema y no pagaba hasta que la solución fuera la correcta. Si tenían éxito, esas empresas podían crecer, al atender a los nuevos mercados que les abrían las compras del Gobierno, y ampliar sus operaciones mediante una estrategia basada en objetivos.

			Lo que integró todos esos esfuerzos y les dio un sentido fue que formaban parte de una misión; una misión liderada por el Gobierno y llevada a cabo por muchos actores. Hoy en día, se necesita con urgencia un enfoque «orientado por misiones»: asociaciones entre los sectores público y privado cuyo objetivo sea resolver los principales problemas de la sociedad. Pensemos, por ejemplo, en usar la política de contrataciones del sector público para estimular la innovación —social, organizativa y tecnológica— cuanto sea posible, con el fin de resolver problemas tan diversos como los delitos cometidos con arma blanca en las ciudades o la soledad de los ancianos en casa.

			Por supuesto, las lecciones del aterrizaje en la Luna no se pueden trasladar directamente a cualquier otro desafío, pero ponen de relieve la necesidad de revivir la ambición y la visión en la elaboración cotidiana de políticas. No puede tratarse solo de declaraciones audaces. Tenemos que creer en el sector público e invertir en sus competencias básicas, entre ellas la capacidad de interactuar con otros creadores de valor en la sociedad y de diseñar contratos que sirvan al interés público. Debemos promover una interacción más eficaz con las innovaciones en toda la sociedad; repensar cómo se diseñan las políticas, cambiar la manera en que se regulan los regímenes de propiedad intelectual y utilizar la I+D para difundir la información en el mundo académico, el Gobierno, los negocios y la sociedad civil. Esto significa que las políticas deben recuperar el propósito público, de modo que su fin sea generar beneficios tangibles para los ciudadanos y establecer objetivos que le importen a la gente, motivados por consideraciones de interés público en lugar de por el beneficio.[5] También significa hacer que el propósito sea algo central en la gobernanza corporativa y considerar las necesidades de todas las partes interesadas, incluidos los trabajadores y las instituciones comunitarias, en lugar de únicamente los accionistas (propietarios de las acciones de la empresa).

			En este contexto, el pensamiento moonshot consiste en establecer objetivos que sean ambiciosos además de inspiradores, capaces de catalizar la innovación entre múltiples actores y sectores de la economía. Se trata de imaginar un futuro mejor y de organizar las inversiones públicas y privadas para lograrlo. Esto es, al final, lo que llevó a un hombre a la Luna y lo trajo de vuelta.

			Pero hay una pega.

			La creencia general continúa presentando al Gobierno como una torpe máquina burocrática incapaz de innovar. En el mejor de los casos, su papel es solucionar, regular, redistribuir: corregir los mercados cuando funcionan mal. De acuerdo con este punto de vista, los funcionarios no son tan creativos ni asumen tantos riesgos como los emprendedores de Silicon Valley, y el Gobierno debería hacer posible la competencia en igualdad de condiciones y luego quitarse de en medio, para que quienes asumen riesgos en los negocios privados puedan desempeñar su papel.

			La tesis del libro es que, hasta que abandonemos este limitado punto de vista, no podremos pasar a los problemas clave que enfrentan nuestras economías. El pensamiento orientado por misiones como el que resumo aquí puede ayudarnos a reestructurar el capitalismo contemporáneo. La escala de la reinvención exige un nuevo relato y un nuevo vocabulario para nuestra economía política, que utilice la idea de propósito público para guiar las políticas y la actividad empresarial.[6] Esto requiere ambición; asegurarse de que los contratos, las relaciones y los mensajes dan como resultado una sociedad más sostenible y justa. También requiere un proceso lo más inclusivo posible, que implique a muchos creadores de valor. El propósito público debe ser un elemento fundamental en la manera de generar riqueza colectivamente, para que la alineación entre la creación de valor y la distribución de valor sea mayor. Y esta última no solo tiene que ver con la redistribución (ex post), sino también con la predistribución ex ante: una forma más simbiótica de que los agentes económicos se relacionen, colaboren y compartan.

			Es esencial vincular las propiedades micro del sistema —como la manera de dirigir las organizaciones— con los patrones macro —por ejemplo, el crecimiento deseado—. Al repensar cómo pueden organizarse mejor las relaciones entre el sector público y el sector privado en torno al propósito público, podemos crear un crecimiento más equilibrado y fuerte, con nuevas competencias y oportunidades que se extienden por toda la economía. Pero esto significa sustituir, desde el principio, la terminología, popular y anodina, de la «asociación» por una métrica más clara de cómo es un ecosistema simbiótico y mutualista; es decir, uno en el que los riesgos y las recompensas se comparten de manera más equitativa. En nuestra época, por desgracia, la relación suele ser parasitaria: la financiación de la sanidad pública está estructurada de modo que los medicamentos que se financian públicamente son demasiado caros para que los ciudadanos puedan comprarlos.

			A esta manera diferente de hacer las cosas la llamo «enfoque orientado por misiones». Significa escoger unas direcciones para la economía y luego hacer que los problemas que hay que resolver para llegar hasta ellas sean centrales a la hora de diseñar nuestro sistema económico. Significa diseñar políticas que catalicen la inversión, la innovación y la colaboración entre una gran variedad de agentes económicos, involucrando tanto a las empresas como a los ciudadanos. Significa preguntar qué clase de mercados queremos, en vez de qué problema del mercado es necesario corregir. Significa utilizar instrumentos como los préstamos, las subvenciones y los contratos de adquisiciones para impulsar las soluciones más innovadoras que aborden problemas específicos, bien sean estos limpiar los océanos de plásticos o reducir la brecha digital. La pregunta equivocada es: ¿cuánto dinero hay y qué podemos hacer con él? La pregunta correcta es: ¿qué es necesario hacer y cómo podemos organizar los presupuestos para lograr esos objetivos?

			Es una tarea inmensa. Vivimos una época en la que el capitalismo está en crisis y una ideología errónea sobre el papel del Gobierno ha impregnado nuestras expectativas sobre lo que este puede hacer y, por lo tanto, lo que otros agentes pueden hacer en asociación con el Gobierno. Pero las crisis son precisamente el momento adecuado para reimaginar el tipo de sociedad que queremos construir, y las competencias y capacidades que necesitamos para lograrlo.

			¿Este libro trata sobre repensar el Gobierno o sobre repensar el capitalismo? La respuesta es que ambas cosas. Cambiar el capitalismo significa cambiar cómo se organiza el Gobierno y cómo se dirige una empresa, y también cómo las organizaciones públicas y privadas se relacionan entre sí. Dirigir las estructuras de gobernanza de las organizaciones, y las relaciones entre organizaciones, hacia una noción de «propósito» es la clave de un enfoque orientado por misiones.

			De hecho, durante muchos años se ha reclamado que las formas de la gobernanza corporativa sean más «significativas» y pasen del capitalismo de accionistas al capitalismo de las partes interesadas. En enero del 2018, Larry Fink, consejero delegado de BlackRock, escribió una carta a quinientos consejeros delegados titulada «El sentido de propósito». En ella sostenía: «Sin un sentido de propósito, ninguna compañía, cotizada o no, puede alcanzar su pleno potencial. En última instancia, perderá el permiso de las principales partes interesadas para operar. Sucumbirá a las presiones cortoplacistas para distribuir ganancias y, de paso, sacrificará las inversiones en desarrollo de los empleados, innovación y los gastos de capital que son necesarios para el crecimiento a largo plazo».[7] Un año y medio después, en agosto del 2019, el Business Roundtable, un club formado por ciento ochenta poderosos consejeros delegados, entre ellos los de Apple, Accenture y JP Morgan Chase, se hicieron eco del mismo mensaje. En una declaración, sus miembros sostenían que para promover una forma más funcional de capitalismo, los beneficios debían distribuirse de manera más amplia entre todos los sectores interesados, entre ellos los trabajadores y las comunidades: las partes interesadas fundamentales.[8]

			El problema es que, a pesar de estos llamamientos, no se están produciendo muchas transformaciones. Esto no solo se debe a que el cambio necesario tiene que afectar al núcleo de los modelos de negocio y las cadenas de valor, en lugar de ser tratado como una idea adicional, también se debe a que un renovado sentido de propósito tiene que afectar a la esencia de la relación entre las organizaciones de la economía, no solo dentro de las empresas. El cambio se obtiene de volver a imaginar cómo los diferentes agentes y organizaciones de la economía crean valor de manera conjunta. Sí, este libro se centra en cambios que son muy necesarios para nuestras instituciones públicas. Pero, como la actividad gubernamental —las inversiones directas, los subsidios indirectos, los impuestos y las regulaciones— es algo esencial en casi todas las relaciones, repensar el Gobierno significa repensar el capitalismo.

			Aunque este libro está destinado a teóricos y profesionales, está concebido como una guía para poder «hacer» el capitalismo de forma diferente. Sostiene que debemos cambiar las organizaciones, las estructuras de gobierno y el diseño de las palancas prácticas de las políticas económicas: las herramientas que necesitamos para construir una economía orientada al propósito.

		

	
		
			2 
EL CAPITALISMO EN CRISIS

			 

			 

			 

			 

			 

			Antes incluso de que la pandemia de la COVID-19 golpeara en el 2020, el capitalismo se encontraba estancado. No tenía —y no tiene— una respuesta para multitud de problemas cruciales, de los que la crisis medioambiental sea tal vez el más importante. Del calentamiento global a la pérdida de biodiversidad, la actividad humana está minando las condiciones necesarias para la estabilidad social y medioambiental.[1] Con los actuales compromisos políticos para la reducción de emisiones, la temperatura superficial del planeta va camino de aumentar más de 3°C respecto a la época preindustrial; una magnitud que, suele aceptarse, tendrá consecuencias catastróficas.[2] La extinción de especies ha multiplicado de cien a mil la tasa de extinción de fondo, lo que ha llevado a algunos científicos a anunciar que estamos siendo testigos de la sexta extinción masiva.[3]

			En lugar de optar por una trayectoria de crecimiento sostenible, el capitalismo ha creado economías que, infladas por burbujas especulativas, enriquecieron al 1 por ciento que ya era inmensamente rico y destruyeron el planeta. En muchas economías capitalistas occidentales y de estilo occidental, excepto para unos pocos, las ganancias reales apenas han aumentado en más de una década —en algunos casos, como en Estados Unidos, durante varias décadas—, exacerbando las desigualdades entre grupos y regiones a pesar de los altos niveles de empleo.[4] Las dinámicas de la desigualdad explican por qué la ratio entre beneficios y salarios ha alcanzado un récord máximo. Entre 1995 y el 2013, el salario mediano real en los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) creció a una tasa media anual del 0,8 por ciento frente al 1,5 por ciento de crecimiento en la productividad laboral.[5] En el periodo 1979-2018, los salarios reales de los percentiles 50 y 10 de la distribución de salarios se estancaron; para el percentil 50, durante ese periodo, el cambio acumulativo de los salarios reales fue del 6,1 por ciento, para el percentil 10 del 1,6 por ciento, frente al 37,6 por ciento para el percentil 90. En los países ricos, la ratio entre el patrimonio personal y los ingresos pasó del 200-300 por ciento en 1970 al 400-600 por ciento en el 2010.[6]

			Después del 2008, estas economías también se engancharon a la droga de la expansión cuantitativa —la inyección de enormes cantidades de liquidez en el sistema llevada a cabo por los bancos centrales—, a pesar de que el crecimiento económico y la mejora de la productividad siguieron siendo débiles.[7] La deuda privada regresó a niveles que no se veían desde los primeros años de este siglo. En el 2018, la deuda privada alcanzó el 150 por ciento del PIB en Estados Unidos, el 170 por ciento en Reino Unido, el 200 por ciento en Francia y el 207 por ciento en China; todos ellos valores bastante más altos que a principios de siglo.[8]

			Y gran parte de los negocios se han visto afectados por una peligrosa combinación de baja inversión, gestión cortoplacista y grandes recompensas para los accionistas y los directivos de las empresas.[9] En las economías avanzadas, la inversión empresarial apenas ha recuperado los niveles del 2008.[10] En la década de 1980, en Reino Unido la remuneración típica de un consejero delegado era veinte veces superior a la del trabajador medio. En el 2016, la remuneración media de un consejero delegado del FTSE 100 era 129 veces superior a la del empleado medio.[11] Desde 1980, en Reino Unido la proporción de los beneficios dedicada al pago de dividendos ha permanecido constante, independientemente de la rentabilidad. La importancia de la recompra de acciones ha aumentado, superando de manera sistemática a la emisión de acciones en Reino Unido durante la última década. En Estados Unidos, el pago total a los accionistas ha aumentado hasta alcanzar casi el billón de dólares, igualando los máximos anteriores a la crisis, pasando de alrededor del 10 por ciento del flujo de efectivo interno en la década de 1970 al 60 por ciento en el 2015.[12]

			Y las sociedades autoritarias, con un capitalismo de Estado, también están experimentando dificultades. Hoy en día, China, la principal economía autoritaria, sigue lastrada por unas industrias estatales ineficientes y muy endeudadas, un sistema bancario con enormes préstamos «zombis», una población envejecida y la descomunal tarea de alejar la economía de una excesiva dependencia de las exportaciones y dirigirla hacia un mayor consumo doméstico. Para ser justos, está avanzando y la ambición de hacer más verde su economía es real, con más de 1,7 billones de dólares invertidos como parte de un plan quinquenal. Pero no parece probable que un modelo de planificación central sea capaz de asumir las audaces reformas en la colaboración pública y privada que prevé este libro.

			La crisis de la COVID-19 ha revelado cuán frágil es el capitalismo. La gente que trabaja en la economía gig (literalmente, «economía de bolos») no tiene seguridad alguna. Los altos niveles de deuda corporativa —dedicada, en parte, a pagar dividendos, recomprar las acciones de la propia compañía y aumentar de forma indirecta la paga de los altos ejecutivos— han dejado a muchas empresas con poco a lo que recurrir. Su estrategia de confiar en cadenas de suministro globales debilitadas con el fin de recortar costes y reducir el poder de negociación de sus trabajadores in situ demostró ser un talón de Aquiles cuando la pandemia produjo una disrupción en la producción a escala global y creó una competencia salvaje incluso por artículos básicos como las mascarillas. Algunos gobiernos, sobre todo los de Reino Unido y Estados Unidos, habían externalizado en tal medida su capacidad respecto al sector privado y las consultoras que no fueron capaces de gestionar la crisis de manera adecuada. Esto provocó equivocaciones fatales cuando los gobiernos tuvieron que hacer frente a la escasez de EPI y fracasaron a la hora de conseguir test suficientes para su población.[13] La ironía definitiva fue que gobiernos que durante mucho tiempo se habían aferrado a la austeridad, de repente cambiaron sus sentimientos respecto al gasto público, pidiendo prestado y creando déficits a una escala que antes les habría causado una apoplejía ideológica, mientras luchaban por hacer «lo que sea necesario» para mantener vivas sus economías nacionales. Golpeado tanto por el colapso de la producción como por el colapso de la demanda —ambos inducidos, en buena medida por el Gobierno para eliminar el virus—, el modelo económico y social de Thatcher y Reagan se ha venido abajo y la economía global está lidiando con una depresión históricamente severa.

			Una economía mundial inactiva, que se traduce en un desastre sobre todo para los países en desarrollo y los menos ricos entre los países desarrollados, ha exacerbado las tensiones sociales y políticas que se han ido intensificando durante décadas. Para demasiadas personas, la vida es precaria, ya sea porque están endeudadas o porque sus ahorros cubren como mucho un mes de alquiler.[14] Un informe descubrió que incluso en Estados Unidos, la economía más grande del mundo, cuya clase trabajadora llegó a ser un símbolo de prosperidad, casi tres de cada diez adultos necesitaría pedir dinero prestado o vender algo para cubrir un gasto inesperado de cuatrocientos dólares.[15]

			El equilibrio de poder ha pasado de los trabajadores a los empleadores —por ejemplo, la relación entre un conductor de Uber y Uber como corporación multinacional está concebida deliberadamente para desplazar el riesgo de la empresa al trabajador— y esto, sumado a otras prácticas para reducir costes que han disminuido el poder de negociación de la mano de obra, es una de las razones por las que la ratio entre los beneficios y los salarios ha alcanzado un récord máximo en la última década.[16] Otros viven al día con contratos de «cero horas». Hay mucha gente que, incluso cuando tiene un trabajo habitual, sigue dependiendo de prestaciones sociales para llegar a fin de mes.[17] Pero ha sido de los trabajadores ignorados y mal pagados —los recolectores de basura, el personal de correos, los limpiadores de hospital, los cuidadores, los conductores de autobús— de los que ha dependido la sociedad durante la mayor parte de la crisis de la COVID-19, no de los jefes corporativos, los financieros o los residentes en paraísos fiscales.

			Las antiguas divisiones políticas se han ampliado: entre nacionalismo e internacionalismo, democracia y autocracia, gobiernos eficientes e ineficientes. Una profunda sensación de injusticia, impotencia y desconfianza en las élites —sobre todo en las élites empresariales y políticas— ha minado la fe en las instituciones democráticas. El sistema global y multilateral construido con gran esfuerzo después de la Segunda Guerra Mundial y los valores abiertos, ampliamente liberales, que este encarna se encuentran bajo una presión sin precedentes. La salvación nacional se ha impuesto a la cooperación internacional, para satisfacción de «hombres fuertes», demagogos y regímenes autoritarios que pueden aprovechar la corriente de populismo y explotar el clima de miedo. Para colmo, los gobiernos han continuado postergando cómo abordar de manera adecuada la emergencia climática. Podemos hacerlo mejor. Pero para hacerlo mejor, tenemos que entender bien cómo nos metimos en el lío en el que estamos.

			Para comprender la verdadera escala de este desafío es importante entender que los asuntos antes descritos son la consecuencia de fuerzas más profundas que, juntas, han conducido a una forma disfuncional de capitalismo. Hay (al menos) cuatro fuentes clave del problema: 1) el cortoplacismo del sector financiero, 2) la financiarización de las empresas, 3) la emergencia climática y 4) los gobiernos lentos o ausentes. En todas ellas, parte del problema es cómo se estructuran las organizaciones y la forma en que se relacionan entre sí. Por lo tanto, su reestructuración debe ser parte de la solución.

			 

			 

			LAS FINANZAS SE ESTÁN AUTOFINANCIANDO

			 

			El primer problema es que, en buena medida, el sector financiero se ha estado financiando a sí mismo. La mayor parte de la financiación regresa a las finanzas, los seguros y las propiedades inmobiliarias en lugar de destinarse a usos productivos. Su acrónimo en inglés, FIRE (Finance, Insurance, Real Estate), significa «fuego»; un término apropiado, en el sentido de que esa práctica está quemando los cimientos en los que se apoya el crecimiento económico a largo plazo. En Estados Unidos y Reino Unido, solo alrededor de una quinta parte de la financiación acaba en la economía productiva (por ejemplo, en empresas que quieren innovar, en infraestructuras que hay que construir). Y en Reino Unido el 10 por ciento de los préstamos bancarios se concede a empresas no financieras; el resto respalda activos inmobiliarios y financieros.[18] En 1970, en las economías avanzadas, los préstamos inmobiliarios constituían alrededor del 35 por ciento de todos los préstamos bancarios; en el 2007 la cifra había aumentado hasta alrededor del 60 por ciento.[19] La estructura actual de las finanzas fomenta así un sistema impulsado por la deuda y las burbujas especulativas que, cuando estallan, lleva a los bancos y otras instituciones a suplicar un rescate gubernamental. Algunas de ellas se consideran «demasiado grandes para quebrar», como los bancos en la crisis financiera del 2008-2009: si caían, todo el sistema se derrumbaría con ellos. De modo que los bancos consiguieron el rescate: los beneficios de FIRE son privados, sus pérdidas son públicas. Rescatar a los bancos implicó un «riesgo moral» porque, al ser considerados demasiado importantes para quebrar, vivieron con una garantía implícita del Gobierno que les incitó a asumir riesgos excesivos sin tener que afrontar todas las consecuencias si sus apuestas salían mal.

			 

			 

			LAS EMPRESAS SE ESTÁN CENTRANDO EN LOS BENEFICIOS TRIMESTRALES

			 

			El segundo problema es que las propias empresas se han financiarizado. Durante las últimas décadas, las finanzas en general han crecido más rápido que la economía y, en los sectores no financieros, las actividades financieras y las actitudes que las acompañan han acabado dominando las compañías. Una parte cada vez mayor de los beneficios corporativos se ha utilizado para aumentar las ganancias a corto plazo en el precio de las acciones, en lugar de realizar inversiones a largo plazo en ámbitos como nuevos bienes de equipo, I+D y formación del personal: las capacidades se desarrollan de manera insuficiente, demasiados trabajos son «McEmpleos» e inseguros, y los salarios permanecen bajos.[20] De hecho, en Estados Unidos y Reino Unido una de las razones del alto nivel de endeudamiento privado —impulsado por una forma de capitalismo cuyo objetivo es maximizar el rendimiento para los accionistas, no para todas las partes interesadas— es que muchos trabajadores necesitan endeudarse para mantener su nivel de vida, pero no logran ganar lo suficiente como para reducir o pagar la deuda.[21] Sin embargo, por desgracia, el problema va más allá incluso en Escandinavia, donde la desregulación del sector financiero ha causado un incremento de la deuda privada (debido también al consumo basado en créditos de garantía hipotecaria) y un exceso de inversión en los sectores FIRE.[22]

			Mediante la compra de sus propias acciones, una corporación puede aumentar de manera artificial el precio de estas y el de sus directivos, a los que se paga con dichas acciones. En los diez años previos al 2019, el total de las recompras en la Fortune 500 (la lista anual de las quinientas mayores empresas de Estados Unidos, en función de sus ingresos, elaborada por la revista Fortune) superó los cuatro billones de dólares, y hubo muchas compañías que gastaron más del 100 por ciento de sus ingresos netos en una combinación de recompras y pagos de dividendos, saqueando así sus reservas de capital. En el mismo periodo, seis de las mayores aerolíneas de Estados Unidos se gastaron una media del 96 por ciento de su flujo de efectivo libre en recompras de acciones —en el caso del fabricante de aviones Boeing esta cifra fue del 74 por ciento—, lo que no impidió a estas compañías pedir ayuda al Gobierno federal cuando se produjo la crisis de la COVID-19.[23]

			La excusa que suele escucharse de las empresas que hacen esto es que no hay «oportunidades de inversión». Pero, dado que las compañías que más acciones recompran pertenecen a industrias en las que es evidente que existe esa posibilidad —la farmacéutica y la de la energía—, esta justificación no resulta convincente. ¿De verdad no hay posibilidades de innovar en antibióticos o en el tratamiento de enfermedades tropicales que afectan sobre todo a la gente pobre de los países en desarrollo, por no mencionar las vacunas? (Esta pregunta se volvió particularmente pertinente con la llegada de la COVID-19.) ¿De verdad los fabricantes aeronáuticos no tienen oportunidades para invertir en energías renovables y otras tecnologías verdes? El mayor culpable de esto es una forma de gobernanza corporativa obsesionada con la «maximización del valor para el accionista»; en esencia, maximizar el precio de las acciones. Incluso Jack Welch, el difunto consejero delegado de General Electric, una de las empresas más grandes de Estados Unidos, llamó al final de su vida al valor para el accionista «la idea más estúpida del mundo». Explicó: «El valor para el accionista es un resultado, no una estrategia […]. Tus principales apoyos son tus empleados, tus clientes y tus productos. Los gestores y los inversores no deberían establecer el aumento del precio de la acción como su objetivo general […]. Los beneficios a corto plazo deberían aliarse con un incremento del valor de la compañía a largo plazo».[24]

			En la práctica, muchas veces la maximización del valor para el accionista ha implicado cargar a las empresas de deuda —un modelo en teoría eficiente que apalanca la base de capital de la empresa—, a riesgo de exponerlas peligrosamente a acontecimientos inesperados como una pandemia o una caída del mercado. Por ejemplo, en el año 2017 Estados Unidos sufrió una grave disminución de la venta al por menor. Toys ‘R’ Us, un viejo minorista estadounidense, entró en liquidación. Había sido adquirido en el 2005 por dos empresas de capital de inversión, Bain Capital y Kohlberg Kravis Roberts, y una inmobiliaria, Vornado Realty Trust. Para comprar la compañía utilizaron la fórmula habitual del capital de inversión, es decir, cargarla de deuda para, después, aumentar el retorno.[25] De hecho, la deuda de la empresa enseguida se incrementó después de la adquisición, pasando de 1.860 millones de dólares a casi 5.000 millones. En el 2007, el pago de los intereses de la deuda suponía el 97 por ciento del beneficio operativo de la empresa. La caída de las ventas minoristas de los años siguientes fue importante, pero la elevada carga de deuda impuesta a Toys ‘R’ Us afectó a su capacidad de adaptación y aumentó su vulnerabilidad frente a la crisis.[26] La excesiva financiarización de las compañías y la búsqueda implacable del valor para el accionista han hecho que muchas otras grandes empresas sean objeto de acusaciones parecidas de riesgo moral: las ingeniosas estructuras financieras benefician más a los propietarios que a otras partes interesadas como los trabajadores, los proveedores y los clientes, por no hablar de las comunidades más amplias en las que operan las empresas.

			 

			 

			EL PLANETA SE ESTÁ CALENTANDO

			 

			Y el tercero es un problema que si no se resuelve pronto eclipsará a los demás: la emergencia climática, que cambiará de manera drástica la vida de los humanos, los animales y las plantas de nuestro planeta. En el año 2019, un informe del Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático sostenía que nos quedan solo diez años antes de que el colapso climático sea irreversible.[27] La COVID-19 ha hecho que seamos aún más conscientes de la fragilidad de nuestro entorno y de un sistema económico que depende de él. La emergencia climática es, en gran medida, el resultado de otros cuatro problemas de las finanzas y los negocios: los combustibles fósiles siguen siendo la principal fuente de energía, las industrias emiten demasiado carbono, el sector financiero ha alimentado una economía impulsada por los combustibles fósiles y el Gobierno está apoyando esta disfuncionalidad; increíblemente, en el 2019, en Estados Unidos los subsidios a las empresas de combustibles fósiles se estimaron en 20.000 millones de dólares anuales y en la Unión Europea en 55.000 millones de euros anuales, una cifra enorme.[28] De los fondos para la recuperación de la COVID-19 asignados a las empresas energéticas por los gobiernos del G20, el 56 por ciento se ha entregado a proyectos de combustibles fósiles, lo que equivale a 151.000 millones de dólares (128.000 millones de euros).[29] Y en relación con la extinción masiva de animales y plantas —la otra gran crisis medioambiental, vinculada a esta— se está haciendo todavía menos.

			 

			 

			LOS GOBIERNOS ESTÁN HACIENDO APAÑOS, NO LIDERANDO

			 

			La única manera de solucionar estos problemas es que los gobiernos los aborden de manera proactiva. Y esto nos lleva al cuarto problema: los gobiernos se han creído la ideología de que su papel es simplemente arreglar problemas, no alcanzar objetivos audaces. La teoría económica mayoritaria no considera que los agentes públicos sean capaces de crear y conformar, ni que los mercados sirvan a un propósito al que se debe dar forma. La ideología actual más bien asume que el capitalismo funciona mediante un «mecanismo de mercado» accionado por la tendencia natural de los individuos a perseguir su propio interés, maximizando cada uno su función objetiva: los consumidores maximizan su utilidad, los trabajadores maximizan sus preferencias entre ocio y trabajo y las empresas maximizan sus beneficios. A continuación, este relato dice que cuando los mercados que surgen de estas decisiones individuales no logran producir resultados «eficientes», el Gobierno debe intervenir, ya sea corrigiendo las externalidades positivas (como la investigación básica) o las negativas (como la contaminación). En este libro sostendré que los mercados no son el resultado de la toma individual de decisiones, sino de cómo se regula cada agente creador de valor, incluido el propio Gobierno. En este sentido, los mercados están «integrados» en reglas, normas y contratos que afectan al comportamiento organizativo, las interacciones y los diseños institucionales.[30] Así, el Gobierno no puede limitarse a corregir los mercados de forma reactiva, sino que, para producir los resultados que la sociedad necesita, debe participar de manera explícita en su conformación. Puede y debe guiar la dirección de la economía, servir como «inversor de primer recurso» y asumir riesgos. Puede y debe conformar los mercados para que cumplan un propósito.

			En cierta medida, el Gobierno ya lo hace, pero de manera fragmentaria y aleatoria. Y el asunto no es normativo; incluso con la desregulación un Gobierno puede optar por una dirección. La cuestión es cómo diseñar herramientas que ayuden de manera explícita a conseguir una direccionalidad con un propósito. Muchas medidas gubernamentales permiten que los mercados funcionen, o crean y/o conforman mercados mediante la inversión en ámbitos como la educación, la investigación y las infraestructuras físicas; generan demanda mediante contrataciones, los códigos jurídicos y las políticas antimonopolio. En este sentido, los mercados están integrados en instituciones y normas, y son creados conjuntamente por diferentes actores tanto del sector público como del privado, así como por organizaciones de la sociedad civil como los sindicatos. Pero la ideología dominante o bien niega este papel (por ejemplo, a los bancos no les gusta que les recuerden que operan con una garantía implícita del Gobierno), o bien sostiene que el Gobierno no debería actuar de esta manera.

			El resultado es que los gobiernos se centran en corregir aquello que va mal en lugar de mejorar de manera imaginativa la vida cotidiana de los ciudadanos. De hecho, la mejora y la imaginación brillan por su ausencia, lentitud o rigidez. El expresidente Obama tenía razón cuando en enero del 2020 dijo que los métodos de gobierno actuales son inadecuados para el siglo XXI, porque en el Gobierno las innovaciones fundamentales más recientes, como la manera en que se estructuran sus departamentos, habían tenido lugar cuando la televisión era en blanco y negro.[31] Obama quería racionalizar el Gobierno federal para apoyar mejor la economía de Estados Unidos en una época de competencia global.

			En parte, lo que impide que los empleados públicos innoven es el miedo a hacer algo más que poner parches al sistema cuando este empieza a funcionar mal. Ronald Reagan lo resumió cuando, como es bien sabido, dijo: «Las ocho palabras más terroríficas de la lengua inglesa son: “Soy del Gobierno y estoy aquí para ayudar”».[32] Reagan se hacía eco del espíritu del Estado «vigilante nocturno» del siglo XIX, sin entender que eso creaba una profecía autocumplida por la que el Gobierno hace demasiado poco, demasiado tarde. Siempre reacciona cuando el sistema parece que empieza a romperse y hace reparaciones sobre la marcha, como alguien que no dejara de poner parches a un neumático gastado en lugar de sustituirlo por uno nuevo, desperdiciando poco a poco su capacidad de ser un creador de valor activo. Y los parches han sido grandes, desde rescatar a los bancos hasta invertir allí donde el sector privado se niega a poner su dinero. Incluso los «bienes públicos», como el gasto para limpiar el aire o invertir en conocimiento nuevo, se formulan como correcciones a los mercados en vez de como verdaderos objetivos. El problema no es el «Gobierno grande» o el «Gobierno pequeño». El problema es el tipo de Gobierno: qué hace y cómo lo hace.

			Ninguna de las dificultades que estamos sufriendo es inevitable. Son el resultado de cómo hemos decidido regir nuestro sistema. Las estrellas no dicen que el sector financiero no pueda invertir en la economía real, o que solo deba hacerlo teniendo en cuenta objetivos de rentabilidad a corto plazo. Le hemos recompensado por hacerlo así; por ejemplo, al reducir los impuestos a las ganancias de capital, al permitir que los pagos de intereses sobre la deuda se compensen con impuestos corporativos, al dejar que la banca de inversión y la banca minorista operen dentro del mismo grupo corporativo y con la desregulación generalizada.[33] No hay nada inevitable que obligue a un sector empresarial sobrefinanciarizado a centrarse en exceso en el corto plazo. No hay nada inevitable en que el sector público siempre esté en modo reactivo. Y no hay nada inevitable en que nuestro planeta continúe calentándose, volviéndose cada vez más hostil para los humanos, las plantas y los animales. Son elecciones que hacemos colectivamente. No hemos exigido que el sector privado actúe de otra manera, ni siquiera como condición para tener acceso a inversiones públicas clave que son cruciales para sus beneficios, como los cuarenta mil millones de dólares anuales para innovación sanitaria financiados con fondos públicos en Estados Unidos. El sector público ha demostrado muy poca consideración por las preocupaciones de los votantes relacionadas con el aire limpio, una sanidad pública fuerte, la regulación de las empresas y la salud del planeta.

			Las razones para hacer un cambio radical son, por lo tanto, abrumadoras. Pero para impulsar este cambio, tenemos que ver el problema a través de una lente particular, concentrándonos en repensar el Gobierno para estimular mejoras en toda la economía. ¿Por qué? La razón es simple: solo el Gobierno tiene la capacidad de supervisar una transformación a la escala necesaria; de reformular la manera en que se rigen las organizaciones económicas, cómo se estructuran sus relaciones y cómo se relacionan entre sí los agentes económicos y la sociedad civil.

			De hecho, repensar la gobernanza corporativa debe ser una de las prioridades de la agenda. Tenemos que hacer que las empresas pasen de centrarse únicamente en maximizar el valor para los accionistas a que las motiven varias partes interesadas. La responsabilidad social corporativa tradicional es demasiado limitada para provocar esta transformación. Lo que se necesita es transparencia acerca del valor que se crea y una nueva forma de trabajar con toda la cadena de valor para producirlo. Se requiere un renovado sentido de propósito tanto en el Gobierno como en las empresas y en cómo trabajan juntos. Por ejemplo, es posible estructurar la actividad gubernamental de manera que recompense tipos de comportamiento corporativo que nos lleven a la consecución de objetivos de sostenibilidad. Esos fines no se pueden abordar con simples cambios en la gobernanza corporativa, mediante métricas como el ESG (las siglas en inglés de medioambiental, social y gobernanza corporativa). También requiere una manera fundamentalmente distinta de interacción entre las empresas y el Estado. Si, por ejemplo, el acceso de las empresas a los subsidios públicos estuviera condicionado por el cumplimiento de objetivos sociales y medioambientales, el «propósito» estaría integrado en los contratos y las interrelaciones.

			 

			 

			Misión economía trata de cómo el Gobierno debe cambiar internamente para lograr resultados ambiciosos, además de cómo debe modificar su interacción con los demás agentes. La situación actual de los instrumentos típicos usados por los gobiernos, como los impuestos, las políticas fiscales y las políticas monetarias, carece de rumbo. No existe una direccionalidad sistémica hacia la desfinanciarización o la sostenibilidad; tampoco intento alguno de cambiar la estructura de costes relativa mediante el sistema tributario u otros instrumentos con el fin de orientar las inversiones hacia la eliminación de residuos, la reducción de materiales, del uso de la energía y de la contaminación. ¿Por qué no estamos gravando en serio lo que resulta perjudicial para el medioambiente y favoreciendo lo verde? ¿Por qué las ganancias de capital pagan menos impuestos que los ingresos del trabajo? ¿Por qué no se obtiene un beneficio claro al invertir a largo plazo en lugar de a corto plazo? ¿Por qué no se hace nada para detener las operaciones de alta frecuencia, de dudosa legalidad, así como la nociva práctica de la recompra excesiva de acciones?[34] ¿Por qué no se intenta rediseñar el Estado de bienestar para que responda a las nuevas condiciones creadas por las tecnologías digitales? No existe una dirección clara; con la salvedad de que dejar que el mercado haga como le plazca independientemente de los resultados sí que es una «dirección». Pero, en cuanto se aplique de manera sistemática una verdadera dirección a toda una serie de políticas, dando paso a sinergias en la innovación y el comportamiento de la inversión en toda la economía, el Gobierno tiene que hacer mucho más. Debe transformarse a sí mismo en una organización innovadora, con la competencia y la capacidad de estimular y catalizar la economía para que esté más orientada a propósitos.

			El primer paso es desmontar y esquematizar con mayor precisión por qué los gobiernos se han quedado tan atascados. Es imposible lograr mejores políticas sin entender primero los mitos subyacentes tras las malas políticas y las ideas necesarias para avanzar.

		

	
		
			3 
MALA TEORÍA, MALA PRÁCTICA: CINCO MITOS QUE IMPIDEN EL PROGRESO

			 

			 

			 

			 

			 

			A partir de la década de 1980, una mentalidad de aversión al riesgo ha provocado que los empleados públicos teman hacer cualquier cosa que no sea facilitar el trabajo al sector privado. Se supone que asumir riesgos no forma parte de sus funciones. De hecho, a menudo oímos que el Gobierno no sabe cómo invertir y que nunca debería utilizar sus recursos para establecer una dirección de cambio, por no hablar de «escoger ganadores». Aunque durante la crisis financiera, y más recientemente la pandemia, los gobiernos de muchos países gastaron cantidades asombrosas para mantener con vida sus economías, la economía neoliberal que se afianzó en la era de Thatcher y de Reagan continúa teniendo una influencia importante en las ideas, que siguen representando a los gobiernos como máquinas torpes y burocráticas que suprimen los espíritus animales de un sector privado creador de riqueza (sin importar hasta qué punto este último es rescatado en una crisis tras otra). Estas teorías problemáticas sobre el Gobierno generan prácticas problemáticas que, por diversas razones, obstaculizan un enfoque orientado por misiones. De hecho, ponen a los gobiernos en la situación de tener que arreglar el desastre —bien sea mediante rescates o políticas redistributivas—, en lugar de conformar nuestras economías para crear riqueza de manera diferente, de modo que nuestras sociedades sean más resistentes, inclusivas y sostenibles.

			Esta relación entre la teoría y la práctica es exactamente a lo que se refería el gran economista John Maynard Keynes cuando dijo: «Los hombres prácticos, que se creen exentos por completo de cualquier influencia intelectual, son generalmente esclavos de algún economista difunto. Los maniáticos de la autoridad, que oyen voces en el aire, destilan su frenesí inspirados en algún mal escritor académico de algunos años atrás».[1] A continuación, desmiento cinco de los mitos más comunes sobre el Gobierno y explico por qué son problemáticos para un enfoque orientado por misiones cuyo fin es cambiar el capitalismo.

			 

			 

			PRIMER MITO: LAS EMPRESAS CREAN VALOR Y ASUMEN RIESGOS; LOS GOBIERNOS SOLO APORTAN SEGURIDAD Y FACILITAN EL TRABAJO

			 

			Un supuesto fundamental de la opinión pública —pero muy arraigado también en la teoría económica— es que el valor se crea únicamente en los negocios. La tarea del Gobierno es establecer las reglas del juego, regular, redistribuir y corregir los fallos de mercado. En la teoría convencional, incluso los bancos centrales se consideran meros «prestamistas de último recurso», a pesar de que impidieron que, después de la crisis financiera del 2008, el sistema financiero al completo se derrumbase.

			La consecuencia es que en muchos ámbitos las instituciones públicas han perdido la confianza para actuar. Y lo que es más importante, han perdido la competencia para hacerlo. Si el sector público no es visto como un creador de valor, entonces no necesita invertir en sus propias competencias, entre ellas la dirección estratégica, la ciencia de la decisión y el comportamiento organizativo; aunque hasta las universidades (no siempre consideradas modelos de eficiencia) enseñan esas materias a los directivos. De hecho, en lugar de encontrar la forma de trabajar con las empresas para resolver problemas públicos, muchas veces el sector público ha acabado privatizando tareas y externalizando los contratos públicos, con la esperanza de ahorrar dinero público, creyendo erróneamente que el sector privado es más eficiente, cuando en realidad su fin son los beneficios. Lejos de lograr sus objetivos, la ideología de la privatización y la externalización ha derivado en unos costes altos, un servicio deficiente, la captura de los contratos gubernamentales por parte de un pequeño número de empresas y unos contratos que a menudo dejan que los contribuyentes asuman riesgos que pensaban que se habían transferido a las empresas privadas, como se aborda más adelante en el cuarto mito, y que socializan los riesgos mientras privatizan las recompensas.

			La otra cara de esa moneda ideológica es la creencia de que solo los negocios crean valor. Así, los emprendedores que asumen riesgos, motivados por la obtención de un beneficio, merecen un lugar especial en la sociedad, porque, al final, solo ellos generan los ingresos fiscales de los que dependen los gobiernos, hacen que avance la innovación y crean puestos de trabajo. Pero la verdad no es tan simple. El campo de la microeconomía ha analizado a fondo la manera en que las empresas privadas crean valor, al igual que su equivalente en la literatura de negocios. No hay duda de que los negocios crean valor y necesitan obtener beneficios, y deberían ser libres para hacerlo. La cuestión es entender cómo ocurre esto. La economía habla de la «función de producción». Explica cómo se crea valor dentro de la empresa (la teoría del valor de la microeconomía) mediante la combinación del capital (tangible, como la maquinaria, e intangible, como el conocimiento), la mano de obra y la tecnología.[2] En los estudios de empresariales, se entiende que el valor se crea dentro de la empresa al juntar la experiencia de gestión, el pensamiento estratégico y una división dinámica del trabajo entre los empleados (que cambia según las circunstancias).[3]

			Lo anterior ignora el importantísimo papel del Gobierno en la creación de valor, y su asunción de riesgos en ese proceso. En El Estado emprendedor sostuve que hasta Silicon Valley es el resultado de inversiones de alto riesgo llevadas a cabo por el Estado, que está dispuesto a asumir contingencias en las primeras etapas de desarrollo de tecnologías muy arriesgadas que el sector privado suele rehuir.[4] Este es el caso de las inversiones que dieron lugar a internet, donde la Agencia de Proyectos de Investigación Avanzados de Defensa del Departamento de Defensa de Estados Unidos (DARPA, por sus siglas en inglés), desempeñó un papel crucial; como lo hizo el CERN en Europa con la invención de la World Wide Web. De hecho, no solo internet, sino casi cualquier tecnología que hace que nuestros productos inteligentes sean inteligentes ha sido financiada por agentes públicos, por ejemplo, el GPS (financiado por la Armada de Estados Unidos), Siri (financiada también por la DARPA) y las pantallas táctiles (financiadas en un principio por la CIA). Ocurre lo mismo con las inversiones de alto riesgo en la industria farmacéutica realizadas por agentes públicos como los Institutos Nacionales de Salud (NIH, por sus siglas en inglés) durante las fases iniciales, sin las cuales la mayoría de los medicamentos más vendidos no se habrían desarrollado. Y la industria de las energías renovables ha estado muy apoyada por inversiones realizadas por bancos públicos como el Banco Europeo de Inversiones o el Kreditanstalt für Wiederaufbau (KfW) en Alemania, mientras que la financiación privada a menudo ha sido demasiado reacia al riesgo y se ha centrado en los beneficios a corto plazo.[5] Por el lado de la demanda, fue necesario que organizaciones como el Programa de Investigación de Innovación para Pequeñas Empresas (SBIR, por sus siglas en inglés), perteneciente al Departamento de Comercio de Estados Unidos, creara mercados para las pequeñas y medianas empresas (pymes) mediante el diseño de una política de adquisiciones que se centrara en ayudarles a proporcionar bienes y servicios a través de los presupuestos departamentales (alrededor del 3 por ciento del presupuesto).

			A escala global, la intervención de las agencias públicas en toda la cadena de innovación también ha resultado crucial, al permitir que surjan centros de innovación: en Taiwán, el papel del Instituto de Investigación sobre Tecnología Industrial (ITRI, por sus siglas en inglés); en Israel, el de la Oficina del Jefe Científico; en Japón, el Ministerio de Comercio Internacional e Industria; y en Singapur, la Agencia para la Ciencia, la Tecnología y la Investigación (A*STAR, por sus siglas en inglés).[6] En la República de Corea, el desarrollo de la electrónica ha sido particularmente exitoso. El país entró en la industria de los semiconductores en la década de 1970, cuando atrajo a empresas estadounidenses que buscaban instalaciones de montaje baratas, y durante la década siguiente implementó políticas industriales generalizadas, como el apoyo a grupos empresariales capaces de producir en masa y exportar electrónica de consumo. Esto condujo al lanzamiento del primer producto RAM dinámico comercial en 1984.[7]

			En todos estos casos, sin una inversión pública ambiciosa el sector privado no habría estado dispuesto a invertir en áreas en las que se necesitaba una gran financiación, a largo plazo, y los resultados eran muy inciertos. Solo después de que el sector público hubiera asumido el riesgo, las empresas privadas se aprovecharon de las nuevas oportunidades creadas por la innovación. Así, las pruebas empíricas describen una imagen muy diferente a la de la teoría basada en premisas muy dudosas.

			 

			 

			SEGUNDO MITO: EL PROPÓSITO DEL GOBIERNO ES CORREGIR LOS FALLOS DE MERCADO

			 

			Al ignorar la posibilidad de que el Gobierno pueda contribuir a la creación de valor, la teoría económica asume que las políticas gubernamentales pueden corregir los mercados, pero no crearlos. Estos pueden fracasar debido a asimetrías en la información (como cuando los compradores y los vendedores no tienen la misma información), a externalidades positivas (como la financiación de bienes públicos, la investigación básica o la sanidad pública) o a externalidades negativas (como la contaminación). En el caso de esta última, los gobiernos deben implicarse con políticas como el impuesto al carbono: «hacer que quienes contaminan paguen». Además, el Gobierno también puede redistribuir el valor, o la riqueza, mediante los impuestos. En macroeconomía (el estudio de la economía como un todo), la teoría de la imposición, fundamental para entender la redistribución del valor, centra la actuación pública en hacer que los sistemas existentes sean más eficientes, en lugar de en transformarlos.

			La teoría del fallo de mercado (TFM) —la idea de que, en el mejor de los casos, las políticas públicas pueden corregir los fallos de mercado— tiene su origen en la «economía del bienestar» neoclásica, el estudio de cómo las decisiones económicas producen el bienestar de la sociedad en general. El punto de partida de la TFM es el llamado «primer teorema fundamental» (PTF) de la economía del bienestar.[8] Este establece que los mercados son los que asignan recursos con mayor eficiencia si se dan tres condiciones específicas: primera, existe una gama completa de mercados, de forma que todos los bienes y servicios ofertados y demandados se intercambian a precios conocidos y públicos; segunda, todos los consumidores y productores se comportan de manera competitiva; tercera, existe un equilibrio (las fuerzas de cambio en direcciones opuestas están equilibradas; por ejemplo, la demanda de plátanos coincide exactamente con la oferta a un precio determinado). Bajo estas tres condiciones, la asignación de recursos que hacen los mercados es óptima en el sentido descrito por el economista Vilfredo Pareto: ninguna otra asignación mejorará la situación de un consumidor o productor sin empeorar la de otro. El Gobierno, por lo tanto, no tiene papel alguno en la creación de valor.

			De acuerdo con la TFM, el incumplimiento de cualquiera de las tres premisas provoca que los mercados asignen los recursos de un modo ineficiente: estos son los fallos de mercado. Si los mercados no son óptimos de Pareto, entonces las políticas públicas que corrigen el fallo de mercado podrían mejorar la situación de cualquiera. La TFM sugiere que los gobiernos intervienen cuando los mercados fracasan debido a externalidades positivas, externalidades negativas y asimetrías en la información. A veces, el Gobierno puede actuar en interés de toda la comunidad: por ejemplo, puede proporcionar una vacunación masiva para controlar la polio o puede ofrecer educación gratuita y universal. Este bien público es una externalidad positiva. Pero según la TFM, para justificar una actuación de este tipo, el Gobierno debe ofrecer lo que el sector privado no quiere o no puede hacer. En el caso de las externalidades negativas, el Gobierno debe concebir mecanismos de mercado para internalizar los costes externos.

			Además de lo anterior, en las décadas de 1960 y 1970, en las economías avanzadas surgió una nueva teoría que ponía en duda cualquier corrección del mercado llevada a cabo por el Gobierno y, de hecho, abogaba por que el papel gubernamental fuera aún más limitado: afirmaba que el fallo de Gobierno es más peligroso que el fallo de mercado. Se llamó «teoría de la elección pública» e intentó aplicar la economía del bienestar neoclásica a la toma de decisiones políticas. La teoría de la elección pública estudia cómo considerar las actuaciones de los actores (votantes, burócratas, políticos) implicados en la política desde el punto de vista de la eficiencia económica. Asume que estos agentes, incluidos los del Gobierno, buscan su propio interés de la misma manera que, en la teoría neoclásica, se asume que lo hacen los actores del mercado privado.[9] Si bien en los mercados la competencia y el incentivo del beneficio tienden a imponer elecciones eficientes, en los procesos de toma de decisiones colectivos de la política y la Administración pública, según la teoría de la elección pública, esa misma disciplina está ausente. Se considera, por lo tanto, que el diseño de políticas es susceptible de ser capturada por grupos de interés, en particular los que, debido a que tienen poder o dinero, son más capaces de influir en quienes formulan las políticas. La captura puede implicar nepotismo, amiguismo, corrupción, búsqueda de rentas (la obtención de beneficios excesivos, como al conseguir un monopolio), la mala asignación de recursos (al apoyar a empresas en dificultades o «escoger perdedores») o la competencia desleal y perjudicial con las iniciativas privadas (el efecto desplazamiento). La captura por parte de intereses especiales es si cabe más probable, se argumenta, porque la acción colectiva de los votantes suele ser débil. Los votantes racionales no tienen demasiados motivos para interesarse por las decisiones políticas, porque la mayoría de ellas tienen poco impacto en su vida. En la Administración pública, la falta de presión competitiva deriva en un comportamiento de «maximización del departamento», en el que las secciones y agencias se ocupan de su propia supervivencia en lugar de del «bien común».

			Si esto fuera cierto, la intervención del Gobierno no siempre daría lugar a un resultado más eficiente, incluso allí donde el fallo de mercado es evidente. Al contrario, podría producirse un «fallo de Gobierno». Por ejemplo, las decisiones dirigidas a mejorar el bienestar pueden hacer que la situación sea peor de lo que hubiera sido en el caso de un fallo de mercado.[10] Según este planteamiento, el fallo de mercado es una condición necesaria pero no suficiente para la intervención gubernamental; solo es suficiente si los beneficios de la intervención superan a los perjuicios ocasionados por el fallo de Gobierno.[11] Desde este punto de vista, existe un trade-off entre dos resultados ineficientes: uno generado por los mercados libres (fallo de mercado) y otro por la intervención del Gobierno (fallo de Gobierno). Algunos economistas sugieren que la solución es corregir ciertos fallos, como la información imperfecta.[12] Otros, sobre todo los defensores de la elección pública, abogan por dejar la asignación de recursos a los mercados (que pueden ser capaces de corregir sus propios fallos) o la creación de una disciplina como la de los mercados en los organismos públicos.[13]

			Pero igual que la TFM es una construcción teórica, también lo es su alter ego, la teoría de la elección pública. En esta última, el axioma subyacente es que los burócratas y los políticos se comportan como actores de un mercado libre: buscan maximizar su «utilidad» de manera racional. Los burócratas y los políticos que actúan en interés propio son, de hecho, emprendedores que compiten por hacerse con el control de un monopolio: el Estado.[14] Pero como ocurre con la TFM, no se ha presentado ninguna prueba empírica que apoye esta idea. Simplemente se asumió que las preocupaciones sociales, constitucionales y éticas nunca habían motivado a los burócratas y políticos; se dio por hecho que los sectores público y privado eran competidores y que cualquiera de las dos partes podía perder.

			Esa es la razón por la que, si el Gobierno se atreve a hacer algo ambicioso, se arriesga a ser acusado de desplazar la inversión privada. Se asume que la inversión gubernamental en un sector, por ejemplo el de la construcción aeronáutica, como en el caso de Airbus, la empresa aeroespacial europea, probablemente le quite al sector privado oportunidades lucrativas. Pero esa acusación da por sentado una visión estática de las posibilidades de inversión —es decir, que en un momento dado solo hay un número determinado de posibilidades—, así como que los sectores público y privado son competidores en lugar de socios. En el fondo de esto está la creencia habitual de que solo el sector privado crea valor y que —por extensión— la inversión pública puede destruirlo.

			En realidad, la idea de que los gobiernos desplazan al sector privado suele ser falsa. La inversión gubernamental tiende a tener el efecto opuesto. Cuando se organiza estratégicamente puede atraer a la inversión privada, estimular una financiación que no se habría producido de otra manera y hacer crecer la renta nacional, lo cual beneficia por igual a los inversores públicos y privados. La inversión pública en el Apolo estimuló que se produjeran avances rápidos en las tecnologías informática y digital a través de contratos con el sector privado. Inversiones gubernamentales relativamente pequeñas en Airbus han ayudado a construir la compañía aeronáutica más grande del mundo, con operaciones y proveedores en toda Europa. La historia de los avances tecnológicos demuestra que la inversión pública, en particular cuando se lleva a cabo al principio del proceso de innovación, absorbe las principales incertidumbres y los riesgos a largo plazo que los inversores privados pueden ser reacios a asumir. De hecho, la inversión pública en las fases iniciales, más arriesgadas, en ámbitos como la nanotecnología, la biotecnología y las tecnologías verdes resultaron cruciales para la proliferación posterior de pequeñas start-ups, algunas de las cuales acabarían creciendo. Por lo tanto, una teoría alternativa debe basarse en la conformación del mercado y en su creación de manera conjunta, un concepto al que volveremos en el capítulo 6.

			 

			 

			TERCER MITO: EL GOBIERNO TIENE QUE FUNCIONAR COMO UNA EMPRESA

			 

			La convicción de que el Gobierno debería limitarse a administrar sin asumir riesgos está muy arraigada. Se nos dice que el Gobierno no debería ir más allá de asegurar la igualdad de condiciones en la economía (como impedir que existan monopolios), mantener el orden público y regular cuando es necesario (por ejemplo, en el caso de la seguridad alimentaria). Se asume que el sector público no solo no debe imitar a las disciplinas del sector privado, sino que debería transferir a este último una parte significativa de las actividades que tradicionalmente han sido de dominio público, como el transporte público y la sanidad pública. Con eso se pretende evitar el tipo de fallos que los teóricos de la elección pública creen haber identificado, por ejemplo, burocracias hinchadas que gestionan de manera ineficiente servicios como los laboratorios de la sanidad pública o que suprimen la competencia al controlar el precio de la electricidad.

			En las escuelas de negocios, sobre todo de Estados Unidos, la teoría de la elección pública influyó en el desarrollo de la Nueva Gestión Pública (NGP), que tomó impulso en la década de 1980. En la lista de la NGP había varias estrategias prioritarias. Una era introducir en el sector público un concepto equivalente al incentivo del beneficio para mejorar el rendimiento, por ejemplo, los objetivos de eficiencia. Un caso de este tipo de pensamiento fue la legislación británica aprobada en 1990 para crear un mercado interno en el Servicio Nacional de Salud (NHS, por sus siglas en inglés), bajo la cual el Gobierno se convirtió en comprador en lugar de ser un proveedor de servicios de salud y los proveedores externos pudieron competir con los del NHS.

			Otra estrategia ha sido subcontratar, franquiciar o privatizar los servicios del Gobierno. En este caso, el objetivo es abordar el problema principal-agente: los ciudadanos (los principales) no pueden hacer que los empleados del sector público (sus agentes) rindan cuentas de la misma manera que los accionistas pueden hacer con los directivos de una corporación, al menos en teoría. En una sociedad democrática, la principal sanción de los ciudadanos es el voto, que es intermitente, solo puede tener en los burócratas un efecto indirecto y es un sustituto insuficiente de la disciplina del incentivo del beneficio. Como se considera que en el sector público esto último y la rendición de cuentas son más débiles que en el privado, es probable que el sector público sea menos eficiente. Y existe la idea —que será un tema importante de este libro— de que el Gobierno debería limitarse a realizar esfuerzos técnicos para contrarrestar el fallo de mercado y mejorar la eficiencia del sector público mediante la introducción de una disciplina de mercado.[15]

			En las economías avanzadas, las políticas de la NGP se implementaron de manera generalizada durante las décadas de 1980 y 1990, en particular en Reino Unido, Nueva Zelanda y Australia.[16] Sin embargo, a mediados de la década de 1990 empezó a aumentar la preocupación sobre su efectividad. La desregulación, el valor para el accionista y las nuevas prácticas gubernamentales, como la creación de agencias independientes y la externalización, no siempre funcionaron tan bien como en la teoría. Por ejemplo, la desregulación estaba fomentando comportamientos muy arriesgados, como en el caso de los bancos; el valor para el accionista estaba enriqueciendo a los ejecutivos a expensas de la inversión a largo plazo; y la externalización estaba generando la pérdida de control público sobre la calidad de los servicios y los productos.

			El intento de dirigir las instituciones públicas como si fueran empresas ha tenido consecuencias graves. Los pacientes de los hospitales han descubierto que son «clientes», al igual que los estudiantes y los pasajeros. Se han introducido métricas de eficiencia estáticas en los ejercicios de evaluación. Estas implican el cálculo de la relación calidad-precio y el análisis coste-beneficio (ACB), ambos relacionados con la eficiencia distributiva que compara la producción económica para satisfacer las preferencias de los consumidores con la combinación más eficiente de recursos.

			El ACB implica hacer el mejor uso posible de los recursos fijos en un momento determinado, teniendo en cuenta los precios de mercado existentes. Sin embargo, proyectos ambiciosos como ir a la Luna o crear el Estado de bienestar implicaron una incertidumbre esencial y bucles de retroalimentación entre muchos sectores diferentes. Los bucles de retroalimentación ocurren cuando el resultado de un sistema amplía el sistema (retroalimentación positiva) o lo entorpece (retroalimentación negativa). La incertidumbre esencial y los bucles de retroalimentación son difíciles de captar con métricas estáticas como el ACB. Un ejemplo de esto es la enorme dificultad que han experimentado los gobiernos de Reino Unido a la hora de estimar de manera fiable el coste de la electricidad eólica marina con una antelación de apenas seis meses, por no hablar de los veinticinco años que son el horizonte de planificación habitual en empresas energéticas de este tipo. En general, la estimación de los costes ha tendido a ser demasiado elevada, lo cual es un fracaso importante cuando se compara con la certeza del cambio climático y la necesidad urgente de descarbonizar la producción de energía en la mayor medida posible.

			 

			 

			CUARTO MITO: LA EXTERNALIZACIÓN AHORRA DINERO DE LOS CONTRIBUYENTES Y REDUCE EL RIESGO

			 

			A partir de la década de 1970, la idea clave de la NGP —que los intentos del Gobierno para mejorar la situación de las personas podían en realidad empeorarla— caló entre los políticos, la gente de negocios y los propios burócratas, primero en Estados Unidos y luego en otros lugares. Muchos ciudadanos, ya se definieran como consumidores o usuarios, terminaron considerando que el Gobierno era ineficiente y las empresas estatales un buen ejemplo de las deficiencias gubernamentales. El incentivo era intentar que el sector público fuera tan «eficiente» como el privado. Así, la NGP derivó en propuestas para a) privatizar empresas de propiedad pública; b) descentralizar y/o fragmentar grandes organizaciones públicas; y c) introducir métricas como la remuneración por desempeño. Una manera de reducir el riesgo de que el Gobierno «hiciera daño» fue externalizar y privatizar los servicios públicos. En teoría, la externalización y la privatización paliarían el problema principal-agente en la relación entre el Gobierno y los ciudadanos, ahorraría dinero y mejoraría los servicios. La práctica ha resultado ser bastante diferente.

			La teoría arraigó con fuerza, sobre todo en Reino Unido desde el primer Gobierno conservador de la primera ministra Margaret Thatcher en 1979 hasta las décadas de 1990 y del 2000 con el Nuevo Laborismo. En la práctica, adoptó tres formas: privatización, asociaciones público-privadas y externalización. Resulta paradójico que lo que se presentó como una estrategia orientada al mercado estuviera acompañada de la centralización de la maquinaria estatal, por ejemplo al debilitar el poder del gobierno local sobre la vivienda. Se privatizaron muchas empresas estatales de gas, electricidad, agua, ferrocarriles, telecomunicaciones, etc., a veces con resultados perversos. Mientras se acababa con las industrias nacionalizadas del país, irónicamente parecía aceptable que industrias nacionalizadas extranjeras pudieran encargarse de la gestión de las mismas empresas: hoy en día, Électricité de France (EDF) suministra gas y electricidad en Reino Unido; MTR, cuyo mayor propietario es el Gobierno de Hong Kong y gestiona el metro de su centro urbano, forma parte de un consorcio que dirige Crossrail, el enorme proyecto del ferrocarril subterráneo de Londres; Abellio, propiedad de la operadora nacional de ferrocarriles de Países Bajos, gestiona los servicios de autobús y ferrocarril en todo Reino Unido.

			Entre 1980 y 1996, Reino Unido representó el 40 por ciento del valor total de los activos privatizados en la OCDE.[17] Alentados por instituciones multilaterales como el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional (el «consenso de Washington»), los países en desarrollo también privatizaron sus empresas de propiedad estatal. Al mismo tiempo, la iniciativa de financiación privada (IFP) propiciada por el Nuevo Laborismo trató de establecer sociedades entre el Gobierno y las empresas privadas para construir y gestionar bienes públicos como hospitales, escuelas, prisiones e instalaciones de defensa.

			La NGP defendió, por supuesto, un Gobierno más pequeño y una gestión convencional de las finanzas públicas que, en algunas versiones de la teoría, incluía un presupuesto equilibrado. El Gobierno debía gastar no más de sus ingresos durante determinado periodo presupuestario, evitar cualquier préstamo que aumentara la deuda nacional y preferiblemente reducirla. Era la ideología subyacente del thatcherismo, aunque no siempre su práctica. Después de dieciocho años sin gobernar, el Nuevo Laborismo no quiso asustar a los halcones fiscales y arriesgarse a ser acusado de irresponsabilidad financiera. En lugar de pedir prestado a tipos baratos que tenía a su disposición para mejorar los hospitales, las escuelas, las carreteras, etc., el Nuevo Laborismo adoptó la IFP para que las empresas privadas financiaran esos proyectos y el Gobierno los pagara durante los años siguientes.

			En total, desde 1998 en Reino Unido ha habido más de setecientos proyectos financiados mediante IFP, con un valor de capital de alrededor de 60.000 millones de libras. Con los actuales acuerdos de pago, en 2047-2048 estos habrán costado al erario público un total acumulado de casi 310.000 millones de libras, más de cinco veces el desembolso de capital original. La Oficina Nacional de Auditoría de Reino Unido estima que el coste de un proyecto de IFP suele ser alrededor de un 40 por ciento más alto que un proyecto idéntico financiado mediante préstamos al Gobierno.[18]

			También se externalizaron muchos servicios públicos. Mientras la IFP se utilizó en gran medida para construir y gestionar infraestructuras, la externalización sirvió sobre todo para transferir servicios y que los gestionara el sector privado, en particular los relacionados con las TI. El HMRC (Servicio de Aduanas e Impuestos de Su Majestad, por sus siglas en inglés), la DVLA (Agencia de Licencias para Conductores y Vehículos, por sus siglas en inglés), el NHS y las autoridades locales concedieron enormes contratos de TI a proveedores externos. Los servicios públicos, entre ellos la recogida de basuras, las comidas escolares, el mantenimiento de edificios, las prisiones e incluso los servicios de ambulancias y de libertad condicional se pusieron en manos de proveedores privados, a menudo por parte de las autoridades locales: en su momento álgido, en el periodo 2012-2013, el valor de los contratos de externalización concedidos por estas alcanzó los 708 millones de libras.[19]

			Sin embargo, desde entonces el valor de los contratos externalizados por los gobiernos locales ha disminuido de manera constante. En el caso de la subcontratación de las TI por parte del Gobierno central, la tendencia es similar. Cada vez más, las organizaciones públicas se han ido dando cuenta de que la contratación externa no ha proporcionado a los servicios la calidad y fiabilidad que esperaban y muchas veces la relación calidad-precio no ha sido buena. Por ejemplo, en el 2011, el Gobierno de Reino Unido renunció a un sistema de TI para los historiales clínicos de los pacientes del Servicio Nacional de Salud después de gastarse en él casi 10.000 millones de libras. Las causas del fracaso fueron complejas, pero una década después de que el proyecto comenzara en el 2002, el contratista privado aún no había entregado el software. Un miembro del Comité de Cuentas Públicas de la Cámara de los Comunes, que informó sobre la gesta, la describió como «uno de los peores, y más costosos, fiascos de contratación en la historia del sector público».[20] En el 2016, la DVLA puso fin a dos décadas de externalización de sus TI, volvió a encargarse de esa tarea y formó a su personal, que creó una nueva aplicación online en siete semanas.

			En el año 2018, el espectacular colapso de Carillion, uno de los mayores proveedores de servicios subcontratados del Gobierno británico, demostró lo expuesta que estaba la Administración al fracaso del sector privado. También evidenció el error de la teoría de la NGP al asumir que probablemente los fracasos del sector público eran más graves que los del privado. Fue el mayor fiasco empresarial al que el administrador concursal (un empleado público y funcionario de tribunales que ayuda a administrar las bancarrotas) se había enfrentado nunca. Carillion se derrumbó bajo el peso de una montaña de deuda de 7.000 millones de libras, frente a unas ventas anuales de 5.200 millones de libras. Según un informe del Institute for Government, un think tank británico, más de 2.000 personas (de una plantilla de 18.000) fueron despedidas y a 30.000 proveedores, subcontratistas y acreedores a corto plazo se les debieron 2.000 millones de libras, lo cual ilustra lo difícil que le resulta al Gobierno hacer que los contratistas privados rindan cuentas cuando las cadenas de suministro son tan largas.[21] Otras 75.000 personas de la cadena de suministro se vieron afectadas y se interrumpieron 450 proyectos, entre ellos la construcción de hospitales y ferrocarriles, el suministro de comidas escolares y el mantenimiento de prisiones y viviendas para las fuerzas armadas, lo que en muchas ocasiones provocó que su finalización sufriera grandes retrasos y los costes fueran más elevados.[22]

			Un informe de la Oficina Nacional de Auditoría descubrió que el colapso había retrasado la finalización del Hospital Universitario Royal Liverpool, un proyecto de IFP, al menos hasta el 2022, cinco años después de lo previsto, y que su construcción y explotación costarían más de 1.000 millones de libras, frente a la estimación original de 746 millones, en parte por importantes defectos de construcción ocurridos mientras Carillion estaba a cargo. El Departamento de Salud y Asistencia Social pagó 42 millones de libras para finalizar los contratos con los inversores de IFP del proyecto. Otra gran iniciativa de IFP, el Hospital Metropolitano Midland, en Birmingham, debía abrir sus puertas en el 2022, con cuatro años de retraso, con un coste de 988 millones de libras, unos 300 millones por encima del presupuesto.[23]

			El fracaso de Carillion provocó que BlackRock, el gigantesco gestor de fondos, que era uno de los inversores de la empresa, la acusara de pensar en «cómo remunerar a los ejecutivos en lugar de en lo que estaba pasando realmente en el negocio».[24] El Institute for Government dijo que el Gobierno había creado un «monstruo corporativo» con proyectos «muy arriesgados que generaban pocos beneficios»; lo cual es una debilidad endémica del modelo de contratación propio de la externalización, sobre todo en los contratos de larga duración, en los que los contratistas tienen la tentación de hacer ofertas a la baja para aumentar la cuota de mercado y esperan aumentar sus márgenes a medida que el proyecto avanza. Aceptaba que el Gobierno había intentado mejorar la formación de los empleados públicos y reformar el procedimiento de externalización, pero decía que había muchos departamentos que aún no seguían buenas prácticas y que el Gobierno estaba firmando proyectos arriesgados que podían colapsar en el futuro, una referencia tanto a la infravaloración de Carillion como a la presión que sufren los empleados públicos para adjudicar contratos al licitador que hace la oferta más baja. La combinación de un sector público con su capacidad debilitada y la ineptitud del sector privado causada en parte por la captura de la empresa por parte de los directivos (un resultado que no previeron los defensores del valor para el accionista) resultó desastrosa.

			En la década de 1990 y principios de la del 2000, Estados Unidos también se dedicó a externalizar a lo grande. En el periodo 2006-2008 hubo casi cuatro veces más trabajadores con contrato federal que empleados federales (7,6 millones frente a 2 millones). Pero en el 2015 la ratio se había reducido a 2 : 1, con 3,7 millones de trabajadores con contrato federal en comparación con los 2 millones de empleados federales.

			El Gobierno federal se gastó alrededor de 300.000 millones de dólares en contratistas privados en el periodo 2003-2004 y 500.000 millones en el 2012.[25] En el 2017, un informe de la Oficina de Rendición de Cuentas afirmó que el coste de los contratistas federales había sido de 438.000 millones de dólares en el año fiscal 2015, casi el 40 por ciento del gasto discrecional del Gobierno. En los organismos civiles, un altísimo 80 por ciento del gasto en contratistas se dedicó a servicios. La categoría más importante fue la de «servicios de apoyo profesionales», y el informe señalaba que «los contratistas que llevan a cabo este tipo de servicios corren un riesgo mayor de realizar trabajos inherentes al Gobierno».[26] Traducción: una buena parte del trabajo que le corresponde a los trabajadores del Gobierno lo están haciendo contratistas; como ha sucedido en Reino Unido.

			Como se supone que la NGP está relacionada con la eficiencia, cabría esperar que al menos le ahorrara dinero a los contribuyentes. No parece que sea así. Un estudio del Project on Government Oversight, una organización independiente que investiga y denuncia el despilfarro, el fraude y las prácticas abusivas en Estados Unidos, demuestra que el Gobierno federal aprueba tarifas de facturación para los contratos de servicios —consideradas justas y razonables— que suponen pagar a los contratistas 1,83 veces más que la remuneración total que el Gobierno paga a los empleados federales, y más del doble de la remuneración total pagada en el sector privado por servicios comparables.

			Otro estudio halló que, en Reino Unido, los costes declarados de la Administración pública habían aumentado un 40 por ciento en términos reales entre 1985 y el 2015. En ese mismo periodo, la función pública se redujo un tercio y el gasto público se duplicó. Las operaciones externalizadas vieron cómo su coste aumentaba con mayor rapidez. Además, se dispararon los fallos en los servicios, las quejas y los recursos judiciales.[27] Problemas similares afectaron a las industrias privatizadas, algo que no sorprenderá, por ejemplo, a muchos viajeros de los trenes británicos. Es cierto que British Rail, la antigua entidad estatal, era sinónimo de servicio mediocre (aunque no siempre de una ingeniería deficiente). Pero un cuarto de siglo después de que un complejo acuerdo público-privado sustituyera la propiedad estatal de los ferrocarriles, las tarifas han tendido a subir con mayor rapidez que los salarios y la inflación, los tipos de tarifas son complicados y el servicio deficiente —por ejemplo, la impuntualidad— frustra a los pasajeros.[28] En el año previo a junio del 2019, solo el 64,7 por ciento de los trenes llegaron a tiempo a su estación.[29] Mientras tanto, desde la privatización el monto de la subvención pública al sector se ha duplicado con creces, lo que significa que, en última instancia, el beneficio obtenido por los operadores privados está financiado por los contribuyentes.[30] En marzo del 2020, cuando el número de pasajeros cayó en picado por el impacto de la COVID-19, el Gobierno suspendió de forma temporal todas las franquicias ferroviarias y las sustituyó por contratos de gestión, renacionalizando de hecho los ferrocarriles, al menos durante la crisis sanitaria.[31] Al igual que los contribuyentes estadounidenses, es comprensible que en Reino Unido los usuarios de los ferrocarriles se pregunten si la entrega de los servicios al sector privado ha dado lugar a una buena relación calidad-precio.

			Entre los más beneficiados por la subcontratación se encuentran las grandes consultoras. Aunque los contratos con empresas como McKinsey, uno de los nombres más conocidos en el negocio de la consultoría, suponen gastar millones del dinero de los contribuyentes, puede resultar difícil precisar sus detalles. Pero lo que se vislumbra es prometedor. Cuando Reino Unido empezó a salir de la Unión Europea, las cuatro grandes consultoras (Deloitte, Ernst & Young, KPMG y PwC) vieron aumentar sus beneficios un 20 por ciento. El gasto gubernamental en esas empresas pasó de 77 millones de libras a 464 millones entre los años 2018 y 2019; lo cual es irónico, porque se suponía que el Brexit era para ahorrar dinero del Estado.[32] Se podría argumentar que esto fue para gestionar la transición o la puesta en marcha de un proyecto, pero existe una tendencia a depender de las empresas consultoras para gestionar operaciones básicas. Ha sido así por dos razones. Una es el deterioro de las capacidades internas, debido en parte a los recortes presupuestarios y en parte a un papel del Gobierno menos ambicioso. La otra es el miedo al fracaso.

			A principios del 2020, el Financial Times decía:

			 

			De acuerdo con un informe de la Oficina Nacional de Auditoría [NAO, por sus siglas en inglés] del 2016, el Gobierno está gastando más en consultores a pesar de que estos cuestan el doble que los empleados públicos. Descubrió que un total de cuarenta y siete personas del personal temporal tenían una tarifa diaria superior a las mil libras, frente a treinta altos funcionarios públicos con una paga comparable. Tampoco se asegura una buena relación calidad-precio. Un estudio de la Universidad de Bristol publicado el año pasado concluyó que los trusts hospitalarios de cuidados intensivos del NHS inglés se volvieron menos eficientes aunque se gastó más en expertos externos. Sin embargo, a pesar de los esfuerzos de la NAO y otros analistas, puede ser complicado hacerse una idea de la imagen completa. Joshua Pritchard, encargado de externalización y contratación del think tank Reform, dice: «sin una mayor transparencia en la contratación gubernamental, es imposible examinar la cantidad gastada en total, los beneficios adicionales proporcionados o si los departamentos han garantizado la relación calidad-precio en estos acuerdos».[33]

			 

			En los últimos años, estas preocupaciones se han visto intensificadas por una serie de controversias que implican a algunas de las principales empresas de consultoría. Personas que forman parte de las agencias de seguridad de Estados Unidos han arremetido contra la reciente reestructuración que McKinsey ha llevado a cabo en estas organizaciones, entre ellas la CIA y la Agencia de Seguridad Nacional, por obstaculizar procesos de toma de decisiones clave y, en última instancia, aumentar las ineficiencias organizativas.[34] McKinsey consiguió contratos multimillonarios sin una licitación pública. Al parecer, esto se hizo para acelerar los plazos del proyecto; en realidad, eliminó de los procedimientos de contratación externa las comprobaciones más básicas de control de calidad y rendición de cuentas.

			El uso de esos contratos «sin licitación» ha aumentado en los últimos años, lo cual, unido a los contratos mal formulados y a un seguimiento ineficiente del desempeño, ha consolidado los resultados insatisfactorios.[35] Un análisis cuantitativo de ciento veinte trusts hospitalarios del NHS en Reino Unido entre los años 2010 y 2014 averiguó que gastar más en consultores de gestión derivaba en un aumento significativo de las ineficiencias y no estaba relacionado con mejora alguna en el resultado para los pacientes.[36] En ese mismo periodo, el gasto en consultores del NHS se duplicó, pasando de 313 millones a 640 millones de libras.[37] Una investigación parlamentaria llevada a cabo en Reino Unido sobre el espectacular fracaso del contrato entre la Oficina de Comercio e Inversión de Reino Unido (UKTI, por sus siglas en inglés) (un departamento del Gobierno que ayuda a las empresas británicas con asuntos relacionados con el comercio exterior, sustituido en el 2016 por el Departamento de Comercio Internacional [DIT]) y PA Consulting, una consultora de gestión británica, destacó que la empresa de externalización se había aprovechado de la falta de experiencia del Gobierno a la hora de garantizar acuerdos a buen precio en nombre de los contribuyentes, un hecho que subrayaba como un «motivo habitual de preocupación».[38]

			Un ejemplo elocuente de la disminución de las competencias del Gobierno es que en 1970 el sector público empleaba al 47 por ciento de los arquitectos de Reino Unido, la mayoría en administraciones locales. Hoy en día, esa cifra es inferior al 1 por ciento.[39] Esto refleja en parte la fuerte caída de la provisión de nuevas viviendas públicas por parte de las autoridades locales, pero también es coherente con la tendencia gubernamental a la externalización que se da en todos sus ámbitos. Una razón importante por la que Reino Unido tuvo dificultades para proporcionar test suficientes durante la pandemia de coronavirus fue que la capacidad de los laboratorios, incluida una red de laboratorios públicos que en su momento fue amplia y estuvo bien dotada de recursos, había sido desbaratada durante los veinte años anteriores.[40]

			Pero el reciente auge en la externalización de funciones de servicio público a los consultores esconde un lado más oscuro. En el momento más grave de la crisis de los refugiados del 2015 en Europa, el Gobierno alemán pagó a McKinsey más de 29 millones de euros para crear centros rápidos de tramitación para migrantes. El procedimiento simplificado que desarrolló la consultora coincidió con un número creciente de refugiados a los que se les asignó una situación de residencia temporal que les negaba derechos clave, como el de la reunificación familiar. Los expertos legales han señalado que la desatención a las consideraciones sobre derechos humanos de la reorganización de McKinsey ha dado lugar a miles de recursos, con lo que el trabajo atrasado de los centros de migrantes se ha trasladado a los tribunales alemanes.[41] El hecho de que los consultores de gestión puedan desplegarse de manera tan abierta en un ámbito tan intrincado como el de la legislación de los derechos humanos demuestra hasta qué punto este pensamiento ha invadido las políticas públicas. Y lo que es más preocupante, sugiere que los valores públicos se están sacrificando en nombre de la eficiencia.

			Los expertos cuestionan si el asesoramiento de los consultores mejora realmente lo que puede hacer el propio personal de una organización, y si sería preferible gastar el dinero en investigación relacionada con medicamentos y la provisión de atención sanitaria. Además, el uso de consultores plantea importantes preguntas sobre la rendición de cuentas —en especial cuando uno de sus proyectos sale mal— y los conflictos de interés; por ejemplo, cuando un consultor trabaja al mismo tiempo para un cliente que pertenece al sector de la salud global y para otro de un sector como el carbón, que perjudica la salud. Por desgracia, el secreto que rodea a muchos contratos de consultoría dificulta responder a estas preguntas de manera definitiva.[42]

			Estrategias como la IFP y la externalización implican contratos complejos. Las teorías económicas del contrato y los derechos de propiedad dejan claro que cuanto más complejo es el producto, mayor es la probabilidad de que existan asimetrías en la información, de modo que el vendedor —por ejemplo, un proveedor privado de servicios penitenciarios— tiene más información que el comprador, el Gobierno.[43] Esto supone varias dificultades para este último. Intentar gestionar los contratos asimétricos y remediar su debilidad intrínseca aumenta el coste adicional para el comprador. El Gobierno no puede abandonar sus responsabilidades legales y políticas al proveer ciertos servicios, en particular de orden público y defensa, así que los proveedores privados pueden hacer recortes porque este continuará pagando por el servicio, al menos hasta que pueda encontrar una forma alternativa de proporcionarlo: un ejemplo de «riesgo moral». Y como hemos visto en el caso de Carillion, con los contratos deficientes existe el peligro de que sean los contribuyentes quienes terminen cargando con el problema.

			Además, es evidente que muchas veces el efecto negativo de la externalización y otras prácticas relacionadas ha ido más allá de problemas con la calidad, la fiabilidad y el coste, por importantes que estos sean. En pocas palabras, la privatización y la externalización pueden quitar algunas tareas a personas con una larga experiencia en ellas (empleados públicos) y dárselas a personas cuya experiencia puede ser mucho menor (empresas privadas). Esta es una cuestión de políticas, no una competencia inherente, como ilustra la presencia de industrias extranjeras nacionalizadas que gestionan empresas británicas privatizadas. Sin embargo, a menudo sus consecuencias han sido el vaciado de la capacidad del Gobierno, el menosprecio de sus habilidades y experiencia, y la desmoralización de los empleados públicos, que sienten que no pueden hacer su trabajo tan bien como les gustaría. 

			Pero la verdadera tragedia de esta adicción a la externalización a consultoras de gestión es que socava aún más las capacidades internas del sector público. Esta consecuencia llamó la atención cuando apareció la pandemia de COVID-19. En lugar de centrarse en formar al personal del NHS y reubicar a los empleados públicos para gestionar el sistema de prueba y rastreo, como hizo Alemania, el Gobierno de Reino Unido externalizó su respuesta ante la pandemia a una amalgama de empresas de consultoría.[44] En octubre del 2020, los medios de comunicación informaron de que los consultores del Boston Consulting Group (BCG) estaban recibiendo hasta 6.250 libras diarias por trabajar en el sistema de prueba y rastreo.[45] En el momento de escribir esto, sigue sin estar clara la magnitud del gasto en consultores de gestión relacionado con la pandemia, pero sus consecuencias para las competencias del sector público son inequívocas. Como dijo lord Agnew, ministro de Estado conservador del Gabinete y el Tesoro (HM Treasury), en septiembre del 2020, Whitehall se ha «infantilizado» por la dependencia de las empresas de consultoría. La externalización no solo es escandalosamente cara, sino que priva a «nuestros [empleados públicos] más brillantes de la oportunidad de trabajar en algunas de las cuestiones más estimulantes, satisfactorias y decisivas».[46] En otras palabras, el desarrollo del sector público —y, por lo tanto, su crecimiento— está paralizado.

			Cuantas más actividades públicas asumen los proveedores privados, más disminuye la rendición de cuentas del Gobierno, porque las competencias se han reducido y es más difícil cambiar una política deficiente. No se asumen riesgos y no se obtienen recompensas. El resultado es una profecía autocumplida: cuanto menos hace el Gobierno, menos se arriesga y gestiona, menos capacidad desarrolla y más aburrido es trabajar para él. Al mismo tiempo, más atractivo es trabajar para un proveedor privado o una empresa de consultoría y más talento acaba fuera de la Administración.

			 

			 

			QUINTO MITO: LOS GOBIERNOS NO DEBEN ELEGIR GANADORES

			 

			Los primeros tres mitos dan pie a la idea de que el Gobierno no debería dirigir la economía, sino únicamente facilitarla. Con frecuencia, esto se expresa así: los gobiernos deben limitarse a lo básico y no «elegir ganadores». Sarah Palin, la candidata republicana a la vicepresidencia en las elecciones estadounidenses del 2008, dijo en una ocasión: «Nuestro Gobierno debe adoptar un programa promercado que no escoja ganadores o perdedores, sino que fomente la competencia y haga que esta se dé en igualdad de condiciones para todo el mundo».[47] Incluso en círculos menos ideológicos, a menudo empleados públicos bienintencionados empiezan un libro blanco declarando que su estrategia «no tiene que ver con escoger ganadores». Pero este es un problema falso. Por supuesto que quienes formulan políticas tienen que tomar decisiones sobre las formas de apoyo que proporcionarán y, por lo tanto, elegir.

			La «elección de ganadores» se refiere a los intentos gubernamentales de dirigir la economía y estimular la actividad mediante la selección, y con frecuencia el apoyo, de tecnologías, empresas y sectores que creen que son importantes y tendrán éxito. Puede haber muchas razones para hacer una elección determinada, entre ellas hacerse con una ventaja tecnológica, difundir conocimiento, crear puestos de trabajo, aumentar la productividad y los ingresos, estimular el desarrollo regional y la defensa. Las políticas industriales —una estrategia general para impulsar el desarrollo y el crecimiento de una parte o de toda la economía, a menudo con acento en la manufactura— pueden ser consideradas una manera obvia de elegir los ganadores. De hecho, siempre que un Gobierno trata de estimular el desarrollo de una tecnología o un sector, en un sentido amplio está eligiendo ganadores. El verdadero problema se da cuando los perdedores escogen al Gobierno.

			Muchos de los objetivos pueden merecer la pena, pero escoger ganadores ha adquirido connotaciones negativas debido a la supuesta incapacidad del Gobierno para seleccionar de manera acertada; aunque puede que el sector privado tampoco escoja bien a esos ganadores. Las intervenciones gubernamentales, se afirma, fracasan con excesiva frecuencia y acaba pagándolas el contribuyente. Demuestran que el riesgo es cosa del sector privado y, tal vez algo más importante, que el sector privado o bien atrae menos publicidad negativa cuando sus proyectos fracasan o su tolerancia a la publicidad negativa es mayor. Quienes defienden la necesidad de «no elegir ganadores» se refieren a casos como el del Concorde, el avión de pasajeros supersónico anglofrancés que estuvo operativo entre 1976 y el 2003. Supuso un triunfo tecnológico, pero su construcción costó mucho más de lo previsto y nunca dio lugar a una revolución supersónica en los viajes aéreos comerciales. Otro caso, en Estados Unidos, fue Solyndra, una start-up de paneles solares que en el 2009 recibió un crédito garantizado de 535 millones de dólares del Departamento de Energía de Estados Unidos (DoE, por sus siglas en inglés) y acabó declarándose en bancarrota cuatro años después.

			Y sin embargo, desde un punto de vista histórico, la idea de que el Gobierno no puede elegir ganadores es incorrecta.[48] De hecho, durante los periodos de transformación tecnológica, el Gobierno puede desempeñar un papel clave a la hora de coordinar los esfuerzos de la industria y establecer normas que creen mercados. Pero debe tomar la decisión de elegir una estrategia, y favorecer la competencia en esa dirección. Así ocurrió en la década de 1990, cuando el Gobierno de Corea del Sur se dio cuenta del enorme potencial de la tecnología de alta definición o HD. En ese momento, la industria electrónica estaba experimentando un cambio de los productos analógicos a los digitales, y Corea del Sur todavía era un gran productor de televisores analógicos. Para construir las competencias necesarias para pasar a los productos de alta definición, el Gobierno de Corea del Sur creó un comité dedicado a desarrollar conjuntamente la televisión de HD —formado por tres ministerios y más de una docena de empresas privadas, universidades e institutos de investigación gubernamentales— que dio lugar a la creación de un «gran consorcio de investigación». El consorcio, que estaba liderado por la Asociación de I+D Industrial de Vídeo de Corea, incluía al Instituto Tecnológico de Electrónica de Corea (KETI, por sus siglas en inglés), el Instituto de Tecnología Industrial de Corea (KITECH, por sus siglas en inglés), Samsung, LG, Hyundai, Daewoo Electronics y otras empresas privadas del sector. Con una financiación combinada de cien millones de dólares del Gobierno y el sector privado, se centró en la transferencia y absorción de tecnología procedente de Estados Unidos y Japón. El Gobierno coordinó el trabajo de las principales empresas para desarrollar normas para la televisión digital que estaba surgiendo en Estados Unidos, al mismo tiempo que fomentaba la competencia entre las empresas.[49] Mientras tanto, las compañías coreanas crearon grupos y centros de investigación en Estados Unidos que tenían una relación estrecha con universidades u otros institutos de investigación.[50] En octubre de 1993, después de que el consorcio presentara el primer prototipo para la transmisión y recepción de televisión digital, el Gobierno coreano pasó a apoyar la segunda fase del proyecto: la industrialización y comercialización de un nuevo prototipo. Dos años después, el consorcio empezó el desarrollo y miniaturización de los chips ASIC, y muchas empresas compitieron para hacerse con el contrato para fabricar el producto comercial final, que Samsung lanzó en 1998.[51]

			Por supuesto, no todas las estrategias de esta clase tienen éxito; forma parte del método de prueba y error. Pero a veces se confunde el hecho de escoger ganadores con que el Estado apoye a industrias en dificultades, por ejemplo cuando el Gobierno de Reino Unido intentó ayudar a la industria nacional del automóvil mediante la constitución de British Leyland en 1968, o a los astilleros con la creación de Upper Clyde Shipbuilders ese mismo año. Ninguna de estas empresas tuvo éxito. Pero escoger ganadores, en el sentido de apoyar lo que se consideran innovaciones, sectores y empresas del futuro, es bastante diferente de intentar mantener vivas industrias y empresas renqueantes. Y en el sentido estricto de seleccionar empresas ganadoras, los gobiernos, al igual que los capitalistas de riesgo, a veces ganan y a veces pierden. El mismo año en que el Gobierno de Estados Unidos concedió a Solyndra el crédito garantizado de 535 millones de dólares, le dio uno similar de 465 millones de dólares a Tesla, que ahora es un líder mundial de la revolución eléctrica que está transformando la industria automotriz. China es el mayor productor de lápices del mundo porque se propuso desarrollar una industria competitiva, no porque partiera con alguna ventaja competitiva tecnológica o en el suministro de grafito. Las empresas chinas de propiedad estatal invirtieron en tecnología y mano de obra, y el Gobierno proporcionó financiación barata, protección arancelaria a los productores nacionales, unas políticas de gestión de bosques laxas para mantener la madera barata y generosos subsidios de exportación.[52]

			Si el Gobierno va a actuar como inversor de primer recurso y dirigir la economía hacía unos objetivos concretos, como una revolución digital o la transición verde, por supuesto que tendrá que hacer apuestas y elegir ganadores. Pero debe escoger una dirección, y dentro de esa dirección adoptar una estrategia de cartera amplia. En otras palabras, no se trata de elegir una tecnología, un sector al azar (por lo general, los que más presionan) o incluso un tipo de empresa (pyme), sino una dirección que pueda fomentar y catalizar nuevas colaboraciones entre múltiples sectores y cuya consecuencia fundamental sea el crecimiento de las compañías que se comprometan con ella. En ese sentido, no se trata de elegir ganadores, sino a quienes están dispuestos.

			Si el Gobierno no hiciera apuestas, no tendríamos internet o Tesla. Sin embargo, la manera en que lo hace es importante. Si se lo juega todo a una carta, corre el peligro de elegir mal y perderlo todo. Pero si se comporta como un capitalista de riesgo y organiza sus inversiones como una cartera, entonces ese riesgo se reduce. De hecho, fue el interés de Obama en dirigir la economía hacia una transición verde lo que hizo que el DoE proporcionara créditos garantizados a Tesla, Solyndra y otras empresas verdes. El hecho de que una de ellas fracasara es normal; como constataría cualquier capitalista de riesgo, son necesarios muchos fracasos antes de que se produzca un éxito. El verdadero problema es la práctica de socializar los riesgos y privatizar las recompensas, al que volveremos en el capítulo 6.[53] El Gobierno rescató a la empresa fracasada (Solyndra), pero no obtuvo ventaja alguna de la que tuvo éxito (Tesla). Es más, los ciudadanos estadounidenses conocen el papel del Gobierno en el fracaso de Solyndra —del que se habló mucho en los medios—, pero no su papel en el éxito de Tesla, que se vendió como un logro del sector privado; lo cual reforzó el relato de que el Gobierno no debía intentar elegir ganadores.

			Vale la pena recordar, además, que de los fracasos se pueden aprender lecciones valiosas. Se ha argumentado, por ejemplo, que la nacionalización de British Leyland en 1975 —debida a que el fabricante de automóviles estaba al borde la quiebra— impidió el colapso de la industria automovilística británica y posibilitó el desarrollo futuro de un sector próspero. La nacionalización de Rolls-Royce en 1971 tuvo un resultado similar. Como uno de los principales fabricantes de motores aeronáuticos, ahora Rolls-Royce es esencial para la industria aeroespacial británica, «esa cosa rara, un sector de fabricación avanzada entre los mejores del mundo con sede en Reino Unido».[54] Y volviendo al Concorde, aunque ya no vuele, la inversión que se hizo en él dio lugar a una serie de fructíferas innovaciones secundarias en diferentes sectores: la alta resistencia al aire del vuelo supersónico obligó a los ingenieros a desarrollar sistemas de refrigeración novedosos en las alas y ventanas del Concorde y una nueva pintura que fuera el doble de reflectante para evitar el sobrecalentamiento.[55] El reto de hacer mediciones en los motores Olympus del Concorde llevó a sir David McMurtry a inventar la sonda de disparo por contacto, revolucionando así el campo de la medición por coordenadas, y a fundar Renishaw, una de las empresas de ingeniería más conocidas de Reino Unido.[56] Estos resultados indirectos no significan que la inversión del Concorde mereciera la pena, o que la relación calidad-precio fuera buena, pero deberían tenerse en cuenta en cualquier evaluación que se haga de esa inversión. Y aun así, no existe una forma adecuada de evaluar que considere eso.

			Sin embargo, la manera en que se ha enmarcado el debate es engañosa en un sentido mucho más importante, y eso resulta crucial. El fallo de mercado supone que los bienes o mercados privados «puros» pueden existir con independencia de la acción pública o colectiva: se puede crear valor en el sector privado al margen del Gobierno. Este punto de vista tan habitual tiene el efecto sutil e insidioso de constreñir a los empleados públicos con una ideología según la cual pueden hacer el bien y el mal con la misma facilidad, además de minar su confianza en su capacidad de crear valor público. Se supone que los funcionarios implementan las políticas gubernamentales al mismo tiempo que le dicen la verdad al poder. Pero si las funciones del Gobierno están muy limitadas, y los empleados públicos no tienen libertad para descubrir lo que funciona, es probable que se vuelvan cautelosos y que la ambición de la Administración se reduzca. El ethos y la creatividad se ven aplastados. A un Gobierno que carezca de imaginación le resultará más difícil crear valor público.

			En realidad, el valor surge de la interacción entre los sectores público y privado y la sociedad civil. En una ocasión, Warren Buffett dijo —con razón— que «la sociedad es responsable de un porcentaje muy significativo de lo que he ganado».[57] De hecho, el mercado y la propia economía pueden ser considerados un resultado de las interacciones entre estos sectores. Las políticas del Gobierno no son solo una «intervención». Ayudan a conformar los mercados, como hacen otras muchas instituciones dentro de los sectores público y privado y también entre ellos: reguladores, sindicatos, grupos de presión empresariales, etc. La acción gubernamental puede ser una condición previa para que otros se involucren en el cambiante panorama económico. Más que eso, el Gobierno puede crear conjuntamente valor con las empresas y la sociedad civil de manera activa.

			 

			 

			En conjunto, estos cinco mitos podrían hacer creer que cuanto más pequeño sea un Gobierno, mejor. De modo que, en lugar de pensar en cómo el Gobierno puede ayudar a crear valor público y construir las competencias para hacerlo, la mayor parte del debate político contemporáneo sobre él gira en torno a su tamaño (mal definido, y muchas veces medido como el gasto gubernamental como porcentaje del PIB) y su presupuesto. Con mucha menor frecuencia se habla de habilidades y recursos no económicos como la formación, el conocimiento, las redes y el acceso a la experiencia. Estos no tienen relación alguna con el tamaño del Gobierno u otra organización, pero están muy asociados a la eficiencia real. Y el Gobierno necesita competencias en muchos niveles, desde lo más alto del sistema político a los gobiernos locales y las agencias especializadas.

			Lo importante son las inversiones que el Gobierno hace internamente —siendo innovador en su forma de operar— y externamente en la economía, en ámbitos que conducen a un crecimiento de la productividad a largo plazo. En Europa, los países con una ratio mayor entre la deuda y el PIB —que en el 2019 fueron Grecia, Italia y Portugal— son también los que no han hecho las inversiones necesarias en la economía, por ejemplo en I+D, educación, agencias de innovación e instituciones financieras públicas dinámicas.[58]

			Así, la NGP anima al Gobierno a ocupar el menor espacio posible. Pero, como se ha señalado antes, esto ha dado paso a la externalización y a la privatización. En lugar de ir a la Luna, parece que en las últimas décadas al Gobierno lo hayan estado mareando.
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			Una misión posible 
Qué hace falta para alcanzar nuestras ambiciones más audaces
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LAS LECCIONES DEL PROYECTO APOLO: UNA GUÍA MOONSHOT PARA EL CAMBIO

			 

			 

			 

			 

			 

			¿De verdad los gobiernos funcionan como predica la teoría económica, es decir, corrigiendo los mercados y apartándose luego para que el sector privado innove y cree valor? Aquí se produce una yuxtaposición interesante. Por un lado, existe una profecía autocumplida: tenemos las organizaciones gubernamentales que creemos que son posibles. Si la formación de los empleados públicos les hace creer que, en el mejor de los casos, los gobiernos pueden corregir problemas y que el fallo de Gobierno es aún peor que el fallo de mercado, no es sorprendente que acabemos con organizaciones públicas tímidas, reacias a asumir riesgos, que ceden ante la presión de favorecer a las empresas y que, con el tiempo, reducen su propia capacidad de crear valor. Por el otro, hay muchos ejemplos de gobiernos que se comportan de manera bastante diferente, que invierten en capacidad interna y trabajan de una manera dinámica y proactiva, facilitando un cambio de dirección en la economía y la sociedad. De las políticas del New Deal del presidente estadounidense Franklin Delano Roosevelt durante la depresión a la coordinación de la transformación industrial en la Segunda Guerra Mundial y la financiación actual de proyectos que impulsan a algunas ciudades del planeta en una dirección sostenible, hay muchos ejemplos que podrían —si no se desbaratan— recordarnos lo que significa un Gobierno guiado por la ambición.

			La aspiración del Gobierno debería ser provocar reacciones catalíticas en toda la sociedad, una parte importante de las cuales se traducirían en actuar como un socio mejor para las empresas: ayudando a dirigir el cambio para hacer frente a los desafíos que plantea la sociedad, ofreciendo recompensas claras a las empresas que estén dispuestas a ayudar a «hacerlo realidad» y aportando las primeras inversiones de alto riesgo que las empresas suelen rehuir. Al asumir esos riesgos, el Gobierno sería reconocido como un inversor activo —no como un mero prestamista de último recurso— y se ganaría el apoyo público necesario para compartir las recompensas.

			Esto no es un deseo ilusorio. Ya ha sucedido con anterioridad. La forma en que el Gobierno dirigió el programa Apolo difícilmente podría ser más diferente de la idea convencional sobre el papel que debe tener la Administración en la economía, que nos deja mal preparados para abordar los mayores desafíos de nuestro tiempo. El sector público se fijó un objetivo que hasta entonces nadie, más allá de los escritores de ciencia ficción, los visionarios y unos pocos científicos, había contemplado. Lo hizo con sentido de urgencia, con el objetivo claro y ambicioso de lograr algo verdaderamente extraordinario: poner un hombre en la Luna y traerlo de vuelta de forma segura en un plazo fijo y muy estricto. Entre los atributos clave del programa Apolo destacan seis: 1) una visión imbuida de un fuerte sentido de propósito; 2) la asunción de riesgos y la innovación; 3) el dinamismo organizativo; 4) la colaboración y los resultados indirectos en múltiples sectores; 5) un horizonte a largo plazo y un presupuesto centrado en los resultados; 6) una asociación dinámica entre los sectores público y privado. Si se aumenta su escala y se aprenden las lecciones aplicables a medidas políticas, estos pueden convertirse en los principios rectores de un nuevo tipo de economía política orientada a los desafíos.

			Este capítulo examina el programa Apolo como ejemplo de una proeza extraordinaria: un Gobierno que se aparta del papel que le asigna la mera corrección de los mercados y desempeña otro en el que los conforma. Analiza cómo, para llegar a la Luna, el Gobierno tuvo que liberarse de las convenciones que limitaban sus actividades (de manera similar a como hoy en día las teorías dominantes expuestas en el capítulo anterior constriñen a los gobiernos) y se pregunta qué puede aprenderse si ampliamos la escala de ese tipo de pensamiento y acciones audaces. Después, el capítulo 5 considerará cómo pueden aplicarse estos principios a los retos de la sociedad en todo el mundo, como los encarnados en los ODS de Naciones Unidas y las políticas del Nuevo Pacto Verde.

			 

			 

			LIDERAZGO: VISIÓN Y PROPÓSITO

			 

			El aterrizaje en la Luna fue consecuencia de la rivalidad con la Unión Soviética durante la Guerra Fría: el deseo de vencer a los rusos impulsó una de las hazañas más innovadoras en la historia de la humanidad. Pero lo que posibilitó que esa proeza se llevara a cabo y tuviera éxito fue el liderazgo de un Gobierno que tenía una visión, asumió riesgos para lograrla, invirtió dinero y demostró su compromiso y colaboró ampliamente con organizaciones dispuestas a ayudar. Pero la consecuencia de la decisión de Kennedy fue mucho más allá de la rivalidad con una potencia enemiga: elevó la mirada de los humanos para que pudieran vislumbrar los resultados que son capaces de conseguir.

			El Apolo 11 —la primera misión del programa Apolo que aterrizó en la Luna— afectó mucho a la sociedad. Personas de todo el mundo depositaron sus esperanzas y temores en su éxito, creando un vínculo y un sentido de compromiso que iban mucho más allá de la tecnología y el proyecto. Inspiró en los niños el sueño de convertirse en astronautas, revitalizando la ciencia, la tecnología, la ingeniería y las matemáticas en las escuelas. Para el personal de la NASA no fue diferente. Se dice que, en una visita al Centro Espacial de la NASA en 1962, Kennedy se encontró con un conserje. Le preguntó al hombre qué estaba haciendo. El conserje, como es sabido, respondió: «Bueno, señor presidente, estoy ayudando a llevar a un hombre a la Luna».

			Kennedy entendía la importancia del relato público. La innovación y la comercialización de las ideas no suceden porque uno quiera: ocurren mientras se resuelven problemas mayores. El Apolo fue un ejemplo de lo que se puede hacer si la ambición es inspiradora y concreta. Kennedy admitió que el presupuesto del programa Apolo sería enorme para los estándares de la época. Pero en su famoso discurso en la Universidad Rice, sostuvo que los beneficios harían que valiera la pena cada centavo gastado:

			 

			El desarrollo de nuestra ciencia y nuestra educación se enriquecerá gracias al nuevo conocimiento sobre el universo y el medioambiente, a nuevas técnicas de aprendizaje, mapeo y observación, a nuevas herramientas y ordenadores para la industria, la medicina, tanto en el hogar como la escuela […]. Y por último, el propio trabajo espacial, aunque está todavía en sus inicios, ya ha creado un número importante de empresas nuevas y decenas de miles de nuevos puestos de trabajo. El espacio y las industrias relacionadas generan nuevas demandas de inversión y de personal cualificado […]. Lo que una vez fue el asentamiento más lejano en la vieja frontera del Oeste será el asentamiento más lejano en la nueva frontera de la ciencia y el espacio.[1]

			 

			Era algo más que una visión inspiradora, aunque eso fuese importante. Estableció, además, un propósito.

			Aun así, el Apolo no estuvo exento de controversia. Despertó escepticismo y desaprobación en algunas personas. El 15 de julio de 1969, Ralph Abernathy, sucesor del asesinado Martin Luther King y líder de la Conferencia para el Liderazgo Cristiano del Sur, habló en un mitin en cabo Cañaveral (entonces cabo Kennedy), Florida, y dijo: «A partir de hoy podremos ir a Marte y a Júpiter e incluso a cielos más lejanos, pero mientras el racismo, la pobreza, el hambre y la guerra imperen en la Tierra, nosotros, como nación civilizada, habremos fracasado».[2] Poco después, el cantante de blues Gil Scott-Heron lanzó la canción «Whitey on the Moon», en la que expresaba la persistencia de la desigualdad racial en Estados Unidos en medio de la obsesión nacional con una proeza tecnológica. Escribió:

			 

			Una rata mordió a mi hermana Nell

			(con los blancuchos en la Luna).

			Su cara y sus brazos empezaron a hincharse

			(y los blancuchos en la Luna).

			No puedo pagar la factura del médico

			(pero los blancuchos en la Luna).

			Dentro de diez años seguiré pagándola

			(y mientras los blancuchos en la Luna).

			 

			La visión y el propósito no pueden imponerse. Requieren carisma por parte de los líderes, pero también un compromiso real con la sociedad; ambos a través de los medios de comunicación y de un debate genuino. El hecho de que John F. Kennedy y Martin Luther King murieran asesinados en la misma década nos dice mucho de a qué se enfrentaban los líderes carismáticos en la década de 1960 en Estados Unidos. Y las misiones actuales que implican factores sociales, conductuales y políticos —como los relacionados con la lucha contra el cambio climático— exigen un compromiso ciudadano mucho más dinámico que el que necesitan las misiones exclusivamente tecnológicas. Por supuesto, requieren una visión e inspiración tan audaces como la del aterrizaje en la Luna, pero también un compromiso mucho mayor con los ciudadanos en lo que respecta a «quién» define la misión y cómo se logra.

			De hecho, es crucial recordar que el proyecto Apolo fue una parte intrínseca de la Guerra Fría. Como la población occidental consideraba que su seguridad dependía de armas tecnológicamente avanzadas, ir a la Luna era una manera de usar una cantidad enorme de dinero público que estaba justificada. Las misiones relacionadas con el calentamiento global estarán justificadas si la dirección de la protección medioambiental se acepta socialmente. Las direcciones deben formar parte de un consenso social que luego justifique tanto las políticas como las misiones.

			 

			 

			INNOVACIÓN: ASUNCIÓN DE RIESGOS Y EXPERIMENTACIÓN

			 

			El programa Apolo ha sido uno de los proyectos más arriesgados del sector público en los últimos cien años e implicó una gran experimentación. Cuando Kennedy dio su discurso, la NASA tenía poco más que el motor F-1 diseñado originalmente por Rocketdyne, un contratista de las Fuerzas Aéreas de Estados Unidos, para satélites de reconocimiento de carga pesada. El gigantesco cohete Saturno V se estaba desarrollando; la potencia de los ordenadores era insuficiente. Sobre todo, no existía siquiera un plan para llegar a la Luna. Así que la NASA tuvo que darse prisa para encontrar la mejor forma de ir allí y volver.

			Consideró tres opciones: 1) el ascenso directo, en el que un único cohete enorme llevaría a los astronautas a la Luna, se posaría allí y los traería de vuelta, tal como describen los escritores y las películas de ciencia ficción; 2) el encuentro en órbita terrestre (EOR, por sus siglas en inglés), en el que participarían dos cohetes que, tras encontrarse y acoplarse en la órbita terrestre, montarían un vehículo lunar a partir de los componentes que habían llevado y enviarían ese vehículo directamente a la Luna; 3) el encuentro en órbita lunar (LOR, por sus siglas en inglés), en el que un único cohete llevaría al espacio tres vehículos: un módulo de mando, un módulo de servicio (con el combustible) y un módulo de aterrizaje lunar.[3] En concreto, el LOR se refería al módulo de aterrizaje lunar que se separaba de los módulos de mando y servicio para llevar a los astronautas a la superficie lunar y luego reunir esos módulos, que habían estado orbitando la Luna y que llevarían de vuelta a los astronautas a la tierra. Con el tiempo, después de mucho debate, se eligió la última opción como la solución más factible, aunque todavía no se había probado e implicaba muchos riesgos. No solo fue una decisión valiente. Tal vez fue la más importante para el éxito final de la misión.

			Por desgracia, la magnitud del riesgo se hizo evidente en 1967 con el desastre del Apolo 1. Tres astronautas —Roger Chaffee, Gus Grissom y Ed White— murieron durante un ensayo en la cabina del módulo de mando y servicio (CSM, por sus siglas en inglés), la nave nodriza que iba a llevarlos por el espacio, orbitar la Luna y traerles de vuelta. El cohete Saturno V no tenía combustible, por lo que se pensó que el riesgo de incendio era pequeño. Pero una chispa eléctrica procedente de un cableado dañado provocó que el oxígeno puro y el material de nailon de la cabina que se encontraba en la parte superior del cohete se incendiaran. Hubo además problemas técnicos con fugas de refrigerante, fallos en el sistema de soporte vital y averías en las radios. La presión interna impidió que se abriera la escotilla y los tres astronautas se quemaron vivos en el módulo.

			Para llevar a cabo la misión Apolo, hubo que resolver cientos de problemas complejos. Algunas soluciones funcionaron, muchas fallaron. Todas fueron el resultado de una estrecha colaboración entre Gobierno y empresas: una asociación con un propósito. Se necesitó un enorme avance en la potencia de los cohetes. También fue imprescindible la innovación en sectores relativamente nuevos como la electrónica, la propulsión para la navegación, el soporte vital, las comunicaciones y los sistemas de control de vuelo, y en otros más antiguos como los de los textiles, los materiales y la nutrición. Pero lejos de temer al fracaso, la experimentación y la exploración fueron bienvenidas y estimuladas mediante el uso de herramientas y palancas gubernamentales como la política de contratación con base en los objetivos.

			La innovación orientada por misiones implica tanto investigación básica como la combinación de las tecnologías existentes de nuevas formas con el fin de lograr una tarea. Esto, junto con una gestión de proyectos activa y plazos ambiciosos, aceleró la innovación para el programa Apolo. La misión no habría funcionado sin una base preexistente de invenciones, derivadas de una ciencia motivada por la curiosidad y sin objetivos concretos. Las propias políticas fueron innovadoras, y a menudo proporcionaron financiación sin condiciones a grupos técnicos de varios centros de la NASA y a contratistas externos de I+D, además de una orientación general de lo que tenían que producir. Esto permitió que surgieran importantes soluciones innovadoras, derivadas de una forma de pensar libre, a diferencia de lo que hubiera implicado una autoridad central severa que dictara las soluciones a los equipos técnicos.[4] En otras palabras, existía un sólido sistema de innovación subyacente.

			Durante la misión del Apolo 11 hubo momentos de infarto. Los hombres y las mujeres del centro de control eran jóvenes, valientes, estaban bien preparados y trabajaban día y noche. Guiaron a Neil Armstrong, el comandante de la misión y primer hombre en pisar la Luna, y a Buzz Aldrin en el Eagle, el módulo de excursión lunar (LEM, por sus siglas en inglés) que llevó a los astronautas desde el CSM a la superficie lunar y de vuelta. Los circuitos de comunicación procedentes de la sala de control de la misión generaban varias órdenes a la vez, debido a la necesidad de contar con lecturas precisas y constantes. ¿Qué dicen los datos? El joven personal tuvo que tomar decisiones en el momento. La resolución de problemas complejos era continua.

			Al guiar a Armstrong y Aldrin durante el descenso en el Eagle, el equipo de control de la misión siempre podía hacer una elección binaria: aterrizar o abortar. Si las cosas iban mal, el terrible resultado involuntario era la colisión. La elección decisiva —posiblemente fatal— era sencilla, pero derivaba de miles de datos individuales. Y los datos podían producir situaciones muy dramáticas. El famoso error P64 se produjo en un momento crucial del descenso a la superficie de la Luna, cuando en la pantalla del ordenador del Eagle apareció en rojo el inesperado código de error 1202. John Garman, un ingeniero de veintitrés años, lo identificó en una lista escrita que había recopilado, según la cual el ordenador estaba sobrecargado. No sugería que el Eagle se hubiera desviado de su curso. En menos de veintisiete segundos, la cadena de mando decidió: «Sobre esa alarma, SEGUIMOS».[5] El Eagle aterrizó de forma segura.

			Una lección valiosa del Apolo y otras misiones es la importancia de asumir riesgos y adaptarse a la información y las circunstancias nuevas. Como la innovación se produce mediante prueba y error, el miedo al fracaso reprime la innovación y el aprendizaje. Robert H. Goddard, el padre de la ingeniería espacial moderna, experimentó durante años antes de conseguir algún logro. Ya entonces, según los criterios actuales, todos sus cohetes fracasaron, porque la altura máxima que alcanzaron fue de 2,6 kilómetros. Las sumas de dinero que gastaba Goddard eran relativamente pequeñas, pero podría haberse rendido. En cambio, consideró cada «fracaso» como un éxito en el camino hacia la meta de demostrar que los cohetes podían funcionar. 

			En la sala de control de la misión, la edad media era de veintiséis años. Trabajar para una agencia gubernamental era atractivo porque además de estar motivada por un propósito, en ella se alentaba la asunción de riesgos. Lejos de ser una burocracia aburrida, la NASA era el lugar más emocionante en el que se podía estar.

			 

			 

			CAMBIO ORGANIZATIVO: AGILIDAD Y FLEXIBILIDAD

			 

			La asunción de riesgos en las organizaciones se puede fomentar o dificultar. Nos hemos acostumbrado a la idea de que las burocracias son lentas, pero la verdadera cuestión no es si una burocracia debería existir, sino cómo convertirla en una organización dinámica impulsada por la creatividad y la experimentación. En la NASA, como en muchas otras instituciones grandes, los trámites y la mala comunicación entre departamentos eran habituales. Wernher von Braun, director del Centro Marshall de vuelos espaciales, dijo: «Podemos vencer a la gravedad, pero a veces el papeleo es abrumador». Al final, el éxito de la NASA se debió a su habilidad para, con el tiempo, desarrollar una estructura burocrática más ágil, en la que los altos funcionarios de la agencia anunciaban los objetivos, pero luego delegaban el trabajo duro y la asunción de riesgos en los centros y las oficinas del programa: una gestión de arriba abajo con una ejecución de proyectos y una asunción de riesgos descentralizadas.[6] Pero construir eso llevó tiempo.

			En aquel fatídico día de 1967, mientras se preparaba para el lanzamiento de prueba del Apolo 1, Gus Grissom estaba frustrado por la falta de comunicación entre las diferentes partes de la NASA. La mala conexión entre la base y la nave espacial hacía que él y sus compañeros astronautas no pudieran entender lo que se decía, a pesar de que ambos estaban a cien metros del centro de control de la plataforma de lanzamiento. Gritó exasperado: «¡Dios, ¿cómo vamos a llegar a la Luna si no podemos hablar a dos o tres edificios de distancia?!». Un par de horas más tarde, él, Chaffee y White estaban muertos.

			Los defectos que luego se averiguó que habían causado el fuego en el Apolo 1 no solo fueron el resultado de una comunicación deficiente entre los diferentes departamentos y partes del programa espacial, sino, como hemos visto, de problemas técnicos. Llegar a la Luna iba a exigir una renovación completa de la gestión y la organización, que permitiría una comunicación y colaboración más directa entre los astronautas, los diseñadores, los ingenieros y el control de la misión. La necesidad de combatir los «silos» departamentales nunca había sido mayor.

			En 1963, George Mueller, un ambicioso ingeniero eléctrico, llegó a la NASA procedente de Bell Labs para dirigir su Oficina de Vuelos Espaciales Tripulados, un puesto que ocupó hasta 1969. Se encontró con que, cuando habían pasado dos años de una misión que duraba diez, la NASA estaba dividida en silos y las comunicaciones eran deficientes. Los edificios y departamentos de la organización, que crecía con rapidez, no hablaban entre sí. El número de personas que participaron en los programas Mercurio (1958-1963) y Géminis (1962-1966) —los que pusieron astronautas en la órbita de la Tierra— no pasó de trescientas o cuatrocientas, una cantidad totalmente manejable. En el apogeo del programa Apolo (1960-1972) participaron, en la práctica, más de trescientas mil personas, procedentes sobre todo de veinte mil contratistas y doscientas universidades de ochenta países, así como de la propia NASA. Esto planteó un enorme reto de gestión para la Agencia.

			Un ejemplo de la escala del desafío fue el desarrollo del CSM. La NASA le había dado a la empresa que iba a construirlo, que entonces se llamaba North American Aviation, unas especificaciones claras para el módulo; era su primera nave espacial. En 1964, George Abbey, ingeniero de sistemas de la NASA, visitó North American Aviation para verificar los avances. Se encontró un caos. El director de la empresa apenas sabía nada del proyecto. Sus grupos de ingenieros y la planificación no estaban bien coordinados y empezaban a estar cada vez más agobiados por la presión del tiempo. El equipo a cargo estaba enfadado porque durante meses no habían sido capaces de llegar a un acuerdo con la NASA sobre el diseño del módulo. Problemas similares afectaban al desarrollo de la segunda fase del Saturno V, de la que North American Aviation también era contratista.

			Mueller, entre otros, pensaba que la deficiente comunicación era el peor obstáculo para la gestión de la NASA. Se dispuso a remediar el problema con determinación y, de paso, transformó la organización. Muller era un entusiasta defensor de la «gestión de sistemas», que definía como «una estructura para visualizar todos los factores implicados como un todo integrado, de igual manera que la ingeniería de sistemas visualiza todos los aspectos físicos de un problema». En realidad, dijo, es aplicar la ingeniería de sistemas a la gestión y permite al gestor del sistema «reconocer la naturaleza de la interacción de procedimientos complejos antes de que se conviertan en problemas». En Estados Unidos, la ingeniería de sistemas, cuyos orígenes se remontan a principios del siglo XX, se había aplicado a proyectos como la fabricación del misil balístico intercontinental Minuteman. El concepto puede definirse como el hecho de considerar el diseño del conjunto en lugar del de las partes. Es, por naturaleza, interdisciplinario; una cualidad vital para la NASA. «Requiere que entiendas de verdad todas las fuerzas que se ejercen sobre un sistema particular y tienes que tener en cuenta “cualquier cosa” o si no el sistema no funcionará de la manera que se supone que debe», dijo Mueller.[7]

			El objetivo era gestionar el proyecto a partir de la comprensión general de todo el sistema, de modo que los elementos complejos fueran integrados de manera apropiada. Muchos de los problemas de la NASA provenían del fracaso de la integración y el rompecabezas de cómo asegurar que los elementos del programa —también los componentes físicos, como las piezas— encajaran desde el punto de vista técnico y estuvieran a tiempo para cuando se los necesitara. La integración del sistema exigía conectar equipos y especialidades dispares (contratistas, científicos, ingenieros, militares, gestores) y desarrollar una comprensión de conjunto en toda la organización.

			Para lograrlo, se reformó todo el sistema de gestión, incluidas la planificación, la documentación, la inspección y la evaluación, para coordinar los esfuerzos de equipos interdisciplinares muy grandes. Mueller introdujo una nueva función de gestión cuyo principal propósito era mejorar de manera radical las comunicaciones dentro de la NASA. Puso en marcha un sistema de «gestión matricial» según el cual los responsables de los cinco centros de la NASA (control de programa, ingeniería de sistemas, evaluación, fiabilidad y operaciones de vuelo) le informaban directamente a él y los equipos de esos centros informaban tanto a Mueller como a sus superiores directos. A diversos equipos de diferentes centros se les pidió que se comunicaran con sus homólogos en otros centros y equipos. El resultado de esta estructura de «cinco cajas» fue que los cinco equipos de la sede central tuvieron estructuras similares y se les animó a establecer una intensa comunicación interdepartamental. Un solo individuo era el responsable explícito de cada área clave y de comunicar el conocimiento aprendido. Al final, la NASA fue capaz de combinar la planificación y el control centralizados con una ejecución de proyectos descentralizada.

			Mueller extendió este principio a los contratistas de la NASA. Se les animó a trabajar en las instalaciones de la NASA para que pudieran tener una visión general del proyecto. Se celebraban reuniones periódicas entre la NASA y los directores ejecutivos de los contratistas, y entre los expertos de la NASA y sus homólogos en el lado de los contratistas. Mueller cultivó el contacto personal con los directores ejecutivos, visitó sus plantas y, a veces, pronunció discursos en ellas. Intentó llegar a un punto en el que pudiera llamar al director ejecutivo en persona y preguntarle qué había pasado con una pieza concreta del equipamiento. Al mismo tiempo, rehízo los contratos de la NASA con los proveedores para incentivarles a que cumplieran los plazos fijados; algo fundamental para que el deseo de Kennedy se hiciera realidad. La reescritura de los contratos también obligó a los ingenieros de la NASA a concentrarse en lo que realmente necesitaban. Además, Mueller dividió partes del proyecto en paquetes más pequeños, cada uno dirigido por su propio gestor, como las comunicaciones entre los astronautas y el control de la misión o el diseño del propio LEM. Esta organización más dinámica tuvo tanto éxito que las empresas la copiaron: Boeing usó la idea para desarrollar el 747, que también voló por primera vez en 1969.

			Aunque existía una cadena de mando clara, las comunicaciones se volvieron al mismo tiempo más horizontales y más verticales. La información fluía entre los proyectos y de arriba abajo en la jerarquía de gestión. Surgió una mentalidad que abrazó la disposición a resolver problemas complejos con muchas incógnitas y la necesidad de hacerlo, a menudo, con prisa y bajo presión. La simulación y la experimentación derivaron en un aprendizaje continuo mediante la práctica. La comunicación entre las distintas funciones se volvió dinámica: se adaptó a las circunstancias cambiantes. La NASA al completo fue capaz de comunicarse de manera mucho más eficaz que las organizaciones tradicionales que trabajan en silos, como había sido hasta entonces su caso, de modo que «todos entendiéramos lo que estaba pasando en todo el programa […]. Las comunicaciones a un nivel que es libre y fácil y no está limitado por el hecho de que eres el jefe […]. [Este fue] el secreto del éxito del programa, pues muchos programas fracasan porque no todo el mundo sabe lo que se supone que debe hacer», dijo Mueller.[8]

			Sin duda, las reformas de Mueller resultaron decisivas para el triunfo del programa Apolo. Aun así, no todo fue pan comido. Los astronautas que habían empezado las primeras pruebas en el CSM se quejaron en privado de que había serios problemas con el diseño y el acabado. En los primeros años del programa espacial tripulado, entre 1961 y 1967, la NASA había llevado a cabo numerosos vuelos con éxito e invirtió enormes recursos en los programas Mercurio y Géminis. Pero había dedicado tanta atención a estos primeros viajes tripulados que el diseño y la construcción de los vehículos que llevarían al hombre a la Luna se habían descuidado. El desastre del Apolo 1 confirmó trágicamente los temores de los astronautas y puso en riesgo todo el programa.

			Tanto los astronautas como los pilotos de pruebas aceptaban que era posible que sucediera una catástrofe durante una misión, pero perder a gente en tierra durante un ensayo de lanzamiento era una condena a todo el programa. El aprendizaje rápido era esencial. Después del incendio en el Apolo 1, Gene Kranz, (segundo) director de vuelo de la NASA para los programas Géminis y Apolo, llegó a la conclusión de que había problemas importantes que no se habían abordado de manera decisiva, a pesar de los esfuerzos de Mueller. Después del desastre, en un discurso contundente, lanzó a su personal un grito de guerra y explicó directa y honestamente lo que significaba ser competente. Su mensaje principal fue que cada individuo tenía que hacerse responsable de los diferentes sistemas y procedimientos que no habían funcionado. Los vuelos espaciales estaban llenos de peligros y la única opción aceptable era el compromiso total de hacer el mejor trabajo posible. Pero había otro mensaje. La gente no decía: «Esto no está bien. Suspendámoslo». Kranz hizo que cada miembro del equipo de control escribiera en la parte superior de la pizarra de su oficina: «Duro y competente». El eslogan no se borraría hasta que la NASA pusiera a un hombre en la Luna.[9] Al igual que los sistemas mecánicos, los sistemas de gestión necesitan un mantenimiento constante.

			Después de una investigación detallada que duró seis meses, el módulo se rediseñó. Los siguientes veintiún meses fueron testigos de un arranque de vigor y energía renovados. Se canceló el Apolo 2 y otros vuelos de prueba fueron aplazados, mientras la NASA trataba de verificar que las mejoras estaban funcionando. En octubre de 1968, el Apolo 7 voló por primera vez, con el módulo de mando rediseñado, y el éxito fue casi completo. Apenas un mes después, la organización tomó su decisión más osada hasta la fecha y lanzó el Apolo 8, la primera misión tripulada que abandonó la gravedad terrestre. La NASA volvía a cumplir el calendario.

			La manera en que la NASA trató de resolver las crisis, así como la reforma de su gestión, demuestran que son las organizaciones y las personas dispuestas a participar y experimentar las que encuentran soluciones, y que no sirve escoger de antemano soluciones que en teoría son buenas y tratar de hacerlas funcionar. Experimentar con una cartera de diferentes soluciones a un problema puede compararse con la clásica diversificación del riesgo: evita jugárselo todo a una sola carta, que implica el peligro de llegar a una solución única demasiado pronto.

			El papel de la dirección es identificar la información esencial y asegurarse de que llega a la gente adecuada; también es reajustar constantemente el problema, en un proceso de comunicación en el que la información fluye libremente, de manera ascendente y descendente en la jerarquía y entre departamentos. El personal de las agencias de implementación puede combinar los resultados de los proyectos de la cartera para ver qué funciona mejor. Por lo tanto, las misiones necesitan libertad para determinar cómo se asignan los recursos entre los proyectos y en ellos, así como para decidir sobre los hitos de progreso y los objetivos técnicos durante la vida del proyecto.

			Dirigir un sistema de innovación orientado por misiones requiere un liderazgo que —como el de la NASA— fomente la asunción de riesgos y la adaptación, y que sea capaz de atraer el mejor talento. Es importante que las agencias que llevan a cabo misiones tengan la suficiente autonomía para correr riesgos sin que su autoridad se vea cuestionada. La autonomía también permite la flexibilidad organizativa necesaria para que un cuerpo orientado por misiones responda con rapidez a las condiciones cambiantes y al desarrollo de tecnologías innovadoras. Facilitar la autonomía en los pagos ayuda a que las agencias contraten a los mejores profesionales con capacidades para gestionar misiones complejas en red. Con esta combinación de autonomía, flexibilidad y apoyo de las altas esferas del Gobierno, las agencias de implementación pueden empoderar a su personal para que acepte los riesgos inherentes y siga adelante con los proyectos que surjan para llevar a cabo la misión, al mismo tiempo que cierran el grifo de la financiación a aquellos que resulten menos prometedores.

			La asunción de riesgos y el aprendizaje en el Gobierno exige trabajar fuera de los silos habituales, además de coordinar políticas de distintos campos y encontrar las sinergias que conviertan los elementos de cooperación en un todo mayor que la suma de las partes. Es fácil que una misión abarque ministerios, departamentos y organismos gubernamentales regionales y locales, pero cuanto mayor sea la necesidad de una transformación organizativa, más difícil será lograrla. Es la «paradoja de la complejidad» de las políticas públicas modernas: cuanto más complejos son los asuntos de una política, más se compartimenta su elaboración, dividiéndose entre diferentes departamentos e iniciativas gubernamentales, que a veces compiten entre sí.[10] 

			Además, las estructuras organizativas complejas con procesos rígidos y formales pueden limitar el flujo de información, reducir la amplitud de miras y restringir la creatividad. Romper los silos significa establecer una relación más horizontal entre los departamentos, como hizo Mueller. Por ejemplo, una misión para abordar la contaminación del aire tendría que trabajar con todos los departamentos competentes, como los de energía, medioambiente, transporte, sanidad y finanzas. Cada departamento sigue siendo responsable de su contribución, pero las sinergias surgen de la coordinación desde las altas esferas del Gobierno, al mismo tiempo que se estimula la innovación desde abajo, como se ha descrito antes. La innovación organizativa es a la vez un propulsor necesario para las misiones y su resultado.[11]

			La descentralización de la NASA y la delegación de autoridad en laboratorios como el Laboratorio de Propulsión a Chorro (JPL, por sus siglas en inglés), una parte de Caltech, el Instituto de Tecnología de California, en Pasadena, fueron clave para su éxito. También lo fue su capacidad para evitar los habituales procedimientos burocráticos. Como analiza Arnold Levine en su estudio sobre la gestión interna de la NASA, la capacidad de «negociar contratos hasta una cantidad especificada, transferir fondos entre programas, empezar nuevos trabajos de investigación sin tener que pedir autorización específica, cambiar a los trabajadores de una división a otra, etc., resultó vital para su dinamismo y rapidez. La estrategia de la dirección fue dar a los centros lo que necesitaban para hacer el trabajo, pero no tanto como para que su tarea perdiera relevancia para la misión de la agencia».[12] Además, las prácticas dinámicas de contratación pública y recursos humanos permitieron a la NASA atraer talento y contratar a las empresas más innovadoras. Como escribe Levine:

			 

			Otro elemento en el éxito de la organización de la NASA fue la flexibilidad: flexibilidad para que el administrador designara a cargos excepcionales, concediera importantes contratos de I+D sin licitación, revisara las asignaciones de financiación e hiciera transferencias entre ellas, ideara y pusiera en práctica un examen de admisión a medida, etc. Ejemplos como estos representan la flexibilidad dentro del sistema, no un alejamiento de este; las desviaciones de la norma estaban permitidas por el Congreso, la Oficina de Presupuesto y la Comisión de Servicio Civil. Esta flexibilidad permitió el «movimiento libre de las articulaciones» sin el cual aparecería el rigor mortis institucional. Por ejemplo, el uso de cargos excepcionales sirvió no solo para retener a los empleados en la organización, sino para atraer sangre nueva y exponer a la NASA a influencias externas.[13]

			 

			En 1958, el mismo año en que se fundó la NASA, el Gobierno de Estados Unidos creo la DARPA, la agencia de innovación del Departamento de Defensa, conocida sobre todo por su inversión en lo que sería ARPANET, la precursora del internet actual. Ambas fueron el resultado de las inversiones de la Guerra Fría. Y, al igual que la NASA, las características clave de la DARPA son su flexibilidad organizativa, que incluye la independencia del Gobierno, una organización interna plana, la contratación al margen de los procesos gubernamentales estándares y los contratos flexibles.[14] La organización fomenta el diseño de abajo arriba, lo que significa que este se deja en manos de gente como los directores de programa. Permite la discrecionalidad en la elección de proyectos y proporciona una gestión de proyectos activa. Y, de hecho, sin la DARPA no habría internet para impulsar las innovaciones del siglo xxi. Un mejor entendimiento de las estructuras organizativas que han alentado la resolución de problemas, la asunción de riesgos y la colaboración horizontal es, pues, fundamental para comprender la oleada de cambios radicales futuros.

			 

			 

			RESULTADOS INDIRECTOS: SERENDIPIA Y COLABORACIÓN

			 

			A menudo, los éxitos de las organizaciones que corren riesgos y se fijan grandes metas no pueden predecirse. Muchas veces la innovación se caracteriza por resultados indirectos imprevisibles: la búsqueda de una cosa lleva al descubrimiento de otra, y los beneficios tecnológicos no esperados de la I+D pueden generar muchas ganancias de gestión, sociales y económicas. Por ejemplo, en un principio la viagra pretendía tratar problemas cardiacos y luego se descubrió que tenía otra aplicación. La mejor manera de estimular la innovación es permitir la serendipia, de modo que se sigan múltiples caminos, produciendo avances en ámbitos desconocidos. Aceptar esa incertidumbre y casualidad es clave para cualquier organización empresarial, ya sea de la esfera pública o privada. Y, como ilustra la historia que sigue, en la innovación tecnológica esa serendipia puede aportar grandes beneficios a la sociedad.

			En 1970, una monja que vivía en Zambia, la hermana Mary Jucunda, se hizo eco de las preocupaciones de Ralph Abernathy en una carta que escribió a Ernst Stuhlinger, el director científico de la NASA.[15] Jucunda le preguntaba a Stuhlinger cómo podía justificar el uso de recursos para ir a Marte —la siguiente misión después del lanzamiento a la Luna— cuando en la Tierra había tanto sufrimiento: niños enfermos, hambre y desigualdad. De hecho, era la misma pregunta que había hecho Martin Luther King en 1966, cuando habló ante el Senado de Estados Unidos sobre asuntos relacionados con la raza y la pobreza urbana. King observó: «Podemos estar seguros de que en pocos años pondremos a un hombre en la Luna y que con un telescopio adecuado será capaz de ver los barrios marginales en la Tierra, con su congestión, decadencia y agitación cada vez más intensas. ¿Según qué escala de valores es este un programa de progreso?».[16]

			La respuesta de Stuhlinger a la pregunta de la monja combinó amabilidad, convicción y claridad. Primero reconocía lo que llamó la «profundidad de una mente inquisitiva y el corazón compasivo» de la hermana. Reconocía que el presupuesto espacial era importante y que en la Tierra había necesidades urgentes que también merecían que se les dedicara dinero. Y, sin embargo, el presupuesto espacial era solo un tercio del 1 por ciento del PIB de Estados Unidos, y solo un 1,6 por ciento del gasto total del Gobierno. Con todo, era grande, y por eso debía seguir cuestionándose. Adjuntó la famosa fotografía «Earthrise» (la salida de la Tierra) hecha por el astronauta William Anders desde el Apolo 8 mientras orbitaba la Luna la Nochebuena de 1968.[17]

			Stuhlinger le pidió a la monja que pensara en la historia de un conde bondadoso y muy querido que había vivido en Alemania hacía cuatro siglos.[18] El conde siempre estaba repartiendo su riqueza entre los pobres. Pero hizo más que redistribuir; creó. El conde financió las actividades científicas de un extraño lugareño que trabajaba en un pequeño laboratorio, fabricaba lentes de cristal y luego las montaba en tubos y creaba pequeños artefactos. El conde fue criticado por desperdiciar dinero en el artesano cuando las necesidades de los hambrientos eran mucho mayores. Y aun así, explicaba Stuhlinger, fueron precisamente esos experimentos los que sentaron las bases para la invención posterior del microscopio, que demostró ser uno de los aparatos más útiles para combatir las enfermedades, la pobreza y el hambre: «El conde, al reservar parte del dinero que gastaba para investigación y descubrimientos, contribuyó en mucha mayor medida al alivio del sufrimiento humano de lo que habría hecho dando todo lo que podía reunir a su comunidad acosada por las calamidades». 

			Luego Stuhlinger animó a la hermana Jucunda a considerar hasta qué punto muchos avances cruciales cuyo objetivo era combatir la pobreza —mejoras en la nutrición, la higiene, la energía y la medicina— habían sido el resultado de estudios científicos parecidos, cuyos beneficios, al principio, podían parecer remotos si se tenían en cuenta otras urgencias inmediatas. Pero el progreso científico, escribió, casi siempre proviene del intento de aplicar una nueva tecnología para resolver problemas: «Con frecuencia, los progresos significativos en la solución de problemas técnicos no se hacen mediante un enfoque directo, sino fijando primero como objetivo un gran desafío que supone una fuerte motivación para el trabajo innovador, que estimula la imaginación e incita a los hombres a dedicarle todo su esfuerzo y que actúa como un catalizador al incluir cadenas de otras reacciones».

			La innovación y la asunción de riesgos involucradas en todo el programa Apolo generaron muchos resultados indirectos. Tal vez uno de los más importantes fue la oleada de miniaturizaciones en el sector informático, estimulada por la necesidad de meter el ordenador de navegación del Apolo en un pequeño módulo lunar. De hecho, el peso y el consumo de energía de los aparatos electrónicos disminuyó exponencialmente entre 1940 y finales de la década de 1960, como recordaba Jean Creighton, una embajadora de astronomía aerotransportada de la NASA: «De las treinta toneladas y los 160 kilovatios del ordenador e integrador numérico electrónico [ENIAC, por sus siglas en inglés] a los poco más de 450 gramos y 70 vatios del ordenador de navegación del Apolo. Es una diferencia de peso equivalente a la que hay entre una ballena jorobada y un armadillo».[19]

			El programa Apolo fue dirigido por el Gobierno, y su asociación con empresas dio lugar a numerosas innovaciones importantes, empezando como es lógico por la industria aeroespacial. La ciencia y la tecnología en las que se basaba el Apolo tuvieron que pasar del acento en los misiles y los aviones, propio de la Segunda Guerra Mundial, a los cohetes. El diseño pasó de centrarse en la aerodinámica y la comodidad a hacerlo en la ligereza y la seguridad.

			Los cohetes y las naves espaciales no son suficientes para llegar a la Luna. La NASA también necesitaba un sistema de navegación para ir hasta allí. Uno de los mayores obstáculos que tuvieron que superar, y con rapidez, fue cómo navegar en el espacio exterior. El misil Polaris tenía un sistema de navegación inercial muy desarrollado. Si bien la parte relativa a la física era conocida, la aplicación de la tecnología de navegación fuera de la atmósfera terrestre planteaba retos nuevos e importantes y requería nuevos sistemas y equipos.

			El sistema de navegación tenía que funcionar con las dos naves espaciales necesarias para llegar a la superficie de la Luna: el CSM, la nave nodriza que iba a llevar a los astronautas por el espacio, a orbitar la Luna y traerlos de vuelta, y el LEM, el Eagle, que debía transportar a los astronautas desde el CSM en la órbita lunar a la superficie de la Luna y devolverlos a la nave nodriza.

			Así, el primer gran contrato de la NASA, de 1961, fue para un sistema de control y navegación. Se eligió al Laboratorio de Instrumentación del MIT, debido en gran medida a un hombre, Charles Draper, profesor de ingeniería aeronáutica y fundador del laboratorio, que había asegurado la buena reputación del MIT durante la Segunda Guerra Mundial gracias a los instrumentos de precisión y la miniaturización. El problema era enorme. El MIT no solo tenía que crear un sistema de navegación y orientación, sino una nueva clase de ordenador que pudiera instalarse en el LEM. Además, el sistema tenía que reunir toda la información necesaria para controlar los dos módulos.

			En aquel momento, ese sistema era poco más que una idea. Nunca se había construido o probado nada parecido. Antes del Apolo, todas las aeronaves y naves espaciales funcionaban con poleas y cables que abrían y cerraban las válvulas para pilotar la nave. Los astronautas eran pilotos habituados a manejar los controles de los aviones de forma manual. Pero una de las principales preocupaciones era que aterrizar en la Luna usando solo los controles manuales gastaría demasiado combustible. A la NASA también le inquietaba que el LEM no pudiera soportar el peso de un sistema de control manual convencional. La solución fue un sistema informático que pudiera controlar los subsistemas de la nave espacial, abrir y cerrar las válvulas, calcular y almacenar datos, etc. Era todo un reto. La tecnología tenía que pasar de la hidráulica a la electrónica. Para complicar aún más la situación, los ordenadores eran enormes, comparados con los estándares actuales, a menudo necesitaban mucho personal para funcionar y no se los consideraba muy fiables. A los astronautas se les pedía que volaran con ordenadores preprogramados, pero estaban tan desengañados con ellos que parece que decían que lo primero que iban a hacer en el espacio era «apagar a ese cabrón». Y de hecho, Armstrong pasó a modo manual durante los últimos segundos del aterrizaje en la Luna.

			Construir el ordenador dependía mucho de dos desarrollos contemporáneos de la industria electrónica: el circuito integrado y la escritura de software. A Eldon C. Hall, que había trabajado con Draper en el Polaris, se le encargó la tarea de construir el hardware. En aquella época, un ordenador pequeño tenía el tamaño de un armario. Hall tenía que reducirlo hasta que sus dimensiones fueran las de una caja de zapatos grande y no pesara más de treinta y dos kilos. Y tenía otro problema importante. Como mucha gente creía que no se podía confiar en un ordenador para pilotar una nave espacial, Hall sabía que no solo tendría que construir un ordenador pequeño y fiable, sino también convencer a los escépticos de que podía funcionar.

			Hall corrió un riesgo enorme para conseguir el tamaño y la fiabilidad necesarios. Eligió una tecnología emergente: los circuitos integrados, conocidos también como «chips de silicio». Compró muchos a Fairchild Semiconductor, una empresa de California, para probarlos. La elección de los circuitos integrados era controvertida, pero Hall convenció a los gestores del programa Apolo de que ese era el camino que seguir. Al mismo tiempo, IBM estaba desarrollando la unidad de instrumentos del Saturno V, basada en una tecnología más convencional, que incluía un ordenador de control diferente para este cohete. Hall sabía que sin esos circuitos integrados había pocas posibilidades de que pudiera construirse a tiempo un ordenador con la capacidad necesaria, y que sin llegar a la Luna era imposible. En el apogeo del programa Apolo, el MIT compraba el 60 por ciento de la producción total de chips fabricada en Estados Unidos. Esto supuso un tremendo impulso a una nueva tecnología y a las economías de escala, que hicieron que el precio de los chips se redujera. Además, las empresas que los fabricaban podían señalar al Apolo, un proyecto muy prestigioso, como ejemplo del valor de su incipiente tecnología. Los circuitos integrados se convirtieron en el fundamento de toda la industria informática estadounidense. En muchos sentidos, el ordenador de control del Apolo puede considerarse el primer portátil del mundo. De hecho, su rendimiento era comparable al de los ordenadores domésticos de finales de la década de 1970 como el Commodore PET y el Apple II.

			El software era otro gran obstáculo que había que superar. Ahora damos por descontado que incluso el mejor hardware informático es tan bueno como su software. Pero en la década de 1960, la palabra «software» todavía era bastante nueva. En el breve contrato que la NASA firmó con el MIT, solo una línea se refiere a que el Laboratorio de Instrumentación del MIT crearía los programas necesarios. Margaret Hamilton, directora de la División de Ingeniería de Software del Laboratorio de Instrumentación del MIT, lideró el equipo que desarrolló el software de vuelo a bordo del Apolo. Introdujo una organización más eficiente en la programación, aclarando las reglas y protocolos que se acabarían conociendo como «ingeniería de software».

			Para desarrollar el software, la NASA recurrió a las habilidades de una nueva generación de científicos, que fue la responsable de escribir las miles de líneas de código informático de las que dependía el Apolo para lograr su objetivo. Estos programadores demostraron ser algunas de las personas más ingeniosas y creativas de la misión Apolo, en parte porque los programas requerían correcciones constantes. Era la primera vez que se daba tanta importancia a este aspecto de las operaciones informáticas: se trataba de un esfuerzo fundamental, plagado de errores potenciales, muy complejo y costoso, que debía pensarse con atención. Los errores podían ser fatales.

			El efecto de esta inversión e innovación en la electrónica y la informática llega hasta hoy. El desarrollo del hardware y el software informático para el Apolo siguió impulsando la revolución de las TI, y con ella los cambios sociales, políticos y económicos que estamos viviendo. Gran parte de la tecnología de nuestros teléfonos inteligentes, como la cámara, el software de telecomunicaciones y los circuitos integrados, puede remontarse al aterrizaje en la Luna y a otras misiones relacionadas.[20]

			Un resultado inesperado cambiaría por completo la psicología del producto: los ordenadores pequeños daban más prestigio que los grandes. Motorola, mediante un contrato con la NASA de 15,5 millones de dólares, creó el sistema digital y el enlace de telecomunicación de subida (uplink), que incluía la tecnología que permitía a quienes escuchaban o veían desde casa compartir la angustiosa tensión del alunizaje. Esa tecnología se convirtió en la base del equipo de telecomunicaciones que Motorola sigue fabricando en la actualidad.

			La colaboración y la experimentación público-privadas del Apolo produjeron innovaciones en muchos otros sectores como el de la alimentación, la medicina, los materiales, la biología, la microbiología, la geología e incluso los inodoros, así como en la ingeniería aeroespacial, la electrónica y la informática. Esta innovación generó muchos resultados indirectos e inesperados, algunos físicos y otros sociales. Las innovaciones de la NASA dieron lugar a CorningWare (utensilios de cocina de vitrocerámica), Teflon y a nuevos materiales con aplicaciones mucho más amplias, sin los cuales la misión habría resultado imposible. Por ejemplo, tras el desastre del Apolo 1, la NASA se propuso encontrar un material que protegiera a los astronautas del calor intenso y no se prendiera o derritiera con el fuego. La solución desarrollada aún se utiliza en los trajes de bombero.

			En cuanto al aspecto social, el enorme aumento de la programación informática para el Apolo creó nuevos puestos de trabajo, muchos de ellos ocupados por mujeres. A las mujeres programadoras se les llamaba ¡«ordenadoras»! Muchas de ellas eran afroamericanas que durante los primeros años de la NASA trabajaron en una unidad racialmente segregada. Entre las empleadas de la NASA destacó Katherine Johnson, una matemática afroamericana que dominaba los complejos cálculos de mecánica orbital, los cuales hacía con una rapidez extraordinaria. Fue un símbolo de los cambios que se estaban produciendo en la sociedad estadounidense en la década de 1960 y su vida fue el tema de la película Figuras ocultas (2016).

			De hecho, los resultados indirectos más importantes fueron los que tuvieron que ver con la gente: las personas que se formaron durante el programa espacial, muchas de las cuales pasarían luego de la NASA a las empresas, estimulando el sector de las TI con algunos de los talentos más capaces del país.

			Muchas de estas consecuencias secundarias habrían aparecido independientemente de que Armstrong hubiera pisado la Luna. Pero el Apolo concentró la creatividad y el esfuerzo para acelerar el ritmo de la innovación. Sin embargo, tan importante como los resultados indirectos fue el proceso de esta descomunal misión orientada por la innovación y la ciencia. Las innovaciones requirieron que investigadores de diferentes disciplinas y sectores cooperaran para resolver problemas. Si bien había una orden de arriba abajo (¡ir a La luna y volver!), se permitió que organizaciones individuales decidieran la manera en que se resolvían los problemas, en lugar de someterlas a una microgestión, que habría acabado con la innovación desde el principio. Esta forma abierta de plantear los problemas estimuló nuevos tipos de asunción de riesgos en muchos subproyectos diferentes. Buena parte de ellos fracasaron, pero los fracasos formaban parte del éxito general de la misión. El establecimiento de unos objetivos claros, al mismo tiempo que se permitía la experimentación de abajo arriba, estimuló la creatividad y la innovación y dio lugar a una fórmula ganadora. Las misiones eligen a quienes están dispuestos, a las organizaciones de la economía que están preparadas para trabajar juntas.
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			Figura 1. Veinte cosas que no tendríamos sin los viajes al espacio
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			Tabla 1. Algunas tecnologías posibilitadas por el programa Apolo de la NASA

			

			 

			 

			FINANCIACIÓN: PRESUPUESTOS BASADOS EN RESULTADOS

			 

			Las misiones suelen ser a largo plazo, pero los presupuestos tienden a hacerse a corto plazo y oscilan con los cambios políticos. En su época, el gasto de la NASA parecía grande y, como hemos visto, fue cuestionado por políticos y grupos de interés. Ahora hay muchas menos dudas, sin embargo, de que el Apolo fue una buena inversión, además de una misión que hizo época y que estimuló algunas de las innovaciones más importantes de las TI. De hecho, en una conferencia de prensa celebrada en 1964, Von Braun dijo a los periodistas que le preguntaban sobre el coste del Apolo que no entendía por qué eso era un problema. La NASA estaba, según él, «creando valor y devolviendo a las arcas del Tesoro más de lo que se había tomado de ellas».[21] Sin utilizar jerga económica sofisticada, en esencia se estaba refiriendo a lo que los economistas llaman el efecto «multiplicador»: el impacto total que tiene un dólar de inversión gubernamental en la economía, más allá de ese dólar. Los multiplicadores se producen cuando una oleada de gasto e inversión estimula otra (por ejemplo, la inversión pública en la construcción de un puente provoca un aumento del gasto en consumo por parte de los trabajadores, y así sucesivamente). También se producen cuando hay importantes resultados indirectos entre las áreas de inversión, como los que ya se han visto.

			En 1961, Kennedy estimó que el primer aterrizaje en la Luna costaría entre 7.000 y 9.000 millones de dólares[22] (60.000-77.200 millones en dólares del 2020), pero el administrador de la NASA, James E. Webb le animó a que doblara esa cifra. Webb era consciente de que con poco dinero la misión no podría lanzarse; de hecho, un presupuesto insuficiente la abocaría al fracaso. Al final, entre 1960 y 1973 (el año posterior a la última misión del Apolo) la dotación presupuestaria total de la NASA fue de 56.600 millones de dólares (326.800 millones en dólares del 2020).[23] El programa Apolo costó 25.800 millones de dólares, algo menos de la mitad del total. Entre 1959 y 1972, la NASA supuso alrededor de un 2,2 por ciento del gasto federal de Estados Unidos. El Apolo absorbió alrededor del 1,1 por ciento del gasto federal durante el mismo periodo y en él participaron más de cuatrocientos mil trabajadores entre empleados de la NASA, investigadores universitarios y contratistas. Para poner la NASA en perspectiva, el total del pago de intereses de la deuda del presupuesto federal de Estados Unidos entre 1959 y 1972 fue de 140.300 millones de dólares, y el coste del sistema de autopistas interestatales entre 1956 y su finalización oficial en 1991 fue de 114.000 millones de dólares (el equivalente a 214.600 millones en dólares del 2020).[24] Dados los recursos que eran necesarios, Kennedy llamó al Apolo un «acto de fe y visión». Pero tenía claro que el logro del objetivo, y los resultados indirectos del esfuerzo, valdrían de sobra el presupuesto y el riesgo subyacente, y que «debemos pagar lo que hay que pagar».[25]

			Lo que Kennedy estaba diciendo era que las misiones debían juzgarse por sus resultados, no por el coste presupuestario en un sentido habitual. Más tarde, el Congreso cuestionó el gasto, pero si el Apolo hubiera sido evaluado de la misma manera que hoy en día los departamentos de finanzas del Gobierno evalúan los proyectos, utilizando el ACB, es probable que Armstrong y Aldrin nunca hubieran pisado la Luna, y que ninguno de sus efectos imprevistos hubiesen ocurrido.
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			Tabla 2. El coste del programa Apolo, 1960-1973

			

			 

			Sin duda, existía un imperativo político —ganar la carrera espacial— y la posibilidad, psicológica, de aumentar la autoestima y el prestigio nacional. Pero el Apolo en particular y las misiones en general también deben evaluarse en función de su creación de valor en toda la sociedad, una eficiencia dinámica a largo plazo y la inversión adicional generada gracias a la estimulación de la actividad económica que de otra manera no habría ocurrido. Esto es verdad incluso en el caso de algunos de los grandes proyectos aeronáuticos más clásicos (y limitados) como el Concorde: una evaluación completa de su valor social, por ejemplo, debería incluir las inversiones e innovaciones intersectoriales que estimuló en la tecnología de reactores, el desarrollo de materiales, las técnicas de fabricación y la forma de las alas. Las preguntas que deben hacerse sobre las misiones económicas y sociales son: ¿Qué estamos intentando lograr? ¿Cómo llegaremos ahí? ¿Qué tipo de mercados queremos crear para cumplir nuestros objetivos?

			 

			 

			El programa Apolo lanzó a Estados Unidos hacia un futuro de aventuras más allá de la Tierra. Un futuro que se desarrolló en Skylab, la primera estación espacial estadounidense, que en 1975 se acopló a la nave espacial soviética Soyuz y hoy en día lo hace en la Estación Espacial Internacional, mediante el crecimiento de una «economía espacial»: empresas comerciales en órbita terrestre baja como SpaceX y el regreso a la Luna como posible punto de partida para una misión a Marte. En su mejor momento, el Apolo despertó una posibilidad razonable de que los humanos fuéramos capaces de ignorar las limitaciones de vivir para siempre en la Tierra, e incluso de que como especie pudiéramos escapar de las consecuencias del desastre ecológico que estamos causando en nuestro propio planeta. Pero, además, provocó una nueva época de preocupación medioambiental, simbolizada por la famosa fotografía «Earthrise», que evidenciaba el contraste entre el desierto sin vida de la Luna y una tierra colorida y viva. Sugirió que el desarrollo de las tecnologías espaciales puede mejorar la vida en la Tierra, en lugar de huir de ella, justo el argumento de Stuhlinger.

			Estos resultados son impresionantes y, literalmente, de gran alcance. Si algunos parecen abstractos o idealistas, la figura 2 pone en perspectiva de forma clara la relación entre el valor y el precio del programa Apolo.[26] Las cifras están en dólares del 2008. Es difícil sostener que el Apolo fue una pérdida de dinero cuando se lo compara con el coste colosal de las guerras de Vietnam, Irak y Afganistán. Vale la pena señalar que el Apolo costó alrededor de una cuarta parte de los 700.000 millones de dólares presupuestados para el rescate de los banqueros en el 2008 (833.600 millones en dólares del 2020), cifra que excluye los costes sociales y económicos más amplios de la crisis financiera.
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			Figura 2. Comparación del coste de los principales gastos del Gobierno de Estados Unidos

			

			 

			Así, mientras la práctica presupuestaria habitual es dar dinero a los departamentos y hacer una aportación independientemente de los objetivos, la elaboración de presupuestos basados en resultados se centra en estos. El propósito del presupuesto es ayudar a cumplir la misión que le es asignada, ya sea esta poner a un hombre en la Luna, suplir la falta de vivienda o construir una ciudad neutra en emisiones de carbono, un ámbito que trataremos en el próximo capítulo.

			 

			 

			EMPRESAS Y ESTADO: UNA ASOCIACIÓN CON UN PROPÓSITO COMÚN

			 

			Durante la misión Apolo, la NASA no recurrió a consultoras para hacer la «gestión de proyectos». Buscó la asociación con empresas y utilizó una contratación flexible para conseguir trabajar con las compañías innovadoras que pensaba que cumplirían su cometido. Y quería que esa relación fuera directa, no a través de intermediarios. 

			La Ley Nacional del Espacio y la Aeronáutica por la que se fundó la NASA en 1958 le permitía establecer contratos con «cualquier persona, empresa, asociación, corporación o institución educativa».[27] Esto daba a la NASA libertad para elaborar sus procedimientos de contratación, ciñéndose a unas estrictas directrices de contratación similares a las utilizadas en las fuerzas armadas, pero adaptadas a las necesidades de la institución, una agencia innovadora desde el principio. Si bien algunos fondos se reservaron para trabajar con empresas pequeñas, la NASA podía colaborar con cualquier organización que según ella pudiera llevar a cabo el trabajo. Tanto el Departamento de Defensa como la NASA utilizaron (a menudo) la Ley de Contratación de las Fuerzas Armadas de 1947 para evitar los requisitos formales de publicidad y contratar al mejor socio posible de la comunidad empresarial con la mayor rapidez, incluso si costaba más que otros. Los factores decisivos eran unas competencias y experiencia probadas, no solo el coste. De hecho, una de las razones por las que se trabajó mucho con McDonnell-Douglas para los vehículos de lanzamiento de cohetes se debió a su experiencia y capacidad demostrada para hacer el tipo de trabajo que se necesitaba. Levine sostiene que acudir a un nuevo contratista le habría costado a la NASA entre diez y veinte millones de dólares adicionales y habría retrasado el calendario de lanzamiento entre dieciocho y treinta meses, incumpliendo así el propósito de Kennedy. Como explicó el director de adquisiciones de la NASA, Ernest Brackett:

			 

			La naturaleza y el alcance del trabajo son tales que se necesitan competencias técnicas, de gestión y organizativas muy especiales. En situaciones como esta, si bien no puede decirse que exista una única compañía capaz de llevar a cabo el trabajo, una empresa concreta destaca entre las demás por contar con una combinación superior de las capacidades requeridas, y a veces únicas.[28]

			 

			Sin embargo, reconocía que confiar demasiado en empresas individuales daba lugar a una dependencia excesiva y a una posición negociadora más débil, de modo que era necesario trabajar con compañías fiables y probadas, y al mismo tiempo aumentar la competencia para que la NASA pudiera asegurarse alternativas a las que recurrir, haciendo siempre lo posible por trabajar con los mejores. ¡El reto era idear las contrataciones para conseguir esto!

			El diseño de los contratos para fortalecer la posición negociadora de la NASA se convirtió en un factor importante dentro de la organización. Al principio, la NASA usaba contratos de coste más honorarios fijos (CPFF, por sus siglas en inglés), de modo que pagaba a las empresas todos los costes más un importe como beneficio. Esto creaba problemas, porque el contratista no era penalizado si hacía una oferta demasiado baja, su desempeño era malo o una mala gestión provocaba costes excesivos; de hecho, no había incentivo alguno para reducir costes. Después, la NASA pasó a un modelo de precio fijo con incentivos para mejorar tanto el desempeño como la eficiencia. Mientras el CPFF significaba que los beneficios y el desempeño no estaban relacionados, los contratos de precio fijo sí obligaban a las empresas a ser más eficientes y a trabajar lo mejor posible, con incentivos adicionales para cumplir con criterios específicos (por ejemplo, la velocidad). Los incentivos se concibieron para mejorar la calidad y el desempeño y evitar los recortes para conseguir costes bajos. Lograr el «acuerdo» correcto con las empresas y eliminar la búsqueda de rentas llevo a la NASA a añadir en 1962 una cláusula de «beneficios no excesivos» en sus contratos. Los beneficios estaban bien, pero el espacio no debía convertirse en objeto de especulación, impulsado por cobros excesivos y por empresas más competentes en prometer resultados fuera de su alcance (cuyo descendiente es el brillante PowerPoint de las consultoras actuales) que en hacer bien el trabajo.

			La NASA dirigía firme y ágilmente el trabajo realizado con los contratistas externos, y se preocupaba de qué debía externalizarse y qué no. A la hora de negociar contratos adecuados, las competencias internas y la experiencia se consideraban esenciales. Los contratos se concibieron para dejar claros los objetivos, pero permitían libertad en la manera de lograrlos; de hecho, la definición de los objetivos del proyecto y del contrato se hacía a la vez, puesto que el contrato formaba parte del diseño de la gestión de la misión. El papel fundamental de la NASA es definir la misión, planear el programa, fijar unas directrices claras, establecer los parámetros y luego permitir tanta innovación como sea posible para crear el producto o servicio requerido. Nada de esto podría haberse hecho si el personal de la NASA no hubiera tenido experiencia en la ciencia y la tecnología subyacentes; de hecho, habría sido imposible elegir de manera inteligente a los contratistas sin ese conocimiento. Además, al desarrollar conocimiento dentro de la agencia, los contratos con el sector privado, una vez realizados, se gestionaban mejor, porque quienes los habían redactado sabían tanto de la tecnología como el contratista, y podían impedir la «captura». De hecho, la I+D interna en los centros de investigación de Lewis, Langley o Goddard se llevaba a cabo para que los empleados públicos de la NASA estuvieran al tanto del desarrollo de la tecnología, lo que les daba la confianza y el conocimiento necesarios para mantener cierta distancia con los contratistas. Esto también se consideró una forma de atraer talento: los mejores científicos no querrían trabajar en la NASA si no podían mancharse las manos o, como dijo Wernher von Braun: «Seguir en contacto con el hardware y sus problemas». En la jerga actual de las escuelas de negocios, esto significa retener «capacidad de absorción», es decir, la necesidad de invertir internamente en la creación de conocimiento para entender e interactuar de manera dinámica con las oportunidades externas cuando estas surgen.[29] En 1962, un informe para el presidente preparado por el director de presupuestos David Bell decía con claridad: «Hay ciertas funciones que no deben subcontratarse en ninguna circunstancia. La gestión y el control de la investigación y el desarrollo federales deben estar en manos de funcionarios del Gobierno a tiempo completo, inequívocamente responsables ante el presidente y el Congreso».[30]

			El programa de la nave espacial Apolo no solo fue el resultado de la inversión pública, sino de muchas inversiones privadas con intereses comerciales (véase la figura 3). Por ejemplo, General Motors se gastó 15,9 millones de dólares (100,4 millones en dólares del 2019) en el desarrollo de los tanques de combustible y de oxidante de la propulsión de servicio. Pratt & Whitney (luego United Aircraft) se gastó 95,1 millones de dólares (600,3 millones de dólares) en la construcción de plantas de pilas de combustible. Aerojet Rocketdyne (la Aerojet Liquid Rocket Co.) se gastó 117,6 millones de dólares (742,4 millones de dólares) en el motor de la propulsión de servicio. Y Honeywell se gastó 141,3 millones de dólares (892 millones de dólares) en el subsistema de estabilización y control.
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				Figura 3. Inversiones del sector privado en los vehículos de lanzamiento del Apolo

			

			 

			El LEM es un excelente ejemplo de cómo funcionó la asociación con las empresas y de cómo las claras necesidades y prioridades de la NASA estimularon la innovación en el sector privado; fue una proeza única de la ingeniería y una de las verdaderas tecnologías de vanguardia que desarrolló el programa Apolo. Cuando en 1962 la NASA asignó el contrato para construir el LEM a Grumman Aircraft Engineering Corporation, la empresa nunca había fabricado algo parecido.

			Las imágenes de personas viajando por el espacio evocan algo elegante y sexy. El LEM no era ninguna de las dos cosas. Ni siquiera parecía algo destinado a volar. Sin embargo, el grado en que su forma se derivaba de su función era máximo. Todo lo que contribuía a su aspecto de máquina desgarbada tenía un propósito. A diferencia del CSM, el LEM no tenía que ser aerodinámico porque nunca volaría en la atmósfera terrestre. Se asemejaba a un insecto, con dos pequeñas ventanas triangulares que parecían ojos que miraban en diferentes direcciones, una enorme boca abierta y una polifacética parte superior con una serie de antenas y una inferior, más simétrica, de la que colgaban cuatro patas.

			Este LEM, que acabaría volando, era un descendiente lejano de los primeros diseños de Grumman. Al principio, Grumman no entendió cómo abordar la tarea. La compañía se había ganado su buena reputación haciendo aeronaves militares durante la Segunda Guerra Mundial. Su primer diseño se inspiraba en buena medida en los helicópteros. Tenía superficies lisas, dos grandes burbujas acristaladas para los astronautas, de modo que podían mirar al exterior a través de ellas, y asientos cómodos. Según el contrato de la NASA el peso debía ser de poco más de once toneladas y el diseño inicial partía de casi diez toneladas. Pero, al ver el diseño, la NASA lo rechazó de plano. Grumman no había tenido en cuenta los sistemas de apoyo de emergencia, ni los de apoyo a este. Llevar al hombre a la Luna era el objetivo principal, pero la seguridad era la máxima prioridad.

			Los sistemas de apoyo complicaron el trabajo de forma considerable y el peso del LEM prácticamente se duplicó. Grumman tuvo que empezar de nuevo el diseño para cumplir con las inflexibles exigencias de la NASA en relación con el peso, la seguridad y la fiabilidad. La empresa tuvo que dejar de pensar como un fabricante de aviones y empezar a hacerlo como uno de naves espaciales. Desaparecieron las burbujas acristaladas —demasiado pesadas— y los asientos. A medida que se desarrollaba el programa espacial, la NASA añadió nuevos requisitos, lo cual aumentó el peso: navegación informática, el vehículo lunar para transportar a los astronautas por la superficie de la Luna y equipamiento para llevar a cabo experimentos allí.

			Grumman también tuvo que construir una instalación muy especializada para montar y probar el vehículo. Tenía cámaras presurizadas más limpias que un quirófano para minimizar la existencia de polvo o de pequeños fragmentos de metal que pudieran provocar un cortocircuito eléctrico. Pero el peso seguía siendo la mayor preocupación: cada gramo que se ganaba significaba más tiempo para sobrevolar la superficie de la Luna a la hora de buscar un lugar donde aterrizar. Grumman tuvo que desarrollar y perfeccionar su planteamiento una y otra vez. Había que encontrar soluciones que llevaran a la tecnología de entonces hasta el límite. Por ejemplo, el revestimiento exterior del vehículo era excepcionalmente delgado —0,03 cm—, tanto como el aluminio de una lata o un papel. En sus memorias, Buzz Aldrin bromeó con que podría haberlo perforado con un lápiz.

			Charlie Duke, uno de los astronautas que pilotaron el LEM, describió el vehículo como un helicóptero, solo que con un motor de cohete en lugar de palas de rotor. Para que la nave espacial pudiera sobrevolar y moverse en todas las direcciones, el motor del cohete debía ser capaz de permitir un vuelo variable y controlado. Los ingenieros de Grumman tuvieron que construir un motor sencillo y totalmente fiable, capaz de arrancar, parar y reducir el consumo de combustible para regular la altitud, la dirección y la velocidad.

			Cuando a finales de 1968 se acercaba la fecha de los primeros vuelos de prueba del LEM, Grumman todavía estaba lejos de lograr la reducción de peso necesaria. Era evidente que hacía falta tomar medidas radicales. La empresa introdujo nuevos sistemas de gestión y creó centros de acción en los que los cambios cotidianos se monitorizaban en grandes tableros. En determinado momento, Grumman gastaba diez mil dólares por cada 453,6 gramos de peso que reducía. Se desarrollaron nuevas técnicas de mecanización para aligerar mediante productos químicos ciertas superficies metálicas y reducir aún más el peso. Al final, el vehículo que voló pesaba unas quince toneladas. En un notable tributo a la innovación que la NASA había estimulado, el LEM resultó muy fiable y funcionó en los seis aterrizajes y despegues lunares entre 1969 y 1972.

			Con el tiempo, la naturaleza de las misiones de la NASA ha cambiado, y con ella la relación entre los sectores público y privado. Si en las décadas de 1950 y 1960 predominaron los motivos militares, a partir de la década de 1980 el objetivo ha sido sobre todo mejorar las posiciones económica y competitiva. En 1979, Robert Frosch, administrador de la NASA, sentó las bases de una relación más interactiva con el sector privado al crear las «Directrices de la NASA referentes al uso temprano del espacio con fines industriales». La Administración del presidente Reagan desarrolló más la comercialización en su política espacial nacional. En 1984, creó la Oficina de la NASA para Programas Comerciales y la Ley de Lanzamiento Espacial Comercial, que pretendían optimizar el proceso «innecesariamente complicado» de aprobar iniciativas espaciales del sector privado.[31] La Ley de Lanzamiento Espacial Comercial, aprobada por el Congreso en 1998, identificaba el desarrollo económico del «espacio orbital terrestre» como una prioridad clave de la Estación Espacial Internacional, integrando de manera directa la comercialización en la misión de la NASA.

			Ese cambio en las prioridades ha coincidido con el establecimiento del objetivo explícito de que la financiación pública tuviera unos resultados comerciales claros. Este periodo más reciente también ha sido testigo de la introducción de organizaciones intermediarias como el Centro para el Avance de la Ciencia en el Espacio (CASIS, por sus siglas en inglés) para gestionar la I+D y las asociaciones entre la NASA y el sector privado. Esta intermediación es justo la que los empleados de la NASA evitaron durante los años del Apolo, porque pensaban que si la agencia no tenía capacidades y experiencia en la gestión de proyectos se desviaría de sus objetivos.

			La prioridad de la comercialización ha influido en los objetivos de la financiación de la investigación gubernamental y ha hecho que agencias como la NASA —pero también otras como la DARPA y los NIH— tengan que justificar el éxito de una investigación probando el «valor económico» de las bases de su ciencia y tecnología, o aportando un argumento convincente de este.[32] Irónicamente, este énfasis en las métricas de valor económico cortoplacistas, como los puestos de trabajo creados en empresas, llevan a una comercialización menor que las políticas orientadas por misiones, porque estas últimas han tenido resultados indirectos comerciales muy importantes.[33] La comercialización es más sencilla cuando no te preocupas por ella. Una lección valiosa es que las asociaciones y el propósito común, al igual que se crean, pueden desvanecerse.

			Hay una lección aún mayor. ¿Qué pasaría si el Gobierno, en lugar de ser visto como algo engorroso, al mismo tiempo que se considera que el sector privado asume los riesgos, soportara el mayor nivel de incertidumbre y reformara su organización interna para asumir dichos riesgos? Imaginemos la transformación: pasar de una administración burocrática de arriba abajo a una que estimule nuevas ideas desde cero y esté orientada por objetivos. Imaginemos una transformación general del Gobierno, desde cómo funciona la contratación pública hasta la manera en que se conceden las subvenciones de investigación, pasando por la organización de los préstamos públicos y el entendimiento de los costes y la elaboración de presupuestos; todo con el fin de cumplir el propósito público. Si pudiéramos pensar y actuar de esta manera, podríamos hacer realidad una nueva visión de las ciudades sostenibles, incentivar la inversión empresarial en infraestructuras sociales y en las innovaciones sanitarias necesarias para una nueva comprensión del bienestar, o abordar los retos más importantes de nuestro tiempo, como el cambio climático y las pandemias sanitarias.
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			Las misiones en acción 
Qué grandes retos debemos abordar hoy en día
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APUNTAR ALTO: POLÍTICAS TERRESTRES ORIENTADAS POR MISIONES

			 

			 

			 

			 

			 

			El aterrizaje en la Luna reunió a actores públicos y privados para resolver uno de los problemas más complicados que la humanidad se había planteado nunca. El desafío era «¡derrotar a los rusos en el espacio!». Pero fue el establecimiento de un objetivo claro, ambicioso y urgente con una fecha límite de diez años —¡llevar a un hombre a la Luna y traerlo de vuelta!— lo que catalizó la innovación y la colaboración entre una gran variedad de sectores diferentes. Fueron necesarios cientos de soluciones basadas en proyectos para cumplir la misión, lo cual requirió asumir riesgos, pruebas y errores, y muchos fracasos en el camino.

			¿Cómo aplicamos estos mismos principios de la «misión» a los problemas más acuciantes que afronta la Tierra hoy en día, al mismo tiempo que nos aseguramos de que las misiones son ambiciosas y se fundamentan en hacer que la vida de la gente sea mejor? Los moonshots no deben entenderse como grandes esfuerzos aislados, tal vez el proyecto preferido de un ministro, sino como objetivos sociales audaces que pueden alcanzarse mediante la colaboración a gran escala de entidades públicas y privadas. Las misiones actuales deben insertarse en sistemas resistentes e infraestructuras sociales y físicas. El programa Apolo nunca habría funcionado si el complejo militar-industrial no hubiera sido su columna vertebral.
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			Figura 4. Diecisiete objetivos de desarrollo sostenible de Naciones Unidas

			

			 

			Sin duda, no faltan desafíos que necesiten un enfoque orientado por misiones. Los objetivos de desarrollo sostenible de Naciones Unidas (ODS, en la figura 4) resumen diecisiete de nuestros mayores problemas, de la limpieza de los océanos, la reducción de la pobreza y el hambre a la consecución de una mayor igualdad de género; problemas que no son solo tecnológicos, sino profundamente políticos, que requieren un cambio regulatorio y conductual. En este sentido, son aún más difíciles que un aterrizaje en la Luna.

			En su influyente obra The Moon and the Ghetto,[1] el economista Richard Nelson planteó una pregunta complicada que recuerda al discurso que Ralph Abernathy pronunció el 15 de julio de 1969, que he citado antes. Nelson se cuestionaba por qué nuestros sistemas de innovación habían logrado proezas tan difíciles como llevar a un hombre a la Luna, pero seguían siendo tan desorganizados y tan torpes tecnológicamente cuando se enfrenaban a asuntos terrenales como la pobreza, el analfabetismo y la persistencia de los guetos y los barrios marginales. Sostenía que, si bien en parte la culpable es la política, la verdadera razón es que una solución que solo atienda a aspectos científicos y tecnológicos no puede resolver esos problemas. Nelson tenía razón. Los problemas sociales son «perversos» en el sentido de que en ellos se entrecruzan factores sociales, políticos, tecnológicos y conductuales. Por ejemplo, es imposible tener ciudades más verdes sin hacer muchos cambios diferentes en las regulaciones, el comportamiento de los ciudadanos y los incentivos para utilizar materiales menos contaminantes. En ese sentido, el lanzamiento a la Luna era más sencillo. Podría decirse que la primera generación de políticas orientadas por misiones siguió la máxima según la cual «la gran ciencia se ocupa de grandes problemas», que funcionó increíblemente bien en algunos casos (por ejemplo, la carrera espacial). En otros casos creó desidia o, peor aún, problemas a largo plazo (por ejemplo, la energía nuclear). En nuestra época, la aplicación del pensamiento orientado por misiones no solo requiere capacidad de adaptación, sino innovaciones institucionales que creen nuevos mercados y reconfiguren los existentes. Y algo muy importante: requiere, además, la participación ciudadana.

			Esto plantea dos asuntos que son clave para una misión y la visión que subyace tras ella. El primero es: ¿de quién es la visión que debe determinarla? (es decir, ¿quién decide?). El aterrizaje en la Luna, por inspirador que fuera, fue dirigido desde arriba por una élite blanca. Sin duda, con esto no lograremos alcanzar objetivos sociales relacionados con la desigualdad y el cambio climático. El segundo es que tal vez sea más sencillo suscitar la aprobación de misiones que solo son tecnológicas que de aquellas más sociales, como luchar contra el cambio climático, que con seguridad hallarán una resistencia mayor. De hecho, la visión subyacente tras la consecución de la neutralidad de carbono ha estado presente en muchos gobiernos progresistas, y también ha sido una razón por la que después han perdido las elecciones. Fue el caso de Australia en el 2019, cuando el Partido Laborista puso el cambio climático en el centro de su programa político, pero fracasó debido a la falta de apoyo de quienes se temían que este causara desempleo. Por lo tanto, tener una visión no es suficiente: resulta esencial interactuar con los ciudadanos acerca de ella. Volveremos a este punto al final del capítulo.

			 

			 

			LOS OBJETIVOS DE DESARROLLO SOSTENIBLE Y LA TRANSICIÓN ECOLÓGICA

			 

			Los ODS de Naciones Unidas, que establecen los desafíos a los que nos enfrentamos en la actualidad, cubren ámbitos como la pobreza, el hambre, el clima y la igualdad de género. La intención es que en el 2030 se hayan alcanzado todos. Estos objetivos proporcionan un punto de partida perfecto para considerar los retos que pueden abordar las misiones.[2]

			Una de las fortalezas de los ODS es que implican a diversas partes interesadas en todo el mundo. Identifican grandes desafíos asumidos internacionalmente, que han sido elegidos mediante una consulta amplia y exhaustiva a escala global. Suponen una enorme oportunidad para dirigir la innovación hacia múltiples problemas sociales y tecnológicos y crear sociedades que sean justas, inclusivas y sostenibles. Otra de sus fortalezas es que abordan problemas complejos e intersectoriales. Significan mucho más que un cambio tecnológico. Hay problemas que no tienen una solución directa y, por lo tanto, requieren una mejor comprensión de cómo interactúan los asuntos sociales con los políticos y tecnológicos, con los cambios de conducta y los procesos de retroalimentación cruciales. Debido a esta complejidad, es importante desglosar los retos en pasos o metas prácticas.

			Las (¡169!) metas de los ODS requieren innovaciones específicas y, por lo tanto, una experimentación que deberán llevar a cabo diferentes actores. Encajan muy bien en un enfoque orientado por misiones, en el que el desafío solo se resuelve mediante la experimentación realizada en torno a muchos proyectos que, juntos, completan la misión. (Recordemos los cientos de problemas que hubo que solucionar antes de llegar a la Luna.) Consideremos como ejemplo el «ODS 7: energía asequible y no contaminante». Este objetivo tiene tres metas que deben alcanzarse para el 2030: garantizar el acceso universal a servicios energéticos asequibles, fiables y modernos; aumentar de manera sustancial la proporción de las energías renovables en el mix energético global; y duplicar la tasa global de mejora de la eficiencia energética. De igual manera, el «ODS 5: igualdad de género» tiene seis metas: 1) acabar con cualquier forma de discriminación contra las mujeres y las niñas en todo el mundo; 2) eliminar cualquier forma de violencia contra las mujeres y las niñas en las esferas pública y privada, incluida la trata de personas y cualquier tipo de explotación, entre ellas la sexual; 3) eliminar cualquier práctica dañina como el matrimonio infantil, precoz y forzado y la mutilación genital femenina; 4) reconocer y valorar los cuidados no remunerados y el trabajo doméstico mediante la provisión de servicios públicos, infraestructuras y políticas de protección social y el fomento de la responsabilidad compartida en el hogar y la familia, según proceda en cada país; 5) garantizar la participación efectiva y plena de las mujeres y su igualdad de oportunidades de liderazgo en cualquier nivel de la toma de decisiones en la vida política, económica y pública; y 6) asegurar el acceso universal a la salud sexual y reproductiva y a los derechos reproductivos, según lo acordado de conformidad con el Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo (1994), la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing en la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer (1995) y los documentos finales de sus conferencias de examen.

			Un enfoque moonshot para los problemas del mundo real no es utópico ni sencillo. En los últimos años, he participado de manera directa en este complejo proceso, situando el concepto de misión en el primer plano de la elaboración de políticas a escala global. Este capítulo reflexiona sobre algunas lecciones aprendidas de esta experiencia.

			En los años 2017 y 2018, ayudé a la Comisión Europea a utilizar un enfoque orientado por misiones en su política de innovación. Aunque la Comisión había hablado, en general, sobre políticas orientadas por desafíos, como las dirigidas a conseguir un «crecimiento inteligente, inclusivo y sostenible», para que eso sucediera faltaba establecer un rumbo claro. Y si bien las políticas de innovación se centraban en los resultados —como el apoyo a tecnologías específicas o el fomento de las start-ups—, el conjunto de las medidas no estaba produciendo los cambios trasformativos necesarios para que se produjera ese crecimiento. Yo sostuve que esto se debía a que era necesario invertir la lógica: había que centrarse en los problemas que puede resolver la innovación, y la tecnología y las start-ups vendrían después. A fin de cuentas, internet no surgió del interés en la informática, sino de la necesidad de que los satélites se comunicaran. Mi trabajo con la Comisión Europea dio lugar a dos informes en los que explicaba cómo hacer un mapa de un enfoque orientado por misiones, el primero sobre lo que es un enfoque orientado por misiones y el segundo sobre cómo «gobernar» las misiones en el plano normativo.[3]

			La idea detrás del mapa de una misión es la pregunta inicial: ¿cuál es el problema que quiero resolver? Luego este se formula como un objetivo que catalice la investigación y la innovación en muchos sectores diferentes y que incentive nuevas colaboraciones en la fase de proyecto. La figura 5 ilustra ese enfoque: del desafío a la misión y a las inversiones sectoriales con proyectos específicos que forman su base.[4] A partir de estos informes, las misiones se convirtieron en un instrumento legal del programa de innovación de la Unión Europea (el programa Horizonte), y después de una larga negociación política con la Comisión Europea, se seleccionaron cinco ámbitos en los que habría misiones. Tras esta elección, se dio a las partes interesadas de la sociedad europea (empresas, universidades, sociedad civil y responsables de políticas) la oportunidad de responder. La figura 6 enumera los cinco ámbitos de las misiones y muestra sus interconexiones en los distintos sectores de la economía.
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			Figura 5. Mapa de una misión

			

			 

			En el momento de escribir esto, se están formulando misiones específicas dentro de cada ámbito. La misión sobre el cáncer no solo aborda la reducción de las tasas de cáncer, sino los tipos de políticas e inversiones que pueden mejorar la calidad de vida de los supervivientes de esta enfermedad. La misión sobre los océanos no solo pretende limpiar los mares, sino recuperar los ecosistemas dañados. Y, por supuesto, los ámbitos de las misiones se cruzan: la misión acerca del suelo y los alimentos, que trata de hacer que toda la cadena de valor de la producción de alimentos sea más sostenible, interactuará por fuerza con la misión sobre el clima y el crecimiento limpio.
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			Figura 6. Los cinco ámbitos seleccionados por la Unión Europea para las misiones (e interconexiones) 

			

			 

			Los objetivos deben fomentar tanta innovación e inversión intersectorial como sea posible, razón por la que es importante formularlos de una manera poco estricta que incentive la ambición. Veamos como ejemplo el «ODS 13: acción por el clima» (figura 7). Podemos desglosar, utilizando el esquema del mapa de la misión, el gran desafío de la acción climática en una misión para construir en Europa cien ciudades neutras en emisiones de carbono. Una misión de este tipo implicará innovaciones en múltiples campos, de los patrones de movilidad de los ciudadanos a la gobernanza electrónica, las infraestructuras de transportes, la nutrición y la normativa de construcción. Entre los proyectos de la misión podrían estar la electrificación completa del sistema de transporte público; la creación de materiales que absorban carbono para la industria de la construcción; la fabricación de un documento de identidad sobre la huella de carbono para que todos los ciudadanos puedan monitorear su contribución; y encontrar nuevas maneras de que los sistemas alimentarios de las ciudades se vinculen a la agricultura orgánica de proximidad del campo.
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			Figura 7. Mapa de la misión para la «acción por el clima» (ODS 13)

			

			 

			Podemos encontrar otra aplicación a la elaboración de mapas de misiones en el «ODS 14: vida submarina» (figura 8), un objetivo que se centra en la desastrosa proliferación del plástico en nuestros mares y océanos. Eliminar el plástico de nuestros océanos es una tarea descomunal, y no solo para el sector marino: debe implicar también a otros sectores como los del diseño, los nuevos materiales, la gestión de residuos y la psicología conductual.[5] Al hacer su mapa podemos ver cómo esta misión específica puede generar cientos de proyectos, de la creación de sustitutos del plástico biodegradables a innovaciones en el reconocimiento de imágenes y en mecanismos autónomos de eliminación de plástico en los océanos.
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			Figura 8. Mapa de la misión para la «vida submarina» (ODS 14)

			

			 

			En este diagrama, los círculos representan los proyectos que tienen lugar sobre el terreno. Las flechas que conectan los círculos representan nuevas conversaciones y colaboraciones entre las comunidades de los proyectos. En el caso de los responsables de políticas, lo principal es utilizar instrumentos políticos —por ejemplo, sistemas de precios, subvenciones y préstamos— para promover el pensamiento creativo en la mayor medida posible durante la fase de proyecto, y para conectar iniciativas, de modo que la suma sea mayor que las partes.

			Esto plantea la pregunta de si las misiones deben ser lideradas por sus propias agencias, al igual que la NASA lideró la misión del lanzamiento a la Luna. El modelo de agencia de innovación que representa la DARPA, en el que la asunción de riesgos, la experimentación y la gestión de cartera forman parte de su estructura, sigue siendo la meta. Pero al no contar con esas agencias, la Comisión Europea ha tenido que inventárselas.

			Por ahora, la Comisión Europea ha optado por «consejos de las misiones» para que aporten liderazgo y rigor a los cinco ámbitos donde se desarrollarán dichas misiones. Los consejos de las misiones asesoran a la Comisión Europea sobre misiones concretas dentro del ámbito de estas, y después sobre asuntos relacionados con la implementación. Aunque la idea clave es cambiar el enfoque habitual, en el que se mantiene una agenda amplia que sirve para que todo el mundo tome decisiones reales en torno a misiones específicas con recursos importantes, esto es más fácil de decir que de hacer. Los expertos de los consejos de las misiones fueron elegidos para hacer la selección y dar legitimidad a esa preferencia. Pero existe el riesgo de que haya poca predisposición a elegir, ya que cada uno defiende su posición.

			Sigue sin estar claro si la Comisión Europea contratará a socios externos para implementar las misiones, es decir, si recurrirá a un tercero que recibirá la financiación y organizará la convocatoria de proyectos. Por supuesto, esto es muy diferente a la creación de agencias propias orientadas por misiones —del tipo de la DARPA— y puede suscitar problemas como los ya mencionados cuando las actividades esenciales del Gobierno se externalizan. Lo ideal sería que los riesgos se asumieran dentro de la Comisión Europea, con el desarrollo de capacidades y competencias relacionadas con las políticas orientadas por misiones. Pero eso requiere conseguir que las misiones funcionen en los diferentes departamentos de la comisión, llamados direcciones generales (DG), lo que en la actualidad no es tan fácil, dada la complejidad y los «silos» existentes en ellas.
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			Figura 9. Mapa de la misión para el «futuro de la movilidad»

			

			 

			En el año 2017, también asesoré al Gobierno de Reino Unido sobre cómo emplear un enfoque orientado por misiones a su estrategia industrial. Esto llevó a la elaboración, ese mismo año, del documento Industrial Strategy: Building a Britain fit for the future,[6] que se centraba en cuatro desafíos: el futuro de la movilidad, el crecimiento limpio, el envejecimiento saludable y la inteligencia artificial, y la economía de datos. A raíz de esto, fundé y copresidí la Comisión para la Innovación Orientada por Misiones y la Estrategia Industrial (MOIIS, por sus siglas en inglés) con el fin de ayudar al Gobierno de Reino Unido a convertir cada uno de los cuatro retos elegidos en misiones concretas, un proceso que supuso trabajar durante más de un año con muchos empleados públicos. Juntos, hicimos mapas de las misiones para cada desafío: por ejemplo, el reto del futuro de la movilidad (figura 9) se concibió para ser lo más ambicioso posible y estimular la innovación en diferentes sectores, del transporte a lo digital, pasando por las finanzas y la salud. Y al ser ambiciosos respecto a la «accesibilidad universal en los viajes», intentamos fomentar la innovación en torno a ámbitos como la discapacidad: no hay una única manera de subir una rampa. Asimismo, trabajamos en una ambiciosa misión cuya meta era que las personas mayores vivieran con salud sus últimos años, con proyectos individuales dirigidos a combatir la soledad y la posible disminución de la autoestima (figura 10).

			Ese mismo año, trabajé estrechamente con la ministra principal de Escocia para crear un nuevo banco público en el que las misiones fueran un elemento central, el Banco Nacional de Inversiones de Escocia. Para esta labor resultó clave la creación de una institución dedicada a la financiación a largo plazo, que no se limitara a dar ayudas a las empresas que las pidieran. Se dedicó, pues, a respaldar a compañías que estuvieran dispuestas a comprometerse con objetivos que afectan a toda la sociedad, por ejemplo la capacidad de la sanidad para implicarse de manera más activa en las oportunidades que ofrecen la digitalización y el big data. En este sentido, la misión del banco era crear una cartera de inversiones que «eligiera a quienes están dispuestos».
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			Figura 10. Mapa de la misión para un «envejecimiento saludable»

			

			 

			En la sociedad moderna cumplir misiones no es fácil, porque implica cambiar buena parte de lo que damos por sentado en el funcionamiento del Gobierno. Por un lado, requiere que este trabaje fuera de sus silos habituales. Una misión para el crecimiento limpio implicará por fuerza al Departamento de Transportes, al Departamento de Empresa, Energía y Estrategia Industrial, al Departamento de Industria, Innovación y Ciencia; y, por supuesto, al Tesoro. También requiere cambiar hábitos fundamentales como lo que comemos y cómo nos desplazamos. Nada de esto puede suceder si el Gobierno no aprende a interactuar con los ciudadanos de manera genuina (en lugar de simbólica).

			De hecho, esta es una lección crucial para la innovación en general. Aunque los presupuestos dedicados explícitamente a la innovación suelen asociarse a un departamento o ministerio de innovación o industria, esta tiene que formar parte del funcionamiento cotidiano del Gobierno, y también de la manera en que este adquiere bienes y servicios en todos sus departamentos. Esto permite que la innovación se cuele en los presupuestos de compras, que para un único departamento puede ser hasta cuatro veces el presupuesto total de innovación para todos los departamentos.

			Así, trabajar con varios departamentos puede ayudar a revelar la escala real de la contratación gubernamental y movilizar un presupuesto mucho mayor para las misiones. Considerar al Gobierno como un comprador es la mejor forma de aumentar cualquier presupuesto de innovación. Y eso pasa por tener una clara visión de cambio: el pensamiento innovador puede impulsar cómo se construyen un puente, una escuela o una autopista.

			A continuación, se exponen las consideraciones clave para adoptar un enfoque orientado por misiones, desde la selección e implementación de una misión hasta la participación de la sociedad.

			 

			 

			SELECCIONAR UNA MISIÓN

			 

			Ante todo, una misión debe ser audaz e inspiradora, y a la vez tener una amplia relevancia social. Tiene que ser clara su intención de desarrollar soluciones ambiciosas que mejoren de forma directa la vida cotidiana de la gente, y debe recurrir a la imaginación. Como vimos en los ODS, las misiones tienen que tener una dirección clara que sea medible y esté sujeta a unos plazos, lo cual se consigue estableciendo una meta concreta con un calendario específico. Esta meta puede formularse de manera binaria (por ejemplo, un hombre llega a la Luna y regresa a salvo) o cuantificable (por ejemplo, cambios en la manufactura para reducir las emisiones de carbono un 30 por ciento en cinco años) y se puede evaluar haciendo una única pregunta: «¿Lo conseguimos?». Así se determina el éxito o el fracaso de una misión y se mide el progreso sobre la marcha.

			Una misión también exige establecer objetivos de inversión e innovación que sean ambiciosos pero realistas. Es importante asumir riesgos y presionar a los empleados públicos, investigadores e innovadores para que aporten mucho más de lo que harían en condiciones normales. Pero, al menos en teoría, sus objetivos deben ser factibles dentro del plazo establecido. Encontrar el equilibrio adecuado es clave: los objetivos poco realistas no conseguirán la participación suficiente, mientras que los que carezcan de ambición no incentivarán el esfuerzo ni la inversión.

			La tecnología requerida para alcanzar esos objetivos debe atraer actividades de investigación e innovación que de otra manera los agentes privados no llevarían a cabo. De hecho, una misión debería estimular la innovación en múltiples disciplinas (entre ellas, las ciencias sociales y las humanidades), diferentes sectores (como el transporte, la nutrición, la sanidad, los servicios) y entre distintos actores (públicos, privados, el tercer sector, las organizaciones de la sociedad civil). Lo consigue cuando se centra en un problema que afecta a múltiples sectores y abre la posibilidad de que se produzca una transformación que afecte a todo el sistema.

			A menudo la gente considera la DARPA como una manera de plantearse la innovación organizativa dentro del sector público. La DARPA —el inversor clave en internet y en innovaciones como Siri— siempre ha estado orientada por misiones y es conocida por su capacidad para atraer a los mejores talentos aun cuando no paga salarios como los que ofrece, por ejemplo, el Gobierno de Singapur (hasta un millón de dólares para los jefes de departamento), de modo que el proyecto resulta atractivo por algo más que el dinero. Esta mística de la misión está determinada por un fuerte sentido de propósito, como ganar una guerra o implementar un Nuevo Pacto Verde. También lo está por la capacidad de invertir, liderar y crear con confianza, palabras que solo suelen describir a los líderes empresariales. En el modelo de la DARPA ha sido clave el reconocimiento explícito de que los métodos de trabajo internos deben ser flexibles y adaptativos.

			La DARPA es el ejemplo perfecto de por qué es un error pensar que el Gobierno solo está para ahorrarle el riesgo a quienes asumen riesgos en el sector privado. La DARPA asumió un riesgo enorme cuando financió la invención de internet; lo hizo con un problema en mente: que los satélites pudieran comunicarse. De igual manera, la Armada estadounidense financió la invención del GPS en un intento de orientar mejor los misiles. La cuestión es: pensar de una forma orientada por misiones es revolucionario porque requiere repensar el papel del Gobierno en la economía, dar prioridad al propósito y resolver problemas que son importantes para los ciudadanos. Significa transformar el Gobierno, que pase de ser un mero «facilitador» o incluso un «sofocador» de la innovación a convertirse en un motor de innovación. Este tipo de flexibilidad y de orientación por resultados solo suele darse en tiempos de guerra, cuando las organizaciones militares cuentan con autonomía respecto a las ramas más burocráticas del Gobierno. Pero la DARPA funciona en tiempos de paz. Hace poco, por ejemplo, financió las primeras fases de I+D para dos compañías farmacéuticas, Moderna Inc. y Inovio Pharmaceutical Inc., cuyo fin era crear vacunas de ADN y ARN; tecnologías que muchos científicos e inversores consideraban especulativas y muy arriesgadas. Sin embargo, la DARPA creía que las vacunas basadas en ácidos nucleicos podían desarrollarse con mucha mayor rapidez que las basadas en tecnologías convencionales, y su apuesta valió la pena. En el 2020, después del impacto de la pandemia de COVID-19, la vacuna de Moderna basada en el ARN fue la primera vacuna para la COVID-19 que se administró en un ensayo de fase 1 y, poco después, la vacuna de Inovio basada en el ADN estaba lista para empezar el ensayo de fase 1. En el caso de la DARPA, el desarrollo de tecnologías muy arriesgadas y con enormes beneficios es algo rutinario, puesto que siempre está creando, fabricando y distribuyendo profilácticos en los sesenta días posteriores a la identificación de un nuevo patógeno viral.

			Y esto nos lleva a la consideración definitiva para seleccionar una misión: tiene que estimular la búsqueda de múltiples soluciones en lugar de centrarse en una única tecnología o vía de desarrollo. Aunque las misiones se dirigen a un objetivo específico, este debería ser lo bastante amplio para abarcar numerosos proyectos que, juntos, lleven a cabo toda la misión. Algunos fracasarán; otros tendrán éxito. Pero se debe aspirar a estimular tantas ideas diferentes y vías de solución como sea posible. Las misiones son una forma de implementar la direccionalidad dentro de la economía. Pero, como se expuso en la introducción, la reorientación no funcionará si no está alineada en todos los ámbitos políticos. Así, aunque las misiones son fundamentales, el espacio fiscal y tributario que las rodea también debe estar alineado.

			 

			 

			IMPLEMENTAR UNA MISIÓN

			 

			Para resolver problemas concretos que catalicen la inversión y la colaboración entre muchas personas y organizaciones diferentes, necesitamos instrumentos políticos que se centren en los resultados y fomenten la experimentación. Los contratos de adquisiciones, las subvenciones, los préstamos y los sistemas de precios deberían recompensar a los innovadores que asumen riesgos para resolver problemas públicos, independientemente de que el fin sea desarrollar una vacuna o una nueva forma de que los hospitales puedan compartir datos. Lo cual significa poner menos énfasis en la necesidad de apoyar a tipos específicos de empresas (como las pymes y las start-ups), a tecnologías particulares (como la «tecnología punta», la inteligencia artificial y la informática cuántica) y de promocionar a sectores concretos (como las ciencias de la vida o el sector creativo). Al mismo tiempo, significa poner más énfasis en los grandes problemas a los que se enfrenta la sociedad y en cómo cualquier tipo de organización, tecnología y sector puede desempeñar un papel en su resolución.

			En particular, los sistemas de precios son útiles para impulsar la innovación intersectorial, y lo han sido durante siglos. En 1675 se fundó el Observatorio Real en Greenwich, al este de Londres, junto al río Támesis, para llevar a cabo observaciones astronómicas. En parte, la misión del observatorio era ayudar con el controvertido problema de medir la longitud: la distancia al este o al oeste del meridiano cero, que pasa de norte a sur por el observatorio y rodea la Tierra. Determinar la longitud empezaba a resultar fundamental por razones comerciales y navales. Gran Bretaña llevaba tiempo compitiendo con potencias rivales, sobre todo con Francia y Holanda. Las naves se perdían, o sus viajes duraban más tiempo del necesario, porque no podían establecer su posición en el mar de manera precisa. La capacidad de establecer la longitud daría al país una ventaja comercial y naval.

			Admirablemente, el anuncio del Premio Longitud acabó dando lugar a dos soluciones que se desarrollaron de manera simultánea. John Harrison, un relojero autodidacta de clase obrera, empleó su enorme talento con la mecánica y su determinación para construir una serie de relojes marinos, que culminaron en el modelo llamado «H4». Con el tiempo, tras años de peleas con el Consejo de la Longitud, consiguió ganar un total de 2.065 libras, equivalentes en la actualidad a más de tres millones de libras. El H4 se acabaría conociendo como el «cronómetro marino» y aún puede verse en el Observatorio de Greenwich. Además, el matemático británico John Hadley y el astrónomo alemán Tobias Mayer mejoraron y perfeccionaron las tablas y los mecanismos necesarios para usar de manera eficaz el método de la distancia lunar. El trabajo de Nevil Maskelyne, astrónomo en el Observatorio Real, demostró que los métodos de precisión y las observaciones astronómicas se podían complementar entre ellas y dar lugar a una determinación correcta de la longitud. En la actualidad, el Premio Longitud gestiona un fondo de diez millones de libras para premios y concede uno de ocho millones para recompensar al equipo de investigadores que desarrolle una prueba de diagnóstico inmediato que sirva para que los antibióticos sigan siendo efectivos en las generaciones futuras, revolucionando así la prestación de la atención sanitaria mundial. La prueba debe ser precisa, rápida, asequible y fácil de usar en cualquier parte del mundo.

			Aparte de nuevos instrumentos políticos, las misiones necesitan una gobernanza con un enfoque nuevo. Las nuevas clases de gobernanza implican que la financiación de las operaciones se haga de forma diferente, de modo que la financiación pública se considere un inversor de primer recurso, no un mero prestamista de último recurso. Al influir en la percepción de las oportunidades futuras, el sector público puede atraer a la inversión privada y aumentar el «efecto multiplicador» (es decir, la cantidad de actividad que estimula cada dólar o euro de inversión gubernamental). Pero requiere la creación de nuevas competencias en las instituciones públicas —entre ellas, el rediseño de los contratos de adquisiciones para fomentar ideas nuevas que resuelvan problemas— y un cambio en la cultura gubernamental, para que sea menos aversa al riesgo y esté más abierta a carteras que contengan una amplia variedad de proyectos ambiciosos.[7] Las propias instituciones financieras pueden orientarse en mayor medida por misiones si dirigen la financiación pública hacia objetivos sociales, ya sean estos bancos públicos o fondos soberanos de inversión. Con demasiada frecuencia, estos fondos acaban repartiendo dinero entre proyectos escogidos o empresas que se consideran necesitadas de apoyo, como las de tamaño pequeño y mediano. En cambio, es fundamental demostrar más ambición y proporcionar una financiación paciente y a largo plazo a organizaciones dispuestas y capaces de ayudar a dirigir la economía hacia la consecución de sus retos.

			Financiar misiones puede resultar complejo. Obviamente, la cantidad de financiación es importante. Menos obvia es la importancia de proporcionar el tipo adecuado de financiación en la etapa correcta de desarrollo de una misión. Esto es particularmente cierto cuando una misión implica un alto grado de innovación arriesgada.

			Existe una red amplia y diversa de instituciones y tipos de financiación que conforman el ecosistema público-privado. En el lado público, están la financiación de la investigación, los fondos públicos de capital riesgo, las políticas de contratación dirigidas a pymes y los bancos de desarrollo nacionales y regionales como el KfW en Alemania y el Banco Europeo de Inversiones. Pensando en las misiones, la Comisión Europea ha presentado un Consejo Europeo de Innovación, con gestores de programas específicos y una financiación combinada de subvenciones e inversiones de capital para promover innovaciones rompedoras. La contratación para resolver objetivos públicos, por ejemplo la fabricación de respiradores durante una pandemia sanitaria, puede utilizarse para impulsar la innovación en las empresas, centrándose en el objetivo en lugar de en las métricas estáticas relacionadas con la comercialización. La clave es especificar lo que se necesita sin microgestionar la forma en que se hace, para así estimular al máximo la creatividad y la innovación en múltiples actores.

			En el lado privado, la financiación de la innovación y las misiones abarca desde el capital riesgo privado hasta los fondos de innovación de los bancos de inversión. Pero hay dos grandes desafíos. Uno es cómo atraer fuentes de financiación privada, que en general son cautas. El otro es cómo repartir los riesgos y las recompensas de manera justa entre los sectores público y privado.

			Comprender cómo se extiende el riesgo a lo largo de la cadena de la innovación, desde el concepto original hasta el desarrollo comercial final, ayuda a entender cómo funciona el efecto de atracción. En torno a una misión confluye un amplio abanico de investigaciones e innovaciones, y determinados tipos de financiación suelen adaptarse a etapas concretas de la innovación. Las misiones dependen en gran medida de que las distintas clases de financiación sean lo más amplias y flexibles posible. Por ejemplo, las subvenciones pueden ser apropiadas para las etapas iniciales de investigaciones e innovaciones sin objetivos concretos, más motivadas por la curiosidad, mientras que en el otro extremo del espectro el capital accionarial puede hacer que las empresas tecnológicas crezcan hasta funcionar a escala comercial. El capital de deuda y los préstamos a largo plazo pueden ser mejores para actividades menos arriesgadas. La estructura de los préstamos, las subvenciones y los contratos de adquisiciones pueden rediseñarse para permitir la experimentación, al igual que la propia forma de las políticas. El objetivo es garantizar resultados y evitar que las presiones presupuestarias a corto plazo trunquen o pongan fin a misiones cuyos beneficios a largo plazo son inmensos.

			Para supervisar y medir el progreso de una misión necesitamos usar indicadores adecuados y marcos de seguimiento. Es lo contrario del ACB estático y los cálculos del valor actual neto (la diferencia entre el valor actual de los flujos de efectivo y el valor actual de los flujos de efectivo en el transcurso de cierto periodo ajustado por inflación), que son propensos a ahogar cualquier misión audaz desde su nacimiento. En su lugar, tenemos que utilizar métricas flexibles y dinámicas que reflejen, por ejemplo, los resultados indirectos intersectoriales que ocurren —muchas veces de manera casual— en el recorrido de una misión. También necesitamos establecer hitos intermedios para que una agencia pueda decidir dejar de subvencionar proyectos fallidos. Hacer públicos los datos en tiempo real puede ayudar a crear un sentido de urgencia, reconocer los logros y hacer que el progreso fomente la motivación.

			Todo esto depende del desarrollo, en las instituciones públicas, de competencias que les permitan gestionar de manera proactiva una cartera de proyectos. Como hemos visto, sin estas competencias los gobiernos recurren a trabajo y conocimientos que externalizan a terceros, como las empresas de consultoría, los laboratorios de ideas y el sector privado. Asimismo, las organizaciones públicas responsables de las prioridades tecnológicas y científicas deben invertir en conocimiento científico y tecnológico propio, así como fomentar las competencias y capacidades que les permitan asumir riesgos y experimentar. Sin embargo, en muchos países son justo este tipo de competencias las que se han externalizado o eliminado.[8]

			Lo cual nos lleva al punto final sobre la implementación de una misión: las misiones deben cambiar la manera en que los sectores público y privado trabajan juntos. Esta asociación no tiene tanto que ver con ayudas financieras, garantías y apoyo como con compartir la inversión, así como los riesgos y las recompensas. El sector privado tiene que trabajar con el sector público para llevar a cabo los objetivos de la sociedad: no mediante la responsabilidad social corporativa o la caridad, sino a través de la cadena de valor —donde se gana dinero al mismo tiempo que se apoyan las metas de la sociedad— y la inversión con propósito público.

			Pero hay que hacer una advertencia. La finalidad de que las empresas y el Gobierno trabajen juntos es cumplir una misión común. No se trata de que el Gobierno reclute al sector privado para mostrar cómo la investigación pública lleva a la comercialización. La mayoría de las oportunidades de comercialización procedentes de la investigación pública —como el desarrollo de la industria del software que se produjo después del Apolo— se dieron precisamente cuando el Gobierno no perdió de vista la meta y no se preocupó del valor económico o la comercialización resultantes. Los objetivos estaban claros, de modo que si el sector no cumplía lo establecido tenía que empezar de nuevo (acordémonos de Grumman).

			 

			 

			IMPLICAR A LOS CIUDADANOS EN UNA MISIÓN

			 

			En la década de 1960, el periodo en que se desarrolló el programa Apolo, aún se conservaba gran parte del sentido de propósito comunitario que siguió a la reconstrucción de Europa y Estados Unidos después de la Segunda Guerra Mundial. Además, existía un deseo común de alcanzar una tregua en la Guerra Fría. Sin embargo, a partir de mediados de la década de 1970, en América del Norte —y en un grado significativo también en Reino Unido, aunque menos en la Europa continental— la norma cultural se desplazó de las obligaciones comunitarias a los derechos individuales. Hubo varias razones para que fuera así. La generación más joven (los baby boomers) solo tenía un conocimiento indirecto de la Gran Depresión y las privaciones de los tiempos de guerra. El aumento de la financiarización, seguido de la desregulación del sector financiero, alentaron la codicia personal. Y una prosperidad y un consumismo cada vez mayores debilitaron los vínculos del interés colectivo en favor del progreso individual.

			Las misiones ofrecen una oportunidad para revertir esta tendencia, al implicar a los ciudadanos en la resolución de los grandes problemas de la sociedad y al crear un generalizado entusiasmo cívico por el poder de la innovación colectiva. Ofrecen el momento oportuno para situar la participación ciudadana en el centro de las políticas de innovación y conectar la I+D y medidas políticas más amplias con los asuntos que importan a la gente. Cada vez más, los movimientos sociales influyen en las políticas de abajo arriba, incluso aunque no exista un sistema formal de cooperación. Algunas misiones, como la del Apolo, se lanzan desde lo más alto; con frecuencia, estas son las que requieren una contribución científica muy importante. Pero las misiones que son tan sociales y políticas como tecnológicas requieren un grado mucho mayor de compromiso ciudadano. Un ejemplo es el movimiento por una «transición justa», en el que (sobre todo) los sindicatos reclaman una transición a la economía verde que tenga en cuenta inversiones para ayudar a los trabajadores a adaptarse y compartir los beneficios mediante la inversión en capacidades y competencias verdes, en especial para los trabajadores que pierdan su trabajo en los sectores relacionados con los combustibles fósiles.[9]

			La cultura de una sociedad —en el sentido de su cultura creativa y en el sentido sociológico, más amplio, de aquello que une a los ciudadanos— puede ayudar a que estos imaginen una nueva forma de vivir. Por ejemplo, en el 2017, David Attenborough, el famoso naturalista y documentalista, puso voz a una serie llamada Planeta azul II sobre la vida en nuestros mares y océanos. El último episodio incluía escenas que encogían el corazón, de crías de delfín asfixiándose y muriendo por los pequeños trozos de plástico que hoy en día se infiltran en la vida subacuática. Lo vieron niños de todo el mundo, y la concienciación de que existe una necesidad urgente de limpiar los océanos de plásticos saltó a la agenda pública y fue mucho más allá de conversaciones en reducidos seminarios sobre políticas o salas de juntas. La idea de unos océanos sin plásticos suscitó conversaciones en las escuelas y en las mesas familiares, lo que pone de manifiesto el poder que tienen la cultura y el sector creativo en general a la hora de explicar las misiones y estimular nuevas actividades.

			En algunos países, lograr que los ciudadanos se comprometan e impliquen en el diseño de las misiones se ha convertido en un principio fundamental de la innovación en el sector público, al igual que lo es en la práctica de la innovación en el sector privado. Hay muchos ejemplos positivos, sobre todo en la generación de ideas y las consultas que llevaron al establecimiento de los ODS. En debates sobre la Agenda de Desarrollo Sostenible posterior al 2015, gente de todo el mundo expresó sus puntos de vista gracias a una consulta sin precedentes y a los esfuerzos de divulgación de grupos organizados de la sociedad civil, así como a través de las conversaciones globales organizadas por el Grupo de Desarrollo de Naciones Unidas sobre «Un millón de voces: el mundo que queremos», el «Cumplimiento de la Agenda Posterior al 2015: oportunidades a escala nacional y local» y la encuesta «Mi mundo». El diseño conjunto garantiza la apropiación social de los objetivos de las misiones, asegurando que estas cuenten con una duración que supere el periodo en que los ministros o incluso los gobiernos están en el poder.

			La misión Apolo motivó a los ciudadanos, pero no les implicó en el diseño de la misión. Lo cual, por supuesto, tiene sentido en las misiones tecnológicas. Pero en las misiones sociales —relacionadas con el crecimiento verde, las formas de vida saludables, el futuro de la movilidad o la superación de la brecha digital— es esencial que desde el principio participen diferentes voces, para poder pensar bien las consecuencias que la misión tiene para la gente corriente y modificarla para que implique y beneficie a los ciudadanos en la mayor medida posible.

			Los responsables de políticas deben estar abiertos al debate directo que tal vez se derive de las interacciones con los ciudadanos. Por ejemplo, el movimiento cívico verde, con décadas de vida, ha influido en la preocupación política por el crecimiento sostenible, que en Alemania encarna la misión Energiewende.[10] Energiewende, que significa «transformación energética», es una misión apoyada por el Gobierno alemán para abordar el reto del cambio climático mediante la reducción de las emisiones de carbono y la dependencia de la energía nuclear. Además, a la hora de planificar la innovación a escala europea, la implicación ciudadana deber tener en cuenta la diversidad de la población europea y contar con las opiniones de grupos infrarrepresentados, bien sea por edad, clase, raza u otros rasgos.

			Suecia ha sido particularmente activa a la hora de establecer misiones basadas en el lugar, que utilizan métodos colaborativos y participativos tanto dentro como fuera del sistema. Entre ellas, hay una misión para «garantizar que cada calle de Suecia sea saludable, sostenible y vibrante». En Suecia hay cuarenta mil kilómetros de calles, que muchas veces han contado con más sitio para aparcar que espacios para vivir. La idea no solo es construir más espacios que puedan utilizar las personas, sino hacerlo con una idea ambiciosa de lo que significa vivir bien juntos. Otra misión basada en el lugar tiene que ver con las comidas escolares. La misión es «garantizar que la comida escolar de todos los estudiantes sea saludable, sostenible y sabrosa». Una misión de este tipo requiere una estrecha colaboración entre los gobiernos regionales (que adquieren los alimentos para las escuelas) y las agencias alimentarias, las escuelas locales y las organizaciones de agricultores. El objetivo es conectar la transformación dentro de los sistemas alimentarios con cambios en la educación, la resiliencia del clima local y la sanidad. Tanto la misión de las calles como la de las comidas escolares son ejemplos de «palancas» que pueden usarse para lograr los ODS, el objetivo nacional de una Suecia sin combustibles fósiles[11] y la estrategia «ciudad viable».[12] Implicar a los ciudadanos en misiones basadas en el lugar es más fácil que hacerlo en las nacionales. Ellos pueden ayudar a establecer tanto la misión como las métricas para supervisar si se está logrando: los estudiantes pueden confirmar que, de hecho, las comidas escolares ¡están ricas!

			De igual manera, en una comisión que presido en Londres, llamada Comisión para la Renovación de Camden, hemos utilizado los núcleos residenciales para controlar las metas relacionadas con la neutralidad en emisiones de carbono del barrio. Con un formidable grupo de comisionados expertos, entre ellos Michael Marmot, una destacada autoridad británica en salud pública, George el Poeta y Delia Barker, que dirige la programación del teatro Roundhouse en Camden, estamos creando misiones diseñadas para incorporar una vida «verde» y sostenible a los doscientos setenta núcleos de Camden, y para hacerlo de una forma que galvanice la creatividad de quienes viven ahí. Con espacios verdes reservados para las relaciones intergeneracionales, para jugar, para aprender y para la espontaneidad, la misión pretende conseguir edificios cómodos y estéticamente agradables, en los que los ciudadanos participen en las decisiones presupuestarias. 

			El hecho de establecer los núcleos residenciales y las calles como lugares en los que las misiones pueden arraigar da lugar a una gobernanza y administración ciudadana a largo plazo, a la acumulación de valor público e innovación pública a lo largo del tiempo y, por último, a la prosperidad local y el crecimiento económico. En el momento de escribir esto, en Camden hay otras misiones que empiezan a arraigar en calles principales, escuelas y otros espacios para jóvenes.

			El papel de las calles principales como una «base» para las misiones ya lo he examinado antes, a principios del 2019, en colaboración con un proyecto del alcalde de Londres denominado Estrategias adaptativas para las calles principales.[13] Las calles principales son lugares en los que las inversiones públicas y privadas se juntan con los ciudadanos. ¿Para quién son las calles? ¿Cómo se distribuyen los beneficios? ¿La riqueza creada se reinvierte en las calles o se desvía? Establecer misiones a la escala de una calle principal nos permite llegar al fondo de estas cuestiones y entender cómo los espacios públicos y el bien público deben disputarse y discutirse de manera constante.

			Las calles principales —desde las que son comerciales y famosas como Buchanan Street en Glasgow, Oxford Street en Londres y Milsom Street en Bath, hasta las calles locales más pequeñas que prestan servicio a un vecindario— pueden ser lugares de peso para considerar la ocupación, la interdependencia, la condicionalidad y la cooperación entre las partes interesadas. La manera en que estos elementos actúan e interactúan como sistemas en las calles principales forma la base para desarrollar valor en el ámbito público, y para crear misiones que dirijan las economías locales en determinadas direcciones.

			Esta receptividad de cara a los ciudadanos no puede depender de la buena voluntad de los políticos, necesita institucionalizarse e incorporarse a largo plazo. El uso de novedosas herramientas online de consulta ciudadana puede ayudar a recoger de forma económica y flexible las aportaciones de un grupo de personas amplio y numeroso. Los gobiernos europeos y de otros lugares están deseando obtener, a gran escala, este tipo de información de los ciudadanos. Por ejemplo, la aspiración de los proyectos VOICES (las siglas en inglés de puntos de vista, opiniones e ideas de los ciudadanos europeos sobre ciencia) y CIMULACT (las siglas en inglés de consulta ciudadana y multiactor sobre el Horizonte 2020), financiados por la Unión Europea, era implicar a los ciudadanos y las partes interesadas en la creación conjunta de agendas de investigación europeas, como Horizonte 2020, basadas en visiones reales, validadas y compartidas, necesidades y demandas. Estos proyectos desarrollaron y experimentaron con la participación ciudadana a largo plazo y crearon competencias en métodos existentes. Los experimentos estudiaron varias maneras de evaluar y motivar a la comunidad investigadora con un amplio abanico de opciones para implicar, entre otros, a los ciudadanos en el establecimiento de prioridades para la investigación y la innovación. La diversidad de métodos ayudó a que pudieran dirigirse a diferentes grupos sociales, lo cual enriqueció la retroalimentación y la validación de los escenarios del programa de investigación. Además de las consultas online, los responsables de políticas pueden obtener muestras de la creación conjunta y el compromiso ciudadano a partir de los proyectos de investigación e innovación que se financian de forma pública.

			Un desafío considerable para la implicación activa de cualquier tipo de grupo interesado, como los ciudadanos o las organizaciones de la sociedad civil, es evitar que los intereses creados capturen las misiones y reconocer las diferencias entre las necesidades cívicas a largo plazo y las tendencias y fases pasajeras. Los ciudadanos y sus asociaciones deben colaborar estrechamente con los responsables de políticas, los investigadores y las empresas: esto ayudará a que todos los implicados vean los problemas desde diversas perspectivas, se evite la captura de la misión por parte de un solo grupo y el cambio sistémico que se produzca sea mayor.

			Por último, los ciudadanos deben participar en la evaluación de las misiones. Ellos, o las organizaciones de la sociedad civil, pueden estar representados en la evaluación de las propuestas, comprobando el progreso de los proyectos, participando en organizaciones consultivas y, en general, asegurándose de que los resultados de la misión están alineados con las necesidades, los valores y las expectativas de la sociedad. Esto, una vez más, debería hacerse junto con investigadores, empresas y expertos en políticas consolidados, con la garantía de que todas las partes interesadas actúan de manera imparcial. La transparencia es muy importante. Para ganarse y conservar la confianza de los ciudadanos en el seguimiento de la evolución, las organizaciones públicas que implementan políticas de investigación e innovación orientadas por misiones deben comprometerse a ser transparentes y a emplear una política de datos abiertos, mediante la suscripción del principio FAIR (las siglas en inglés de localizable, accesible, interoperable y reutilizable).

			Cuando se tiene en cuenta la implicación ciudadana, es crucial no dejarse engañar por la idea de que esta es armoniosa. Muchas innovaciones que alteraron la vida de los ciudadanos de manera esencial nunca se habrían producido sin conflicto y debate. La píldora anticonceptiva no habría existido si el movimiento feminista no hubiera luchado por ella. De igual manera, los medicamentos para el VIH no se habrían creado sin los movimientos dedicados a acabar con el sida, como ACT UP, que lucharon por ellos, y no tendríamos una jornada laboral de ocho horas o fines de semana sin el movimiento sindical o el voto de la mujer sin las sufragistas.[14] Hay grupos de acción climática como Extinction Rebellion que, con varias décadas de activismo medioambiental generalizado y creciente como base, están aumentando la presión sobre los gobiernos, las empresas y los ciudadanos para que actúen con decisión a la hora de enfrentarse a la emergencia medioambiental, desde la transformación total de la energía y el transporte hasta la prohibición de las bolsas y los envases de plástico.

			Este es un punto clave que merece una reflexión, si tenemos en cuenta, por ejemplo, la resistencia al programa Apolo de quienes luchaban por los derechos civiles. El problema no era solo la pertinente pregunta —¿cómo podemos gastar tanto en el espacio cuando hay tantos problemas en la Tierra?—, sino ¿quién estaba tomando las decisiones? Un aspecto vital de un enfoque orientado por misiones es que debe representar a diferentes personas y perspectivas, no solo a los expertos de «élite», que suelen ser hombres blancos en la sesentena. El pensamiento y la acción política recientes en torno a Black Lives Matter abordan quién define lo que es valioso, y cómo eso retroalimenta los sesgos, los prejuicios y el racismo, tanto explícitos como ocultos.

			Requiere, asimismo, nuevos marcos de gobernanza. Por eso es interesante considerar el concepto de capitalismo de las partes interesadas no solo en referencia a la gobernanza corporativa (ahondaremos en esto en el capítulo 6), sino en referencia al gobierno de las transiciones y las misiones. Recientemente, las asambleas ciudadanas se han utilizado para el debate democrático sobre grandes cuestiones, del Brexit en Reino Unido a la transición verde en Australia.

			 

			 

			MISIÓN: UN NUEVO PACTO VERDE

			 

			Lograr que la economía sea más verde exige y merece un moonshot digno de tal misión. No se trata de elegir una serie de resultados que solo sean valiosos para una parte de los participantes del mercado y perjudique a los demás. Encontrar una solución al cambio climático debe resultar transformativo para toda la economía. Tanto los agentes públicos como los privados y civiles tendrán que cambiar de mentalidad, y pasar de pensar en ganancias a corto plazo a resultados y beneficios a largo plazo, sobre todo en un contexto de estabilidad financiera y con los riesgos de transición que conforman el panorama del cambio climático. Las estrategias industriales no solo necesitan objetivos diferentes: necesitan misiones.

			Imaginemos que tuviéramos la valentía, el espíritu de experimentación y la voluntad necesarios para el moonshot de hacer frente al mayor problema de nuestro tiempo: la emergencia climática. Imaginemos que tuviéramos líderes que declararan con orgullo: «Decidimos combatir el cambio climático en esta década no porque sea fácil, sino porque es difícil, porque ese objetivo servirá para organizar y medir nuestras mejores capacidades y energías, porque ese es un desafío que estamos dispuestos a asumir, uno que no estamos dispuestos a posponer y que tenemos la intención de superar».[15]

			En todo el mundo se habla cada vez más sobre la necesidad de una inversión de escala rooseveltiana para combatir el cambio climático. La idea del Nuevo Pacto Verde evoca conscientemente las políticas del New Deal que iniciaron la salida de Estados Unidos de la Gran Depresión. El Nuevo Pacto Verde trata de transformar la producción, la distribución y el consumo en toda la economía. Debe apoyarse en una financiación paciente y a largo plazo que esté dispuesta a asumir riesgos y sea capaz de movilizar y atraer a otros inversores. Esto es clave, porque la inversión empresarial reacciona ante la percepción de dónde están las oportunidades futuras: la emergencia climática puede ser al mismo tiempo el palo y la zanahoria, y crear una nueva dirección de oportunidades para la economía global. Pero, ¿por dónde empezamos?

			El mapa de la misión para las ciudades neutras en emisiones de carbono (figura 7) muestra que la transformación verde no tiene que ver solo con las energías renovables. Se trata, además, de lograr un planteamiento transversal de la innovación cuyo objetivo sea crear una cartera diversa de proyectos de misiones que impliquen a múltiples sectores e impulsen la experimentación en otras tantas clases de organizaciones diferentes. De igual manera, el mapa de la misión para el futuro de la movilidad (figura 9) abarca diferentes sectores que podrían alterar cómo viajan los ciudadanos, desde innovaciones en la manera en que la gente discapacitada accede a las rampas hasta nuevas formas de transporte público, uso de datos públicos y gobernanza electrónica.

			Pero es fundamental que haya visión y liderazgo. En el 2019, vimos a figuras públicas de dos continentes enfrentarse a esto de dos maneras diferentes. En Estados Unidos, Alexandria Ocasio-Cortez, congresista demócrata por Nueva York, y Ed Markey, senador demócrata por Massachusetts, presentaron un Nuevo Pacto Verde para impulsar un nuevo tipo de crecimiento en Estados Unidos basado en misiones que eliminarían todas las emisiones de carbono estadounidenses. En Europa, Ursula von der Leyen, presidenta de la Comisión Europea, anunció el lanzamiento del Nuevo Pacto Verde, que defendía iniciativas políticas destinadas a hacer que en el 2050 Europa sea climáticamente neutra.[16] «Para Europa, este momento es como el del hombre en la Luna», declaró.[17]

			En Estados Unidos, el Nuevo Pacto Verde fijó una dirección clara para su misión y estableció objetivos específicos, medibles y delimitados en el tiempo. La proposición que el senador Markey y la congresista Ocasio-Cortez presentaron en el Congreso requería la «movilización nacional durante diez años» para lograr objetivos como «satisfacer el 100 por ciento de la demanda energética en Estados Unidos mediante fuentes de energía limpias, renovables y con cero emisiones». El objetivo último era dejar de usar combustibles fósiles por completo y abandonar la energía nuclear.

			Entre las metas de la misión estaban «rehabilitar todos los edificios existentes» del país para que sean eficientes energéticamente; trabajar con los agricultores «para eliminar la contaminación y las emisiones de gases de efecto invernadero […] en la medida en que sea tecnológicamente posible» (al mismo tiempo que se apoya a las granjas familiares y se promueve el «acceso universal a alimentos saludables»); renovar los sistemas de transporte para reducir las emisiones, lo que incluye aumentar la fabricación de coches eléctricos, la construcción de «estaciones de carga en todas partes» y la expansión del ferrocarril de alta velocidad para reducir los viajes aéreos nacionales. La misión tiene, además, objetivos sociales, entre ellos un trabajo garantizado con un salario que permita mantener a una familia, bajas médicas y familiares adecuadas, vacaciones pagadas y una jubilación segura, así como «atención sanitaria de calidad» para todos los estadounidenses.[18]

			De manera similar, el Pacto Verde Europeo estableció una misión audaz e inspiradora que trasmitía una dirección para guiar a la economía europea. Aspiraba a transformar una economía con una gran producción de emisiones de carbono en una con una producción baja, a la vez que se mantenían las condiciones de vida, aumentaba su calidad y se mejoraba el entorno natural. Presentaba cincuenta medidas políticas específicas y señalaba su intención de cumplir los objetivos del Acuerdo de París del 2016. Uno de los principales objetivos del Pacto Verde Europeo, a la hora de hacer que Europa sea climáticamente neutra, es reducir el calentamiento global y mitigar sus efectos. El plan prevé aumentar el objetivo relacionado con la reducción neta de emisiones de la Unión Europea para el 2030 como mínimo del 40 al 50 por ciento. Al mismo tiempo, el Pacto Verde será la estrategia de crecimiento de Europa, creará puestos de trabajo y mejorará la calidad de vida. Esto supondrá reducir las emisiones en muchos sectores, del transporte a los impuestos, de la alimentación a la ganadería y de la industria a la agricultura. La conservación de la biodiversidad también es un objetivo importante. La intención es que este gran esfuerzo catalice una enorme inversión.

			El Plan de Inversiones para una Europa Sostenible, anunciado el 14 de enero del 2020, pretende movilizar al menos un billón de euros en inversiones relacionadas con la sostenibilidad durante la próxima década.[19] La mitad aproximada de esta cantidad provendrá del presupuesto de la Unión Europea, otros 114.000 millones de euros de los gobiernos nacionales y 279.000 millones de euros de inversiones del sector privado respaldadas por garantías de préstamo del Banco Europeo de Inversiones. Otra parte del plan es un mecanismo para una transición justa (un fondo) con el que se recaudarán cien mil millones de euros, con el apalancamiento del Banco Europeo de Inversiones y dinero privado, para ayudar a los países —sobre todo a algunos del este de Europa, que dependen más de combustibles fósiles como el carbón— a llevar a cabo la transición.

			Las políticas audaces de este tipo necesitan un marco claro, además de cambios obligatorios en el statu quo. Por ejemplo, para que el Pacto Verde Europeo tenga éxito, los gobiernos tienen que llevar a cabo un rediseño general de los instrumentos fiscales. Lo cual incluye presionar a los bancos públicos, como el Banco Europeo de Inversiones, o a los bancos nacionales como el KfW en Alemania, para que dediquen fondos a proyectos verdes; lograr que el banco central utilice la regulación fiscal para recompensar a la banca verde; usar fondos estructurales (que apoyan el desarrollo económico en todos los estados miembros) para fomentar las infraestructuras verdes en lugar de proyectos que pueden empezar de inmediato porque ya se cuenta con la tecnología necesaria; y reestructurar los fondos de inversión y los fondos para pequeñas y medianas empresas con el objetivo de que se centren en recompensar a las compañías más innovadoras que aporten soluciones verdes.

			Las propuestas para cambiar las políticas están en marcha. Para apuntalar la misión, la primera ley climática europea hará que la transición hacia la neutralidad climática sea irreversible. Entre las principales medidas propuestas están la estrategia industrial de la Unión Europea y la legislación sobre economía circular (para estimular un uso más sostenible de los materiales). También se propone un mecanismo de ajuste en frontera de las emisiones de carbono, que es un arancel impuesto a productos de países con estándares medioambientales más laxos concebidos para cumplir con las reglas de la Organización Mundial del Comercio.

			No está claro que la Unión Europea pueda movilizar fondos a la escala prevista o despertar el apoyo político de los ciudadanos europeos para esta misión, algo que es esencial. Ningún país, y menos aún grupos de países tan grandes como la Unión Europea, se ha comprometido a llevar a cabo una tarea parecida. Pero, al invocar conscientemente al Apolo como un precedente del Pacto Verde Europeo, la señora Von der Leyen quiso concentrar la atención en el resultado en lugar de en la escala del desafío, y contar con el espíritu del Apolo para guiar a Europa en el siglo XXI.

			La transición verde no tendrá lugar si no se produce la revolución que defiende este libro, que afecta al funcionamiento de los gobiernos y a la forma en que se articulan las relaciones entre las organizaciones públicas y privadas. Durante mucho tiempo, los gobiernos han invertido demasiado en carbono y muy poco en fuentes de energía renovables. La propuesta de la economía convencional de solucionar el cambio climático simplemente con un impuesto al carbono y algunas subvenciones a la I+D (para que los mercados encuentren el camino óptimo), combinada con los impedimentos políticos y económicos a los impuestos al carbono, ha dado como resultado sistemas de impuestos al carbono desidiosos y una transición verde preocupantemente lenta. Pero no solo hay que culpar a las constricciones políticas y económicas. Los economistas no han sido capaces de identificar y precisar la lógica de una inversión pública y una imposición normativa que sean transformativas y consigan lo que el impuesto a las emisiones de CO₂, por sí solo, no puede. Como ha demostrado la ciencia conductista (y los lectores saben por su vida cotidiana), las personas reales no suelen reaccionar de manera óptima a los incentivos de precios y tienden a «satisfacer» (a estar satisfechas) en lugar de maximizar los beneficios o las medidas de felicidad en cada momento.[20] Esto deja un margen considerable para una normativa inteligente y bien fundamentada, como los estándares de rendimiento energético. Además, no se puede esperar que la transformación industrial conseguida a través de la innovación radical y las inversiones en infraestructura responda mecánicamente a los impuestos a las emisiones de CO₂ como un problema de oferta y demanda en un mercado agrícola.[21] Algunos gobiernos han creado mercados en los que las tecnologías de las energías renovables —por ejemplo, la eólica en Dinamarca y la solar en Alemania— pueden prosperar y desarrollarse mediante el aprendizaje práctico, dándoles así la oportunidad de madurar y competir con la tecnología basada en combustibles fósiles.

			Nuestro aletargado ritmo de transición es una lección, a escala global, de lo que puede ocurrir si el Gobierno deja que el mercado resuelva los problemas y se abstiene de asumir un papel emprendedor en la sociedad. Es lo contrario de lo que sucedió en la revolución tecnológica y empresarial más transformativa, la de las TI, en la que las iniciativas y las inversiones de la Administración fueron cruciales. Sin embargo, esta vez necesitamos algo más que simples iniciativas gubernamentales. Las propuestas de Estados Unidos y la Unión Europea no pueden funcionar en el vacío en sectores como el de las energías renovables, la descarbonización de los vehículos o cualquier otra propuesta específica de un sector. Se requiere, en cambio, una transformación innovadora en todos los sectores, lo cual constituiría uno de los mayores intentos de cambio de la humanidad.[22] Será fundamental reducir el volumen de materiales en industrias pesadas como la del acero, e introducir una economía circular para los residuos en los sectores con una mentalidad de reconversión, reutilización y reciclaje. Esto exige cambios en los materiales, para poder producir tejidos más duraderos; cambios en la nutrición, con un énfasis mayor en los alimentos de proximidad; y pasar a técnicas de producción como la fabricación 3D.[23]

			Sin embargo, los mercados, por sí solos, no encontrarán una dirección verde. Los gobiernos tienen un papel fundamental a la hora de proporcionar un cauce estable y coherente para la inversión que garantice que la regulación y la innovación convergen en una trayectoria verde que aborda el cambio climático. Es más, los gobiernos no pueden recurrir a las intervenciones habituales, como los incentivos fiscales o las subvenciones públicas; estas no son suficientes para impulsar el cambio necesario. Las empresas no invertirán a menos que vean una oportunidad de crecimiento. Solo las inversiones audaces, como el New Deal de Roosevelt, estarán a la altura de la emergencia climática.[24]

			Las dimensiones del Nuevo Pacto Verde son diferentes a escala urbana, regional, nacional e internacional. Las políticas existentes —como las de los alcaldes— cambian de manera fundamental cuando la resolución de problemas se sitúa en el centro de la estrategia. En esencia, esto significa hacer que los objetivos sean un elemento central a la hora de considerar el crecimiento económico, de modo que lleven la dirección de la innovación —y no solo su velocidad— al centro del debate.

			Esto es lo que la Energiewende está intentando hacer en Alemania. Las consecuencias afectan a toda la economía, porque no solo implica a las energías renovables, sino al contenido de carbono en sectores como el del acero. Afecta en profundidad a la elaboración de políticas, ya sea a las condiciones vinculadas a los préstamos concedidos por el KfW, el banco público, o a la forma en que se orientan los estímulos fiscales. La Energiewende cumple varios de los criterios que definen una misión. En primer lugar, supone un gran desafío. En segundo lugar, cuenta con metas claras, entre ellas eliminar progresivamente la energía nuclear en Alemania para el 2022 y el carbón para el 2038, y con metas escalonadas para la generación de electricidad renovable. En tercer lugar, está formulada para estimular una investigación que implique a una amplia gama de participantes, como las organizaciones de la sociedad civil, a las que se empodera para que traten de lograr objetivos de propósito público, y la innovación en todos los sectores, incluidos algunos, como el del acero, que de otro modo no hubieran hecho demasiado por reducir sus emisiones. En la Energiewende, la ayuda que el Gobierno facilitó a la industria siderúrgica incluía condicionalidades que le obligaban a reducir su contenido de carbono, mediante la conversión, utilizando energía renovable, del gas de fundición de la producción de acero en productos químicos básicos. En cuarto lugar, la sociedad entiende la Energiewende. Agrupa una mezcla compleja de políticas, inversiones y legislación en una única idea simple —la misión— que deja claro que el Gobierno, los científicos y las empresas están trabajando para liberar a la sociedad de la dependencia de la energía nuclear y sustituirla en la medida de lo posible por energías sostenibles y verdes como la eólica o la solar. En quinto lugar, el movimiento verde alemán, muy consolidado, ha dado legitimidad a la misión: el 90 por ciento de los ciudadanos apoya la Energiewende. Y, por último, un acontecimiento decisivo —el desastre nuclear de Fukushima, en Japón, en el 2011— hizo que una iniciativa que tenía muchos años se convirtiera en una misión, al igual que el Sputnik fue la motivación inmediata del Apolo.

			La Energiewende se enfrenta a retos difíciles. El abandono de la energía nuclear hizo que fuera más difícil de implementar, porque la rápida clausura de las plantas de energía nuclear aumentó la necesidad de emplear las de carbón. Intentar cumplir dos objetivos al mismo tiempo —los de la energía de bajas emisiones de carbono y la energía no nuclear— puede llevar a contradicciones si se adoptan con demasiada rapidez. Ahora Alemania se encuentra entre los rezagados de la Alianza para Impulsar el Abandono del Carbón (PPCA, por sus siglas en inglés), un club de gobiernos nacionales y subnacionales que promueven el final de la generación de electricidad a partir de carbón en los países de la OCDE para el año 2030. Si Alemania no reduce sus emisiones de carbono de manera significativa, la Energiewende no conseguirá su principal objetivo.

			Otro reto es la distribución equitativa de los costes de la transformación. Como gran parte de la generación de energías renovables todavía se beneficia de generosas subvenciones a las tarifas que se remontan a la década del 2000, cuando, en concreto, la energía solar fotovoltaica era muy costosa, los alemanes se enfrentan a importantes recargos en su factura de electricidad, lo que hace que los precios de la electricidad alemana sean de los más altos de Europa. Y como algunas industrias o instalaciones que consumen mucha energía están exentas (al igual que las excepciones del régimen de comercio de derechos de emisión de la Unión Europea), la carga recae aún más en los hogares, lo que lleva a algunas personas a preguntarse si el apoyo público al proyecto acabará flaqueando.

			Esto nos devuelve al hecho de que las misiones sociales son más difíciles de alcanzar que las tecnológicas, porque combinan cambios políticos, regulatorios y de comportamiento. Tal vez el aspecto más interesante de la Energiewende sea la manera en que ha creado una nueva relación entre las empresas y el Gobierno. Al acero no se le dio simplemente una ayuda: tuvo que transformarse. De ahí se pueden aprender lecciones valiosas sobre cómo establecer una dirección nueva y audaz para el sector de la salud, sobre todo transformando su relación con la industria farmacéutica: las grandes farmacéuticas.

			 

			 

			MISIÓN: INNOVAR PARA QUE LA SANIDAD SEA ACCESIBLE

			 

			Un enfoque orientado por misiones para el sector de la salud, en el que los servicios, las terapias y los diagnósticos son fundamentales, es un concepto especialmente interesante porque nos permite observar cómo afectan las misiones a la manera en que los sectores público y privado producen de forma conjunta. Es decir, pasamos de las políticas a la producción real. Un enfoque de la producción orientado por misiones significa no perder de vista el objetivo y gobernar la cadena de valor para alcanzar ese objetivo. Así, en la producción de una vacuna, el objetivo de la misión puede ser que su disponibilidad y accesibilidad sean universales. Eso influirá en la manera de llevar a cabo y gobernar la producción y la innovación. Incluirá la gobernanza de los derechos de propiedad intelectual, los acuerdos de licencia y los tipos de colaboración entre las grandes compañías farmacéuticas y los laboratorios públicos. Repensar cómo gobernar mejor la innovación relacionada con la salud es muy relevante, porque durante mucho tiempo los sistemas de innovación sanitaria no han conseguido satisfacer las mayores necesidades del mundo y dar prioridad a la salud pública.

			La innovación sanitaria es cara, ineficiente e insostenible, pero el sector farmacéutico prioriza de manera sistemática los beneficios frente a las personas. Esto se debe, en gran medida, a los incentivos que fomentan que las compañías farmacéuticas fijen precios elevados y repartan beneficios a corto plazo en lugar de invertir en una investigación más arriesgada y a largo plazo que promueva terapias cruciales. Los altos precios de las medicinas han impedido que puedan utilizarlas pacientes de todo el mundo, o han reducido su acceso a ellas, con consecuencias perjudiciales para la salud y el bienestar humano. Esto es especialmente problemático, porque el gasto público global en innovación de medicamentos es muy grande. Solo en Estados Unidos, los Institutos Nacionales de Salud se gastan cuarenta mil millones de dólares al año en ella y aun así el precio de los fármacos no lo refleja, lo que lleva a que algunas personas digan que mientras que los costes se socializan, los beneficios se privatizan (una idea con la que ya nos hemos topado antes).[25]

			Un buen ejemplo: el medicamento Sofosbuvir, para la hepatitis C, fue el producto de más de diez años de investigación financiada por el Departamento de Asuntos de los Veteranos de Estados Unidos y de investigación en la Universidad Emory financiada por los NIH, así como de las subvenciones de los NIH para la innovación en pequeñas empresas.[26] Después de adquirir el medicamento, Gilead Sciences lo comercializó al principio en Estados Unidos con un precio de 84.000 dólares por un tratamiento de doce semanas de una pastilla diaria. En Reino Unido, el precio de venta del tratamiento fue de casi 35.000 libras (sin IVA).[27] Estos precios suponían una enorme barrera de acceso, incluso en los países ricos. Sin embargo, a finales del 2017, los productos basados en el Sofosbuvir habían generado más de 50.000 millones de dólares en ventas para Gilead.[28] Y después, en julio del 2020, Gilead estaba cobrando 3.120 dólares por Remdesivir, su fármaco para la COVID-19, que fue desarrollado conjuntamente con una subvención de 70,5 millones de dólares procedentes de los NIH financiados por el Gobierno.[29]

			Por desgracia, una de las razones por las que los propios NIH se han vuelto menos activos en este ámbito es porque en 1995 eliminaron la cláusula de precios justos.[30] Y aunque en virtud de la Ley Bayh-Dole, que permite patentar en exclusiva la investigación financiada con fondos públicos, existe la posibilidad de que el Gobierno intervenga y retire esta exclusividad y conceda licencias adicionales si la invención patentada no está disponible en condiciones razonables —lo que se llama «derechos march-in»—, lamentablemente los NIH no parecen estar interesados en utilizarla de forma efectiva. De hecho, ninguna agencia federal ha ejercido nunca la facultad de conceder derechos de patentes a terceros. En concreto, los NIH han recibido seis peticiones de intervención y las ha denegado todas.[31] Curiosamente, la Administración de la Salud de los Veteranos ha tenido mucho más éxito a la hora de conseguir buenos precios, lo que pone de manifiesto una vez más cómo los objetivos militares parecen estar mejor sintonizados para asegurar un buen acuerdo público-privado.[32]

			En el año 2018 fui la coautora de un informe, The People's Prescription, que defendía un enfoque orientado por misiones para la innovación relacionada con la salud y una realineación de los sistemas sanitarios para crear valor público. Sostuve que un sistema sanitario próspero generaría nuevas tecnologías de la salud que mejorarían la sanidad pública, al mismo tiempo que garantizaba el acceso a tratamientos eficaces a la gente que los necesitara. En el informe, propuse recuperar la idea de una ARPA-H (Agencia de Proyectos de Investigación Avanzados-Salud) que atrayese las soluciones necesarias para lograr los objetivos de innovación sanitaria, de igual forma que la DARPA había hecho, con mucho éxito, con los objetivos relacionados con la defensa. Para esa propuesta era clave un enfoque orientado por misiones, con el fin de vincular la inversión en investigación de nuevos medicamentos durante las primeras fases con el acceso posterior a la sanidad; la inversión pública en sanidad atraería la actividad del sector privado, pero también articularía la gobernanza del proceso de manera que cumpliera los criterios de interés público. Esto significaba garantizar, en la medida de lo posible, que no se abusaba de las patentes para crear beneficios de monopolio y que los precios se mantenían bajos para reflejar la contribución pública.

			En el 2020, cuando nos encontramos con una pandemia global, la necesidad de un enfoque orientado por misiones para la innovación sanitaria fue más urgente que nunca. Antes de la 73.ª Asamblea Mundial de la Salud, me uní a más de ciento cuarenta personalidades de la salud pública —entre ellas, cincuenta antiguos líderes mundiales— en un llamamiento a garantizar que en todo el mundo hubiera una «vacuna del pueblo» disponible para cualquiera que la necesitara. En este caso, la misión era desarrollar y producir una vacuna contra la COVID-19 que fuera asequible y accesible a escala global, y que no dejara a nadie atrás.

			Por suerte, en cuanto se identificó el virus, investigadores de universidades y empresas de todo el mundo empezaron una carrera para desarrollar una vacuna. Esta movilización solo fue posible gracias a inversiones públicas sustanciales, entre ellas las de los NIH y la Coalición para la Promoción de Innovaciones en pro de la Preparación ante Epidemias (CEPI, por sus siglas en inglés), una organización sin ánimo de lucro con financiación pública creada después de la epidemia del Ébola en África Occidental para investigar y desarrollar vacunas que puedan utilizarse cuando surja un brote. La Autoridad para la Investigación y el Desarrollo Biomédico Avanzado (BARDA, por sus siglas en inglés), que forma parte del Departamento de Salud y Servicios Humanos de Estados Unidos, también invirtió una suma importante en acuerdos con compañías estadounidenses como Johnson & Johnson (450 millones de dólares) y Moderna (483 millones de dólares). Pero la financiación no es suficiente. Se necesita una gobernanza del proceso que atienda al interés público. En Reino Unido, a pesar de la existencia de una notable financiación pública para obtener la vacuna —dirigida en su mayor parte a veinticinco proyectos en universidades— no se han establecido garantías para asegurar que los productos financiados con dinero público sean asequibles y estén disponibles para todo aquel que los necesite, aunque la Universidad de Oxford ha hecho declaraciones en ese sentido. Pero a menos que esas condiciones estén escritas en los contratos, la experiencia demuestra que no se cumplen.

			De hecho, en la innovación sanitaria, invertir miles de millones en I+D era, y es, solo un primer paso. Con independencia de si el objetivo es desarrollar una vacuna contra la COVID-19, un tratamiento avanzado para el cáncer o una medicación asequible para la diabetes, los gobiernos tienen que transformar de manera drástica la gobernanza, las estructuras y los incentivos del modelo de innovación sanitario para satisfacer las necesidades de los pacientes y la sanidad pública. Por ejemplo, deben proporcionar reglas de juego claras y transparentes a lo largo de la cadena de innovación. Los objetivos y las métricas que interesan a la sanidad pública tienen que gobernar la innovación de principio a fin, desde la I+D hasta el acceso público al tratamiento. Las necesidades urgentes de salud pública deben tener la máxima prioridad.

			Además, los gobiernos deben dirigir el ecosistema de la innovación de modo que utilice la inteligencia colectiva y la innovación para influir en la salud pública. La innovación científica y médica se desarrolla y progresa cuando el conocimiento se intercambia abiertamente, y se basa en los éxitos y fracasos compartidos. Pero la ciencia patentada no sigue esa lógica: promueve la competencia secreta y da prioridad al cumplimiento de las metas regulatorias de los países ricos por encima de la disponibilidad generalizada y el impacto en la salud pública a escala global, y además levanta barreras a la difusión tecnológica. Si bien los consorcios tecnológicos voluntarios pueden ser útiles, siempre que se permita que las empresas comerciales conserven el control de las tecnologías y la información cruciales —incluso cuando estas se generaron gracias a la inversión pública—, corren el riesgo de ser ineficaces.

			El sector público, como inversor y participante fundamental en el desarrollo de tecnologías cruciales para las vacunas, las terapéuticas y las diagnosis, debería gobernar el proceso de innovación de fármacos como un formador del mercado: dirigiendo la innovación, consiguiendo precios justos, asegurando que las patentes y la competencia funcionan como es debido y garantizando el suministro de medicamentos. A escala global, esto requiere que los gobiernos aúnen esfuerzos para imponer reglas firmes con respecto a la propiedad intelectual, el establecimiento de precios y la fabricación. En el caso de la COVID-19, el proceso también debe gobernarse de manera que valore la colaboración y la solidaridad entre países —no la competencia— tanto en lo referente a la I+D como a la disponibilidad y distribución de los productos.

			Una vez más, las condicionalidades son clave, porque pueden garantizar que la inversión pública se articule en vez de como una ayuda, como una formadora de mercado motivada por objetivos públicos. El establecimiento del precio de los medicamentos y las vacunas debería reflejar la notable contribución pública a su I+D, basándose en el coste real de la investigación, el desarrollo, la fabricación y el suministro. Más allá de declaraciones de principios y promesas genéricas, deberían existir estipulaciones concretas para que las vacunas que son cruciales —como la de la COVID-19— fueran gratuitas en el lugar de administración en todos los sistemas sanitarios. Cuando sea necesario, debería considerarse la expropiación de licencias para permitir que los países hagan el mejor uso posible del conocimiento disponible que surge de la investigación.

			Los países necesitan tener competencias de fabricación internas para producir medicinas y vacunas; de otro modo, no se puede garantizar que cuenten con las suficientes durante una emergencia, porque todos priorizan el acceso para su población. Para lograrlo, tal vez haya que hacer inversiones en una serie de activos y tecnologías. Superar los riesgos tecnológicos y financieros que esto implica requiere una financiación colectiva, motivada por el interés público, a escala nacional e internacional, como la de los bancos de desarrollo estatales y regionales, el Banco Mundial y la filantropía. Asimismo, es crucial crear mecanismos de contratación colectiva y asegurar la asignación justa y el acceso equitativo a los tratamientos y vacunas en todo el mundo. Debemos evitar, en cualquier escenario, que los países acaparen las existencias globales o excluyan las solicitudes de los países más pobres.
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			Figura 11. Mapa de la misión para la «demencia»

			

			 

			Es interesante pensar en el mapa de una misión ambiciosa dentro del ámbito de la salud. A partir, una vez más, del concepto de envejecimiento saludable, la figura 11 representa el mapa de una misión procedente de mi informe para la Comisión Europea sobre las misiones, que se fija en el tipo de relaciones intersectoriales —de la IA a los servicios sociales— que estarían implicados en la reducción a la mitad, para el año 2030, de la carga que supone la demencia. Es evidente que el componente profundamente social de la misión requiere tanta atención a los aspectos conductuales, normativos y políticos como a los tecnológicos. Dada la relación entre salud y desigualdad, la mayoría de las misiones sanitarias son imposibles de resolver si no se abordan los factores sociales y económicos que están en el origen de la desigualdad. Esos factores son lo que Michael Marmot llama los «determinantes sociales de la salud».[33] 

			Es interesante considerar la creación de misiones que abordan de manera explícita la desigualdad. En muchas ciudades es bien sabido que a medida que nos alejamos del centro, la esperanza de vida se reduce. Por ejemplo, los datos muestran que hay veinte años de diferencia entre la esperanza de vida de quien nace en el centro de Londres, cerca de Oxford Circus, y la de quien nace en el este de la ciudad, cerca de algunas estaciones del tren ligero de Docklands.[34] También en Estados Unidos, en ciudades como Nueva Orleans, con altos índices de pobreza, delincuencia y desigualdad, una diferencia de apenas un kilómetro supone una reducción de veinte años en la esperanza de vida.[35] Así, una misión podría decidir, en concreto, igualar esa diferencia y evaluar el progreso literalmente a lo largo del mapa del metro de Londres o del de Nueva York.

			La siguiente misión analiza las profundas desigualdades en otro campo en el que la política se une a la tecnología.

			 

			 

			MISIÓN: REDUCIR LA BRECHA DIGITAL

			 

			En el mundo actual, la competencia de trabajar con los datos y la tecnología digital es casi un derecho humano, como ha argumentado sir Tim Berners-Lee, el fundador de internet.[36] Sin eso, las oportunidades relacionadas con las aportaciones de la economía del conocimiento y la conectividad digital no existen. Aunque, en teoría, todo el mundo puede acceder a la tecnología, en realidad no es así. Y, de hecho, el confinamiento provocado por la COVID-19 en el 2020 amplió y consolidó la brecha digital, cuando el acceso de los estudiantes a la tecnología necesaria para recibir educación en casa fue desigual; muchos se quedaron atrapados sin internet de alta velocidad o suficientes ordenadores, tabletas o teléfonos para poder aprender; muchos otros tampoco tenían en casa el espacio o el ambiente necesario para acceder a los recursos educativos online de una manera segura, tranquila y constante. Una misión para el futuro podría dirigirse a este problema y hacer que la tecnología estuviera disponible de forma más democrática.

			La brecha digital es un problema global. En Estados Unidos, por ejemplo, veintiún millones de personas no tienen acceso a internet y solo dos tercios de los estadounidenses tienen en casa una conexión de alta velocidad.[37] La «brecha de los deberes» —la falta de una conexión a internet fiable para hacer los deberes— es más grave aún entre los afroamericanos, los hispanos y las familias con ingresos bajos. En Reino Unido, el 7 por ciento de los hogares no tiene acceso a internet.[38] En el 2018, el 12 por ciento de quienes tenían entre once y dieciocho años (setecientos mil jóvenes) dijeron que no tenían acceso a internet en casa desde un ordenador o una tableta, y sesenta mil más afirmaron que no tenían ningún tipo de acceso doméstico a internet.[39] En ese grupo de edad, el 68 por ciento que tenía acceso a internet en casa dijo que le resultaría difícil completar los deberes sin él. En total, en el mundo, tres mil setecientos millones de personas —la mitad de la población global— no tiene acceso a internet.[40]

			Para abordar este problema con un enfoque orientado por misiones, es importante pensar en un objetivo claro. Ese objetivo puede servir para impulsar la innovación, con la ayuda de contrataciones o sistemas de precios que fomenten la creatividad y permitan que las organizaciones que estén dispuestas a experimentar y sean capaces de hacerlo lleven a cabo un proceso de ampliación. Sin embargo, también es importante recordar que los problemas «perversos» no pueden solucionarse de una manera lineal, y que para los problemas sociales no existe una solución únicamente tecnológica.[41] La brecha digital tiene múltiples dimensiones: tecnológicas, económicas, sociales, cognitivas y políticas. La primera se refiere a la infraestructura digital necesaria para tener acceso a servicios en línea a través de canales alternativos, como planes de datos inalámbricos, conexiones de banda ancha por cable y servicios de fibra. La iniciativa Airband de Microsoft estima que, en Estados Unidos, alrededor de 157 millones de ciudadanos no tienen acceso a internet de calidad de alta velocidad. Esto significa que, durante el confinamiento, en un porcentaje significativo de hogares, los estudiantes estuvieron excluidos física y digitalmente del acceso a la educación. Y, por supuesto, sus padres tampoco tuvieron la posibilidad de trabajar a distancia. Otra dimensión de la accesibilidad tiene que ver con el dispositivo, con saber cómo se utiliza y el entorno en el que se accede a los servicios online. La introducción cada vez mayor de los datos inalámbricos significa que muchas personas dependen de teléfonos móviles e inteligentes para acceder a servicios online, más que de ordenadores portátiles o de sobremesa. Sin embargo, el acceso a los recursos y el software online mediante el teléfono es limitado, en comparación con la gama de servicios y software disponible para los ordenadores de ambos tipos. Además, no todo el mundo sabe cómo navegar por los servicios online o tiene tiempo para aprender a hacerlo. No todo el mundo tiene un entorno doméstico seguro y tranquilo en el que dedicar tiempo a buscar programas online. No todo el mundo puede utilizar su dispositivo con independencia. No todo el mundo tiene el mismo nivel de lectura, o carece del conocimiento necesario de otro idioma, para navegar por el aprendizaje online y el acceso a los recursos que permiten hacer un uso pleno de internet, o incluso de servicios digitales públicos.

			Otra dimensión es la asequibilidad de los servicios de datos e internet. Al ser un gasto fijo, muchas familias tienen que elegir entre internet y planes de datos, cuyas ventajas pueden no estar claras y cuyo uso requiere tiempo y experiencia. Y la percepción y la relación entre los usuarios y los proveedores de servicios de internet, desde la preocupación por la privacidad hasta las tarifas ocultas y los límites de datos, pueden crear barreras adicionales.

			La combinación de estas diferencias con otras desigualdades da lugar a disparidades sistemáticas en los resultados entre quienes tienen recursos digitales y quienes no cuentan con ellos. A medida que tecnologías más avanzadas, como la IA, entren en el mercado, esta brecha actual se agravará, porque los que tienen experiencia y habilidades previas, e incluso un equipo algo mejor, pueden ganar mucho más que aquellos que, aunque no están excluidos, carecen de los conocimientos necesarios para hacer uso de los recursos digitales.

			En este sentido, la brecha digital está compuesta de muchas desigualdades diferentes que convergen para dar lugar a unos resultados digitales desiguales: no es solo la diferencia en el acceso a internet o los ordenadores portátiles, sino la diferencia en la utilidad del acceso a internet, la diferencia en el interés, la diferencia en las oportunidades relevantes online, la diferencia en el tiempo de uso, la formación, la calidad de la conexión, la accesibilidad, etc. Así, las innovaciones necesarias fundamentales requieren mejorar la difusión, la democratización, la navegación integrada de recursos online y la formación. Esto exige la coordinación de las políticas cuyo objetivo es el acceso y unos servicios online asequibles, sostenibles, accesibles y valiosos.

			Es imposible concebir una única misión que aborde este fenómeno tan complejo. La figura 12 se centra en diseñar un mapa de la misión que implique a tantos sectores como sea posible para eliminar la brecha digital. Italia, por ejemplo, se encuentra entre los rezagados de la digitalización en Europa y languidece en el vigésimo quinto puesto de los veintiocho países del índice de economía y sociedad digital (DESI, por sus siglas en inglés).[42] Solo cuatro de cada diez empresas utilizan una conexión rápida o superrápida. En cuanto al 74,7 por ciento de los hogares que disponen de internet, la brecha ente el centro-norte y el sur del país es demasiado grande.[43] Entre los sectores que colaboran en una misión como esta se encuentran los del hardware informático, el diseño digital, la educación, la gestión de datos, la inteligencia artificial, la banca y la energía. Este objetivo se parece al de la iniciativa ConnectED, que la Administración Obama presentó en el 2013, la cual aspiraba a proporcionar acceso de banda ancha en las aulas al 99 por ciento de los estudiantes estadounidenses para el 2018, lo que requería la coordinación entre las empresas y el Gobierno.[44] El éxito de este programa fue reducido debido a que reconocía ciertas desigualdades que no podía abordar de manera efectiva, porque hacerlo habría requerido la interacción entre múltiples actividades locales como las clases de programación en los centros juveniles y el acceso local a ordenadores en las bibliotecas. El concepto de «acceso fácil a internet» debería incluir la mejora de las prestaciones o su uso efectivo; resolver la conectividad no resuelve el problema.
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			Figura 12. Mapa de la misión para la «brecha digital»

			

			 

			En la década de 1980, el Proyecto de Alfabetización Informática de la BBC supuso un ejemplo interesante de cómo una misión dirigida por el Gobierno para lograr la alfabetización informática galvanizó la innovación tecnológica y los cambios conductuales, a la vez que ampliaba las posibilidades de las compañías tecnológicas. La BBC lanzó esa misión para dar a los hogares y los niños británicos la oportunidad de aprender sobre ordenadores y cómo utilizarlos. Requirió tipos de inversiones diferentes, entre ellas el desarrollo de un ordenador —el BBC Micro— que acabaría en casi todas las aulas británicas.[45] Tenía que, al mismo tiempo, satisfacer las necesidades informáticas básicas y que todas las escuelas se lo pudieran permitir económicamente, no solo las ricas.

			El BBC Micro fue obra de Acorn, una compañía con sede cerca de Cambridge, que consiguió el contrato para fabricarlo. La contratación se utilizó para especificar los resultados necesarios, pero se dejó gran parte de la innovación y el «cómo» en manos de las empresas implicadas, que fueron capaces de ampliar la escala.

			El ordenador era avanzado para su época y tuvo varias versiones consecutivas, generando una industria doméstica de nuevos entusiastas que lo modificaban para mejorar su rendimiento, escribían software y juegos para él y eran lectores devotos de las revistas dedicadas al incipiente fenómeno. Más tarde, Acorn desapareció, pero su empresa derivada, ARM Holdings, es hoy en día uno de los desarrolladores de chips y software más importantes del mundo. La arquitectura del chip de ARM se utilizó por primera vez en el segundo procesador para el BBC Micro. Otro legado de Acorn es la Fundación Raspberry Pi y su omnipresente ordenador de bajo coste, que ayuda a los educadores de todo el mundo a introducir la tecnología digital en las aulas. Este es un buen ejemplo de cómo una contratación orientada por misiones puede impulsar un proceso de ampliación en las empresas que no es el resultado de centrarse en los incentivos empresariales, sino en las necesidades públicas. Y, en ese proceso, las empresas se benefician.

			 

			 

			El pensamiento orientado por misiones no puede basarse en el statu quo. La actitud de una misión no consiste en escoger sectores individuales a los que ayudar, sino en identificar problemas que puedan canalizar la colaboración entre muchos sectores diferentes. No se trata de darle dinero a las empresas porque son pequeñas o porque tienen problemas económicos, sino de estructurar políticas que puedan atraer a muchos tipos de organizaciones que lleven a cabo diferentes soluciones (proyectos). No consiste en corregir los mercados, sino en crearlos. No se trata de eliminar los riesgos, sino de compartirlos. No se trata de elegir a ganadores, sino de elegir a quienes están dispuestos. Y no es, simplemente, establecer las «reglas de juego», si no cambiar el propio juego, de modo que una nueva dirección pueda impulsar el cambio, por ejemplo hacia la transición verde y/o la digitalización de una población.

			Este nuevo lenguaje contradice el razonamiento económico estándar, por eso el siguiente capítulo se pregunta: ¿cuál es la nueva economía política que puede proporcionar el marco adecuado para una economía orientada por misiones?

		

	
		
			CUARTA PARTE

			[image: ]

			La siguiente misión 
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BUENA TEORÍA, BUENA PRÁCTICA: SIETE PRINCIPIOS PARA UNA NUEVA ECONOMÍA POLÍTICA

			 

			 

			 

			 

			 

			El 16 de abril del 2019, Greta Thunberg, la joven sueca activista por el clima, dio un discurso en el Parlamento Europeo en el que reclamó un «pensamiento de catedral» para hacer frente al cambio climático:

			 

			Aun así, no es demasiado tarde para actuar. Será necesario adoptar una visión de gran alcance, hará falta coraje, hará falta una determinación feroz para actuar ya, para poner los cimientos aunque tal vez no sepamos con precisión qué forma tendrá el techo. En otras palabras, hará falta un pensamiento de catedral. Os pido, por favor, que despertéis y hagáis posible esos cambios necesarios. Hacerlo lo mejor posible ya no es suficiente. Todos debemos hacer lo aparentemente imposible.[1]

			 

			Cuando los maestros de obras de la Edad Media construían catedrales, uno de los logros culturales más espléndidos de Europa, corrían riesgos que harían que un arquitecto moderno dejara su trabajo. Nadie sabía cuánto costaría construir una catedral o el tiempo que se tardaría. Pero se trataba de misiones con un propósito —demostrar la gloria de Dios a través de la creatividad— que reunían a muchos sectores de la sociedad: el clero, los artesanos, los nobles, los gobernantes y la gente corriente. Hoy en día, las catedrales siguen con nosotros.

			En el siglo XXI, si el Gobierno se transforma con valentía, competencia dinámica, liderazgo, resiliencia y creatividad, puede construir las catedrales de la innovación orientada por misiones.[2] Pero esto requiere reforzar los sistemas y las formas de colaboración subyacentes. De hecho, como es sabido, muchos trabajadores murieron mientras construían las grandes catedrales. Conseguir que los retos sociales impulsen la innovación moderna significa integrar la equidad, la justicia y la sostenibilidad en nuestros sistemas de sanidad, educación y transporte públicos. La infraestructura social que permite a las empresas trabajar y competir a escala global debe imaginarse y diseñarse así desde el principio.

			Y la relación es recíproca. Para que los sistemas públicos funcionen y formen parte de un tejido social saludable, necesitamos un sector privado diferente, uno con el que los gobiernos puedan interactuar. Por sí solo, el Gobierno, aunque sea muy ambicioso y esté orientado por misiones, no puede seguir una trayectoria mejor a menos que tenga una relación más productiva con las empresas, y a menos que estas tengan una mentalidad a largo plazo y un propósito. Aunque existen movimientos que pretenden que las empresas abandonen la simple maximización de beneficios y valor para el accionista y pasen a tener una estructura de gobernanza motivada por las partes interesadas, hasta ahora hay pocas pruebas de que esto esté cambiando algo de veras, más allá del hecho de sentirse mejor. El progreso real solo ocurrirá cuando la gobernanza de las partes interesadas y el «propósito» se vuelvan un elemento central en la manera en que se gobiernan e interactúan las organizaciones. Por lo tanto, para abordar los desafíos que propone este libro, para cambiar el capitalismo, debemos cambiar las interrelaciones entre el Gobierno, las empresas y la sociedad civil, sobre todo la relación de poder subyacente. Hay varias formas diferentes de capitalismo, y la nuestra es la equivocada.

			El capítulo 2 empezaba con una lista de los problemas fundamentales del capitalismo actual: las finanzas que se autofinancian; las empresas preocupadas por los beneficios trimestrales en lugar de por el crecimiento a largo plazo; el calentamiento global; y los gobiernos que, en lugar de impulsar un cambio transformativo, se dedican a hacer apaños. El capítulo 3 se centraba en cómo la manera en que actúan los gobiernos (demasiado poco, demasiado tarde) forma parte de un determinado marco intelectual según el cual el Gobierno sirve para corregir los mercados. Los capítulos 4 y 5 exploraban la necesidad de que las políticas públicas adopten un enfoque más orientado por misiones. Este capítulo sostiene que, para disponer de un Gobierno impulsado en mayor medida por propósitos y de una nueva relación entre lo público y lo privado —es decir, el capitalismo— hace falta una nueva economía política basada en la creación conjunta y en la conformación de los mercados, no solo en su corrección. Lo cual exige repensar la creación de valor como un esfuerzo colectivo. De la misma manera que las políticas y estructuras existentes se fundamentan en teorías (problemáticas), una «práctica» para las políticas que esté orientada por misiones requiere una nueva base teórica impulsada por un enfoque nuevo de la conformación del mercado y de la creación de valor.

			Hay, creo, siete pilares clave para una economía política mejor que pueda guiar un enfoque orientado por misiones. El primero tiene que ver con un nuevo planteamiento del valor y el proceso colectivo mediante el que se crea. Necesitamos que las empresas, el Gobierno y la sociedad civil creen valor juntos, sin que ninguno de esos actores quede relegado a hacer de vocero de los demás. En este proceso, es necesario definir la creación colectiva de valor y la noción de propósito público que puede impulsar la dirección de esa creación de valor y conformar la manera en que el valor se posee y comparte.

			El segundo se refiere a los mercados y su conformación. Las misiones requieren que las políticas surjan en un marco diferente, que no traten de corregir los fallos de mercado, sino de «crearlos y conformarlos» de manera conjunta. Conformar los mercados implica un cambio en nuestro lenguaje —y en nuestro pensamiento—, pasar de un modelo en el que el principal objetivo del Estado es corregir e «igualar» las condiciones a uno en el que cree conjuntamente una dirección y, por lo tanto, favorezca las opciones que vayan en esa dirección. Esto último no consiste en «escoger ganadores», sino (como se ha explicado en el capítulo 3) a quienes estén dispuestos, mediante la alineación de los instrumentos que el Gobierno tiene a su disposición para orientar la economía en la dirección que produzca la clase de valor que queremos. Lo cual significa que los impuestos pueden utilizarse para recompensar más la creación de valor que la extracción de valor, y dirigir la creación de valor hacia la construcción de una economía que sea más inclusiva y sostenible. 

			El tercero versa sobre las organizaciones y el cambio organizativo. Si lo que se persigue es un propósito común, eso requiere competencias relacionadas con la cooperación, no con la competencia. Entre ellas, asumir riesgos juntos y experimentar; aceptar el aprendizaje en condiciones de incertidumbre; y poner la financiación al servicio de objetivos a largo plazo y no de la propia organización. También la capacidad de evaluar las experiencias pasadas basándose en una visión holística de los resultados indirectos —tanto positivos como negativos— que se dan cuando se intenta alcanzar un objetivo. En este sentido, es fundamental ir en contra de la tendencia de los gobiernos a externalizar sus competencias y capacidades, y reinvertir los recursos en estructuras que fomenten la creación de conocimiento, el aprendizaje y la creatividad dentro de la función pública. Sin eso, es imposible crear valor de forma conjunta.

			El cuarto pilar trata de la financiación y su consideración a largo plazo. Gran parte del debate económico actual tiende a centrarse en la deuda y el déficit públicos. Pero un enfoque orientado por misiones conlleva una perspectiva nueva. Lograr que la economía trabaje en favor de los objetivos de la sociedad, en lugar de que la sociedad trabaje para la economía, requiere invertir la forma en que se piensan los presupuestos. Debemos empezar por la pregunta «¿qué hay que hacer?» y luego pasar a la de «¿cómo pagarlo?». La inversión pública, si se organiza a través de instituciones dinámicas que fomenten la creatividad y la innovación sobre la marcha, puede promover un crecimiento a largo plazo. Si podemos hacerlo en tiempos de guerra, ¿por qué no en tiempos de paz, cuando la urgencia es resolver las batallas sociales y lograr objetivos comunes?

			El quinto trata de la distribución y el crecimiento inclusivo. La creación colectiva de valor y la conformación del mercado garantizan que la creación de valor y su dirección reúnan las condiciones adecuadas, de modo que la desigualdad pueda combatirse a través de la predistribución, no solo mediante la redistribución. Lo cual significa poner un énfasis mayor en los buenos empleos y las estructuras de propiedad colectivas —incluidos algunos recursos clave como los datos— en lugar de en la habitual corrección ex post mediante impuestos. En otras palabras, una vez aceptamos que la creación de valor es un esfuerzo colectivo (valor), que requiere asumir riesgos y experimentación (competencias) y una financiación adecuada y bien estructurada (financiación), la distribución de ese valor debe reflejar estos principios. En primer lugar, debe recompensar a todos los creadores de valor. En segundo lugar, debe permitir la recreación de ese valor mediante la inversión en las fuentes de creatividad. En tercer lugar, las fuentes de financiación deben reponerse en lugar de extraerse. Entonces, nuestro sistema económico será más ecuánime y resiliente.

			El sexto es sobre las asociaciones y el valor para las partes interesadas. Hacer hincapié en la creación colectiva de valor significa que la manera en que diseñamos las colaboraciones entre las empresas y el Gobierno es importante. Las nociones de «propósito» y valor para el accionista no solo tienen que ver con cambios en la gobernanza corporativa, sino con los detalles de los contratos entre las empresas y el Estado. Del ejemplo de cómo la NASA trabajó con el sector privado podemos aprender lecciones relevantes para las asociaciones actuales, que con demasiada frecuencia son más parasitarias que simbióticas. Las asociaciones parasitarias son aquellas en las que una organización crece a expensas de la otra. En las simbióticas ambas prosperan, con un objetivo común. Cómo se puede hacer esto hoy en día, en los mercados de las plataformas digitales, la salud y la energía es una cuestión apremiante.

			El séptimo tiene que ver con la participación y la creación conjunta. Para que el valor se cree de manera colectiva, debemos promover nuevas formas de participación en el proceso de creación, por medio de la recuperación del debate, el diálogo y la creación de consensos. Para que esto ocurra, se necesitan foros nuevos y descentralizados que reúnan diferentes voces y experiencias; por ejemplo, las asambleas ciudadanas. Y si esos foros e instituciones no existen, deben crearse. No debemos olvidar que tanto el New Deal de Roosevelt como el aterrizaje en la Luna fueron, en esencia, gobernados por la élite. Los retos del siglo XXI requerirán una interacción mucho mayor con los ciudadanos y las comunidades, de hecho serán estos quienes deberán liderarlos. Pero, en primer lugar, un enfoque del valor de las partes interesadas debe empezar por el reconocimiento de que el valor lo crean colectivamente múltiples grupos, entre ellos las empresas, los trabajadores y los gobiernos locales y centrales.

			Juntos, estos siete pilares pueden ayudar a crear una nueva economía política, una que aliente un enfoque orientado por misiones y dé lugar a una economía motivada por el propósito público y el compromiso ciudadano. Veamos en detalle cada pilar.

			 

			 

			EL VALOR: CREADO COLECTIVAMENTE

			 

			Las misiones aportan un alto grado de intención estratégica a la creación de valor. Suponen el reconocimiento de que el crecimiento, además de una tasa, tiene una dirección, y de que esta debe tener un propósito. Centrar la inversión en la resolución de problemas requiere nuevas herramientas: en primer lugar, unas nociones de valor público y de propósito público renovadas; en segundo lugar, un marco para la creación conjunta de mercados. Empecemos por la primera.

			En 1973, J. K. Galbraith sostuvo que los intereses empresariales habían capturado la economía estadounidense y que el Gobierno había perdido el rumbo. Propuso que las políticas fueran motivadas por el interés público, no por los intereses privados, y afirmó que esto solo podía suceder si existía un rechazo explícito a las ortodoxias económicas del pasado: «Una perspectiva revisada de la finalidad del sistema económico conlleva una perspectiva revisada de la finalidad de la economía».[3] Lograr esto exigiría un cambio tanto económico como político.

			La finalidad o propósito define las misiones y guía la manera en que los agentes públicos y privados trabajan juntos, creando valor de manera conjunta. Ese proceso colaborativo puede llamarse «creación de valor público». En este contexto, «público» no significa que el Gobierno sea el único actor que crea valor, sino que ese valor lo crean de forma colectiva diferentes agentes para el conjunto de la comunidad, para el interés público.[4]

			La noción de interés público que hay que recuperar se remonta al pasado lejano. La filosofía política griega tenía un fuerte sentido del servicio público y del deber ciudadano de participar en los asuntos públicos. Se consideraba que esto era necesario para evitar la tiranía, tanto que los griegos antiguos utilizaban el término «idiōtēs» (ἰδιώτης) para designar a quienes no actuaban en la esfera pública; dicho con crudeza, si solo te ocupabas del sector privado, eras un idiota. Así, si eras un ateniense rico y no querías ser considerado un idiota, financiabas artes públicas, por ejemplo festivales de teatro (como cuenta Jenofonte, tal vez el primer economista, en Hierón). Más tarde, los antiguos romanos hablaron del «pro bono publico», basado en las consideraciones éticas de trabajar por el bien común, no por la búsqueda de un beneficio. Se trata de un término que todavía se utiliza en el ámbito legal. Una advertencia: es importante reconocer que, a pesar de su compromiso con el propósito público, las antiguas civilizaciones griega y romana tenían profundas deficiencias. Se basaban en una extrema injusticia subyacente, la esclavitud era algo habitual y las mujeres no participaban de la vida pública (excepto en Roma, para cuidar la «llama vestal»).

			Esta ambiciosa noción de la esfera pública es difícil de conciliar con el marco económico dominante, que se basa en la suposición de que la gente maximiza sus preferencias. El esfuerzo colectivo se desaprovecha porque solo importan las decisiones individuales: las empresas maximizan beneficios y los consumidores maximizan la utilidad (un indicador de la felicidad benthamiana). Incluso los salarios se consideran el resultado de que los trabajadores maximicen sus opciones entre la utilidad que obtienen del ocio y la que obtienen del trabajo.[5] En este contexto, el concepto de valor social se limita a la agregación de individuos (trabajadores, directores de empresas, consumidores) que toman decisiones para maximizar su bienestar económico. El marco tradicional también confunde precio con valor: solo es valioso lo que tiene un precio. Lo cual significa que muchos servicios públicos que son gratuitos no se valoran, salvo a través de la contabilidad de los insumos pagados (por ejemplo, el coste de los profesores de escuela). Su coste se contabiliza, pero no muchos de sus resultados (por ejemplo, un sistema educativo público bien estructurado).

			Como se ha visto en el capítulo 3, los bienes públicos —como la educación, la investigación básica o el aire limpio— no se consideran objetivos surgidos de la imaginación colectiva, que responden a la pregunta «qué hacer», sino vacíos a los que el sector privado no llega y hay que cubrir. Pero si el interés público motivara nuestra economía, no nos preguntaríamos «¿de qué vacío o fallo de mercado se están ocupando los bienes públicos?», sino más bien «¿qué solucionan los bienes públicos?» y «¿qué forma deben adoptar para que nos beneficien al máximo?». Para llegar a entender el interés público, es útil considerar los bienes públicos como objetivos comunes y no como correcciones de los fallos de mercado. Los bienes comunes son el resultado de la imaginación colectiva, la inversión y la presión de los movimientos sociales, desde en el aire limpio hasta en la educación pública. Alcanzarlos requiere un conocimiento adecuado y competencias para planificarlos y gestionarlos, incluidas las interacciones entre los distintos grupos de interés. En este sentido, la producción de bienes comunes a través del propósito público necesita una teoría de la creación de valor colectivo.

			Si la pregunta tradicional que define un bien público es «¿se puede excluir a quienes no pagan por el bien?», en el concepto de bien común, que es más amplio, la pregunta clave es, como formuló el teórico de la gestión pública Barry Bozeman en referencia a la creación de valor público: «¿se han proporcionado o garantizado aquellos valores públicos respaldados por la sociedad?».[6] Integrar esos valores en la producción de los bienes comunes resulta esencial tanto en las infraestructuras físicas como en las sociales. Esas preguntas son fundamentales para la manera en que gobernamos el capitalismo del siglo XXI: cómo generamos innovación sanitaria (la producción de vacunas gobernada por las nociones de la inteligencia colectiva), cómo gobernamos las plataformas digitales (considerando los datos un derecho humano) y cómo diseñamos conjuntamente una transición verde en la que diferentes voces imaginen juntas una nueva forma de vivir en nuestras ciudades, desde el futuro de la movilidad hasta la construcción neutra en emisiones de carbono o los espacios públicos experimentales. Solo mediante la reorientación de nuestra economía —con las nociones de bien común y valor público como un elemento esencial de la producción, la distribución y el consumo— podremos conformar y crear de manera conjunta la economía para dar lugar a una sociedad más inclusiva y sostenible. 

			 

			 

			LOS MERCADOS: CONFORMAR, NO CORREGIR

			 

			La creación colectiva de valor, que debería ser esencial en un enfoque que tenga en cuenta el bien común, requiere justificar las políticas en función de la creación y conformación activa de los mercados, y no de la corrección de estos. La teoría del fallo de mercado (TFM) asume que los mercados son eficientes y que, cuando fracasan, el Gobierno debe arreglarlos. Este interviene para corregir el origen de fallos de mercado como las externalidades positivas (cuando, debido al gran número de resultados indirectos, hay una insuficiente inversión del sector privado, lo que requiere que el Gobierno financie ámbitos como la investigación básica); las externalidades negativas (como la contaminación, que puede precisar que la Administración imponga una tasa al carbono); y la información asimétrica (que puede significar que los bancos no saben lo suficiente sobre las nuevas empresas y los gobiernos tienen que conceder préstamos a las pymes).

			La TFM, como teoría, contiene errores importantes pero, a pesar de ello, se ha adoptado como guía de las políticas públicas. Utiliza como referencia unos mercados perfectamente competitivos caracterizados por una información perfecta, su completitud, la ausencia de costes de transacción y de fricciones, etc. Así, para evaluar los mercados reales —es decir, aquellos en los que las empresas compiten mediante la innovación y que, a menudo, son oligopolísticos o se caracterizan por un poder de monopolio (por ejemplo, debido a la existencia de patentes)— la TFM sostiene que debe determinarse la distancia respecto a un mercado perfectamente competitivo. Pero, desde un punto de vista empírico, los mercados perfectamente competitivos no existen: los mercados casi siempre son incompletos e imperfectos.[7] Por lo tanto, el Gobierno siempre será capaz de mejorar el resultado de un mercado descentralizado, con independencia de si el resultado de la intervención gubernamental es ineficiente en un sentido óptimo de Pareto. Lo cual no significa que sea incorrecto abordar los fallos de mercado, por ejemplo la contaminación, mediante instrumentos como los impuestos sobre el carbono. Solo significa que necesitamos una teoría de la competencia mejor, que sirva de referencia. Y, dado que la innovación es un elemento fundamental en cómo compiten las empresas, los impulsores de la innovación y las cuestiones relativas a su dirección deberían ser centrales en la forma en que pensamos sobre la competencia, y no quedar relegadas a una lista de «imperfecciones». Además, en las economías que aspiran a una trayectoria de crecimiento transformador (por ejemplo, en una transición verde) será difícil lograrla «corrigiendo» simplemente los fallos.

			Y, de hecho, los ejemplos que hemos visto en los capítulos 4 y 5, del aterrizaje en la Luna al intento de abordar los ODS, requirieron del Gobierno mucho más que la mera corrección de los fallos de mercado. Exigen que se piense en nuevos escenarios, no que se arreglen los que existen, y que las políticas se alineen para motivar a diferentes actores que pueden reconocer oportunidades de inversión que no se detectaron antes. No se trata de facilitar la inversión, sino de catalizarla mediante la creación de nuevos mercados. Así ocurrió con el aterrizaje en la Luna, que estimuló durante décadas la inversión en campos como el del software. Y ha sucedido más recientemente con la economía verde: solo después de que el Gobierno empezara a hacer inversiones arriesgadas y de mucho capital en tecnologías verdes (por ejemplo, las primeras inversiones en energía solar y eólica) el sector privado le siguió, haciendo que con el tiempo estas tecnologías fueran más competitivas.

			Esto significa que una visión más amplia de las políticas puede basarse en la conformación del mercado, no solo en su corrección, lo cual nos lleva a empezar por la pregunta: ¿qué clase de mercados queremos? Hay que prestar atención tanto a la cantidad de la inversión necesaria como a su calidad; y a los mecanismos de gobernanza subyacente. En el ámbito de la salud, esto requeriría ampliar la noción de salud a la de bienestar e invertir no solo en nuevos remedios, sino en nuevas formas de cuidados preventivos, además de reformular el régimen de propiedad intelectual de modo que proporcionase los resultados deseados. Cuando las patentes se consideran únicamente desde un punto de vista regulatorio, se perpetúa la idea de que la innovación sucede en la esfera privada y que en la pública solo se corrige. Pero, dadas las enormes inversiones públicas dedicadas a la creación de valor, las patentes deberían servir al interés público. Lo cual significa que tienen que ser débiles (fáciles de autorizar), limitadas (que no se utilicen por razones puramente estratégicas) y que no se concedan en etapas demasiado tempranas (para que las herramientas de investigación sigan estando disponibles).[8]

			 

			
			
				
					
							
							FALLO DE MERCADO

						
							
							CONFORMACIÓN DEL MERCADO

						
					

				
				
					
							
							El fallo de mercado ocurre cuando el mercado no proporciona bienes y servicios valiosos. Los principales tipos de fallos de mercado son:

							• Las externalidades: el impacto de una decisión que afecta a los demás (positiva o negativamente). Por ejemplo, la contaminación es una externalidad negativa.

						
							
							Si la «corrección del mercado» es la medida reactiva para abordar un fallo de mercado identificado, la «conformación del mercado» es la medida proactiva que se adopta para crear un nuevo mercado y un ecosistema asociado. Amplía las fronteras tecnológicas y/o del mercado en lugar de operar dentro de las fronteras existentes.

						
					

					
							
							• Los bienes públicos: un bien público es un bien o un servicio que no es rival ni excluyente. El fallo ocurre cuando los consumidores no quieren pagar por el bien o se aprovechan de quienes lo hacen. O cuando una empresa privada no quiere invertir en el bien debido a su incapacidad para apropiarse de todos los beneficios. 

						
							
							La conformación del mercado adopta una perspectiva dinámica y ecosistémica del gasto gubernamental, considerándolo una inversión en el crecimiento de los mercados —tanto en la tasa de crecimiento como en su dirección—, en oposición a la corrección de un fallo.

						
					

					
							
							• Los monopolios naturales: se producen debido a las grandes economías de escala en la producción, de modo que el coste de provisión a través de una empresa es más barato que el coste de provisión mediante más de una.

						
							
							Esto reconoce que los mercados son dinámicos y complejos, y el resultado de actividades e inversiones tanto públicas como privadas.

						
					

				
			

			Tabla 3. El fallo de mercado frente a la conformación del mercado

			

			
			 

			Por lo tanto, una perspectiva de conformación del mercado requiere una inversión orientada por objetivos en el lado de la oferta, la creación del mercado en el lado de la demanda y mecanismos de gobernanza (por ejemplo, patentes) para lograr un crecimiento inclusivo, sostenible y guiado por la innovación. La tabla 3 ayuda a comparar y contrastar la corrección del mercado con una perspectiva de conformación del mercado más proactiva.[9]

			 

			 

			LAS ORGANIZACIONES: CAPACIDADES DINÁMICAS

			 

			Para crear valor de manera conjunta y conformar los mercados, las organizaciones públicas y privadas necesitan competencias dinámicas de experimentación y aprendizaje. Mientras en el sector privado a menudo se enfatiza la necesidad de ser una organización de aprendizaje, no sucede así en el sector público, que, como se ha expuesto en el capítulo 3, ha sido relegado al papel de simple corrector de mercados y de facilitador del valor creado por las empresas. Un enfoque de conformación del mercado, más proactivo, exige repensar la forma en que las organizaciones públicas crean e implementan actuaciones estratégicas (de las competencias de liderazgo a la forma de interactuar con los grupos, otras organizaciones e incluso los individuos de la sociedad), cómo se desarrolla la función pública (de la formación a la evaluación del rendimiento y la promoción) y cómo se gestiona el trabajo en las organizaciones públicas (de los equipos intersectoriales a la experimentación iterativa, un proceso que pasa por varias etapas, desarrollando un concepto y poniéndolo a prueba para producir una innovación viable).[10]

			En el sector privado, a los directivos se les enseña a ser flexibles y versátiles, y se piensa mucho en las competencias que necesitan los actores privados, porque son considerados creadores de valor. En todo el mundo, estas capacidades son un elemento esencial en los cursos de MBA sobre gestión estratégica, comportamiento organizativo y ciencias de la decisión. Y, sin embargo, hay pocos modelos de aprendizaje y trabajo dinámico dentro del Gobierno.

			Una de las pioneras del nuevo pensamiento empresarial fue la economista Edith Penrose,[11] que en la década de 1950 sostuvo que la competitividad se basaba en los recursos internos, sobre todo en la capacidad de aprendizaje. A partir de su trabajo, teóricos de la organización como David Teece, de la Escuela de Negocios Haas de la Universidad de California, en Berkeley, desarrollaron el concepto de «capacidades dinámicas» de la empresa, las capacidades internas para «integrar, construir y reconfigurar las competencias internas y externas y hacer frente a entornos que cambian con rapidez».[12] Este enfoque difería del de Michael Porter, un reconocido académico de la Escuela de Negocios Harvard, que hacía hincapié en la necesidad de que las empresas se posicionaran en su entorno competitivo (centrándose en sus proveedores, clientes y competidores).[13] El énfasis en las capacidades internas significaba prestar menos atención al ambiente externo y más a la capacidad de aprender, pivotar, ser ágil y adaptarse a los entornos complejos.

			El pensamiento orientado por misiones requiere que descubramos la importancia de esos rasgos internos propios de las organizaciones que abordan unidas los problemas, incluidas las del sector público. Pero como se asume que el Gobierno no es crucial para la creación de valor, solo para la corrección del mercado, dentro del sector público no se ha prestado atención a las competencias y las habilidades para la creación de valor y la asunción de riesgos. No resulta sorprendente que muchas organizaciones públicas se hayan enfocado en aumentar la eficiencia marginal de sus actividades en lugar de en concentrarse en emprender un cambio más ambicioso.[14]

			Las capacidades dinámicas ayudan a las organizaciones a desarrollar y mejorar recursos como el conocimiento, y son diferentes de las capacidades operacionales estáticas, que forman parte de las operaciones y la base de recursos existentes en una organización. Las capacidades dinámicas, por el contrario, forman parte de las «competencias básicas» necesarias para cambiar las posiciones competitivas a corto plazo, que con el tiempo se usan para crear una ventaja competitiva a largo plazo. El aprendizaje práctico es un elemento clave para mejorar la aptitud de una organización y el desarrollo de la «capacidad de absorción», es decir, la capacidad de entender el mundo que la rodea.[15]

			Esto es lo que el Gobierno de Reino Unido no supo reconocer cuando externalizó la respuesta a la pandemia de COVID-19. Al depender de empresas de consultoría para gestionar el sistema de prueba y rastreo, el Gobierno no solo ha privado a nuestros brillantes empleados públicos de una oportunidad para demostrar y desarrollar su conocimiento, sino que ha socavado la posibilidad de que durante la crisis se produjera un aprendizaje organizativo.

			 

			 

			Los nuevos desafíos son abrumadores, pero también suponen una oportunidad de aumentar las competencias del sector público. Sin embargo, con demasiada frecuencia los gobiernos no han invertido en procesos de aprendizaje organizativo y en cambio han dependido demasiado de las consultoras para gestionar tareas complicadas. En Reino Unido, después del referéndum del Brexit, el gasto en empresas de consultoría aumentó 1.500 millones de libras en el 2018, al igual que sucedió con la pandemia de COVID-19 cuando en el 2020 se utilizaron 56 millones de libras para subcontratar el sistema de prueba y rastreo; algo muy diferente del tipo de pensamiento moonshot que hizo que la NASA, recelosa de la captura y las promesas irreales, invirtiera en competencias internas.

			El replanteamiento de las competencias del Gobierno puede beneficiarse del trabajo de Richard Nelson y Sidney Winter, dos economistas conocidos por su estudio pionero sobre la innovación y la competencia en la economía, basado en el trabajo del estudioso de la innovación Joseph Schumpeter. Nelson y Winter ayudaron a los economistas a entender por qué había que desmontar la función de producción de la teoría económica (insumos y productos) de la «caja negra» (llamada así porque su explicación era limitada) para comprender de verdad las dinámicas de la innovación, y sobre todo cómo se produce la innovación en condiciones de incertidumbre.[16] Su trabajo sobre la «economía evolutiva» establece que los agentes económicos se adaptan a la incertidumbre estableciendo rutinas y reglas generales, que estas evolucionan con el tiempo a través de la experimentación y el aprendizaje, y que solo algunas superan el proceso de selección competitivo. Su trabajo se basa en el pensamiento de Herbert Simon, un psicólogo cognitivo que sostuvo que los actores económicos están «limitados» por su racionalidad, de modo que su comportamiento no maximiza, sino que es «satisfaciente»: se contentan con estar satisfechos, no necesariamente en un grado máximo. De hecho, si las empresas cambiaran constantemente lo que hacen para maximizar los beneficios (una función de los costes y los precios), nunca aprenderían: no se produciría un aprendizaje práctico, porque siempre harían algo diferente, al cambiar los precios y los costes. En otras palabras, una teoría de la innovación debe estar integrada en una teoría del aprendizaje, la experimentación y la adaptación a la incertidumbre.

			En el capítulo 4 hemos visto los atributos y los principios fundamentales que sentaron las bases de la capacidad del Gobierno para liderar una misión a la Luna. A partir de estos, creo que la capacidad de las burocracias modernas para gestionar problemas complejos y «perversos» se basa en cinco competencias esenciales:[17]

			 

			El liderazgo y el compromiso. La labor de la creación conjunta de mercados requiere que el Gobierno tenga capacidad de liderazgo y compromiso; las misiones pueden convertirse con demasiada rapidez en una etiqueta de moda bien para prácticas que son las de siempre, bien para ejercicios de planificación demasiado rígidos impuestos desde arriba. Así, las competencias que permiten interactuar con un grupo amplio de actores sociales y desplegar liderazgo mediante una visión audaz son vitales en un momento de gran «déficit democrático» en muchos países desarrollados. Algunos de los grandes retos cuestionan la vida tal y como la conocemos (por ejemplo, la suburbanización acompañada de sistemas de transporte congestionados). Disponer de competencias que fomenten la participación de abajo arriba significa que existe capacidad para establecer la misión, pero también para dejar suficiente espacio para la contestación y la adaptabilidad.[18]

			 

			La coordinación. Hoy en día, la capacidad de encontrar combinaciones de políticas coherentes (instrumentos y financiación) y competencias de coordinación es fundamental para el éxito de las políticas orientadas por misiones. Como estas no son solo soluciones tecnológicas, sino que tienen un fuerte componente social y político, las competencias de experimentación son mucho más importantes que antes. Es crucial que el trabajo supere los silos departamentales.

			 

			La administración. Las competencias administrativas tienen que beneficiarse de diversas experiencias y habilidades, de la ingeniería al diseño centrado en los humanos. Y la gestión de las misiones requiere nuevas formas organizativas que combinen ámbitos de conocimiento no relacionados (por ejemplo, en la movilidad urbana y el planeamiento, las formas de vida son tan importantes como los nuevos sistemas de almacenaje de energía) con la fluidez organizativa (por ejemplo, equipos interdepartamentales).[19]

			 

			La asunción de riesgos y la experimentación. Una competencia clave que necesitan los gobiernos es la de asumir riesgos, aceptar la incertidumbre y aprender mediante un proceso de prueba y error. Aprender es, por definición, una capacidad dinámica. Lleva tiempo y, por lo tanto, implica incorporar la paciencia al sistema. Las medidas estáticas de eficiencia —es decir, la producción por insumo— no captan este dinamismo. Muchas de las supuestas reformas llevadas a cabo para mejorar la eficiencia han externalizado competencias clave para el aprendizaje y la creación de conocimiento, y en ese proceso han vaciado las organizaciones públicas, reduciendo su habilidad de aprender y adaptarse a la incertidumbre.

			 

			La evaluación dinámica. Igual de importantes son las competencias de evaluación que no dependen de enfoques basados en el fallo de mercado (por ejemplo, el análisis coste-beneficio) y que integran la experimentación y sitúan a los ciudadanos en el centro del proceso (por ejemplo, considerándolos como usuarios) para garantizar que el sistema es adecuado para ellos.[20] Las políticas orientadas por misiones tienen una métrica clara: ¿se consiguió llevar a cabo la misión? Pero en el camino suceden otras cosas; de hecho, un atributo de la innovación es que mientras se busca algo se descubre otra cosa. Así, las métricas deben captar los resultados indirectos que surgen, como se ha explicado en el capítulo 4. Lo cual requiere prestar menos atención al ACB estático y más a los efectos de retroalimentación dinámicos. Mientras los cálculos del ACB y el valor actual neto se basan en suposiciones estáticas sobre los precios de mercado y los costes, las inversiones estratégicas orientadas por misiones suelen producir un desplazamiento de la frontera tecnológica (para utilizar la tecnología más avanzada), lo que puede provocar un efecto en cadena en toda la economía, de modo que nada permanece igual. Incluso una inversión como la que dio lugar al Concorde no debería evaluarse solo por el hecho de que el avión volara, sino por los efectos que la inversión tuvo en múltiples sectores. Por lo tanto, es necesario que los nuevos indicadores de evaluación capten los beneficios que aportan esas políticas a toda la economía, entre ellos los resultados indirectos dinámicos y la adicionalidad. La adicionalidad es la manera en que las políticas hacen que sucedan cosas que, de otra manera, no ocurrirían. Esto es fundamental, ya que muchas políticas se centran solo en los incentivos, en la reducción del coste de la inversión empresarial, cuando esta habría ocurrido en todo caso. Lo que impulsa de verdad la inversión empresarial son las expectativas sobre dónde residen las oportunidades futuras. Así, es clave evaluar el grado en que las políticas cambian esas expectativas. En este sentido, es esencial ir más allá del ACB y la eficiencia asignativa y adoptar una noción más dinámica de la eficiencia.[21] La tabla 4 se basa en la distinción entre la corrección del mercado y la conformación del mercado de la tabla 3 para centrarse en las diferentes suposiciones que conforman el cometido y la evaluación de las inversiones públicas en cada caso.

			 

			
			
				
					
							
							
							CORRECCIÓN DEL MERCADO

						
							
							CONFORMACIÓN DEL MERCADO

						
					

				
				
					
							
							Justificación del papel del Gobierno

						
							
							Fallos de mercado o de coordinación:

							• Bienes públicos

							• Externalidades negativas

							• Competencia/información imperfecta

						
							
							Todos los mercados e instituciones son creados conjuntamente por los sectores público y privado. El papel del Gobierno es garantizar que los mercados respaldan el propósito público, mediante la participación de los usuarios en la creación conjunta de políticas.

						
					

					
							
							Evaluación de un caso empresarial

						
							
							Análisis coste-beneficio (ACB) ex ante; eficiencia asignativa que asume relaciones generales y precios estáticos, etc.

						
							
							Centrado en el cambio sistemático para conseguir una eficiencia dinámica por misiones (que incluye innovación, resultados indirectos y cambio sistemático).

						
					

					
							
							Suposiciones subyacentes

						
							
							Es posible estimar un valor futuro fiable mediante descuento. El sistema se caracteriza por un comportamiento de equilibrio.

						
							
							El futuro es incierto debido a la posibilidad de novedades y cambios estructurales; el sistema se caracteriza por un comportamiento complejo.

						
					

					
							
							Evaluación

						
							
							Se centra en si una política específica soluciona un fallo de mercado y si se evita el fallo de Gobierno (óptimo de Pareto).

						
							
							Evaluación continua y reflexiva de si el sistema avanza en la dirección de la misión a través de la consecución de hitos intermedios y la participación de los usuarios. Se centra en la cartera de políticas
e intervenciones, y en su interacción.

						
					

					
							
							Enfoque del riesgo

						
							
							Muy averso al riesgo; se asume el sesgo de optimismo.

						
							
							Se acepta y fomenta el fracaso como un mecanismo de aprendizaje.

						
					

				
			

			Tabla 4. Evaluación dinámica de la inversión pública: una perspectiva de conformación del mercado

			

			
			 

			 

			LA FINANCIACIÓN: PRESUPUESTOS BASADOS EN RESULTADOS

			 

			Las misiones requieren un pensamiento a largo plazo y una financiación paciente. Al igual que cualquier otro proyecto, también hay que pagarlas. Como se ha explicado en el capítulo 4, Kennedy tenía claro que el proyecto Apolo costaría mucho dinero. Y lo costó. Y aunque tanto él como la NASA tuvieron que defender constantemente el uso del presupuesto, al final la presión y la urgencia de «derrotar a los rusos» hicieron que el dinero llegara. De hecho, la necesidad de ganar es el motivo por el que en tiempos de guerra siempre hay dinero disponible para las misiones; por ejemplo, en las guerras mundiales o en las de Vietnam o Irak. Parece que el dinero se hubiera creado con ese propósito.

			No existe razón alguna por la que la mentalidad de «lo que sea necesario» no pueda aplicarse a los problemas sociales. Pero el enfoque convencional es asumir que los presupuestos son fijos, de modo que si se gasta dinero en un ámbito, se hace a expensas de otro. Por ejemplo, si quieres una nueva infraestructura de energía, no puedes tener nuevos hospitales al mismo tiempo. Pero ¿y si los presupuestos se basaran en los resultados que deben alcanzarse, como en el caso del aterrizaje en la Luna y de las guerras? Qué pasaría si la primera pregunta no fuera «¿Podemos permitírnoslo?», sino «¿Qué queremos hacer realmente?» y «¿Cómo creamos los recursos necesarios para llevar a cabo la misión?».

			La idea tal vez parezca extraña y nueva, pero no lo es. De hecho, así es el funcionamiento desde un punto de vista técnico. En marzo del 2005, Paul Ryan, un senador republicano de Wisconsin, le hizo varias preguntas a Alan Greenspan, entonces presidente de la Junta de la Reserva Federal, en una sesión del Senado sobre el sistema de pensiones estadounidense. Le preguntó si un sistema en el que se retiene una cantidad de dinero en el presente para disponer de él en el futuro era asequible y si habría un problema de flujo de caja. Greenspan contestó con claridad: «No hay nada que impida al Gobierno crear tanto dinero como quiera y pagárselo a alguien. La cuestión es cómo se establece un sistema que garantice que se crean los activos reales con los que se obtienen esas prestaciones. De modo que no es una cuestión de activos, sino de la estructura de un sistema financiero que asegure la creación de recursos reales para la jubilación distintos del dinero en efectivo». En otras palabras, la pregunta clave es si la economía tiene capacidad productiva para hacer un buen uso del dinero que se crea y se pone en manos privadas.[22]

			Las misiones dan al gasto y a la inversión la direccionalidad necesaria para ampliar la capacidad productiva en la dirección deseada. Es esa dirección lo que hay que analizar y debatir, no si hay suficiente dinero para hacerlo. La respuesta suele ser: pero ¿qué pasa si el Gobierno continúa aumentando de manera indefinida su endeudamiento para satisfacer los compromisos de la seguridad social? No podemos seguir gastando más de lo que ingresamos. Algún día se producirá un terrible ajuste de la deuda. No hay un árbol mágico que dé dinero.

			Pero esa lógica confunde las finanzas domésticas con las de un Gobierno. Sin duda, es cierto que un hogar no puede gastar más de lo que gana durante mucho tiempo sin vender posesiones, conseguir más ingresos o recortar gastos. Pero los gobiernos no funcionan así. La razón es sencilla: son ellos los que imprimen el dinero, tienen una moneda soberana. Cuando un Gobierno decide gastar dinero en seguridad social, defensa o autopistas, el banco central —bien sea este el Banco Central Europeo, el Banco de Inglaterra o la Reserva Federal— hace que el dinero esté disponible. No rechaza los cheques del Gobierno. Como un banco central puede emitir libras o dólares, se limita a anotar en un marcador, de la misma manera que el anotador de un partido de fútbol puede contar sin límite cuántos goles mete cada equipo. La deuda se sigue acumulando y el coste de los intereses aumentará, pero siempre que la gente quiera mantener la moneda del país y —el argumento de Greenspan— el dinero creado se invierta de manera productiva, la deuda puede sostenerse sin incurrir en impagos.

			Recientemente, economistas como Stephanie Kelton, que pertenece a la escuela económica llamada teoría monetaria moderna (MMT, por sus siglas en inglés), han intentado que los gobiernos se den cuenta de que la idea de que es necesario conseguir el dinero antes de gastarlo sigue una lógica inversa. En realidad, el propio acto de gastar crea dinero.[23] Este pensamiento se basa en el trabajo de Hyman Minsky, que escribió sobre la teoría del dinero, más allá de la noción de que este sirve simplemente para engrasar las ruedas del comercio. Cuando se aplica a un Gobierno que emite su propia moneda y, por lo tanto, es el emisor monopolístico de esta, el funcionamiento es el siguiente. El proceso comienza, como es lógico, cuando el Gobierno gasta o invierte dinero. Lo cual es obvio, dado que los ciudadanos no pueden hacerse con el dinero emitido por el Gobierno si este no lo ha gastado o prestado primero. Cada vez que el Gobierno gasta dinero, después recupera una parte mediante impuestos. Si gasta diez euros y grava cuatro, puede decirse que tiene un déficit de seis. Pero esos seis euros están en manos de personas y empresas. Su situación ha mejorado seis euros. La otra cara del déficit del Gobierno es el superávit privado. En otras palabras, las hojas de balance del Gobierno y del sector privado deben ser el reflejo de las del otro (es más complicado cuando se incluyen las exportaciones e importaciones, pero para este debate no es necesario hacerlo). El déficit gubernamental «insufla» euros en las hojas de balance, mientras que el superávit gubernamental «succiona» euros de las hojas de balance. Un superávit fiscal continuo significa una succión constante, lo que implica que el sector privado está perdiendo activos financieros, porque los bonos que vencen no se vuelven a emitir. Así, los superávits fiscales debilitan las hojas de balance del sector privado.

			Es útil tener en cuenta cómo funciona en realidad la elaboración de presupuestos. Primero, un departamento del Gobierno debe decidir qué quiere hacer y, por lo tanto, qué misiones merece la pena promover. Luego debe persuadir al Parlamento o al Congreso para que acepte una partida dedicada a esa misión en el presupuesto nacional. Si convence al Parlamento o al Congreso, la agencia pertinente consigue el presupuesto y se pone a trabajar. El hecho de reducir o eliminar el presupuesto de un departamento no significa por fuerza que haya más dinero para otro. Por ejemplo, si en la década de 1960 se hubiera recortado la financiación de la NASA, eso no habría liberado automáticamente más dinero para la Agencia de Estados Unidos para el Desarrollo Internacional o el Departamento de Salud y Servicios Humanos.

			¿Qué ocurre con el dinero que está gastando el Gobierno cuando llega a manos privadas? Una gran parte se invierte en bonos del Estado. A diferencia de las libras o los dólares, estos bonos pagan intereses a un tipo garantizado. También son muy líquidos. De hecho, los bonos del Estado son el eje fundamental del sistema financiero y la base de muchas carteras: los pensionistas que se quejan del derroche del Gobierno es muy probable que vivan de los ingresos procedentes, en parte, de los bonos del Estado. La deuda nacional, que tanto preocupa a muchos políticos y ciudadanos, es en realidad la acumulación histórica del dinero gastado por el Gobierno que no se devuelve a través de los impuestos y ahora es un activo privado.[24] Los números rojos del Gobierno equivalen al saldo positivo del sector privado.

			En el año 2020, los acontecimientos en torno a la COVID-19 llevaron a esta teoría de la creación del dinero en una dirección inesperada. En marzo de ese año, el Congreso de Estados Unidos estaba aterrado por si la pandemia de coronavirus causaba un desastre económico comparable al de la Gran Depresión de la década de 1930. Votó a favor de un paquete de rescate de dos billones de dólares. Y el gobernador del Banco de Inglaterra, Andrew Bailey, reveló en junio del 2020 que en abril el banco había comprado bonos del Estado de Reino Unido por valor de doscientos mil millones de libras, porque existía el peligro de que el Gobierno se declarara insolvente.[25] Sin embargo, lo que distinguió al rescate estadounidense no fue solo su magnitud. Fue la ausencia de una compensación. Cuando el Congreso acuerda medidas de gasto, suele enviar dos instrucciones a la Reserva Federal. Una es añadir dólares por ordenador al crédito del Tesoro estadounidense, que distribuye los dólares para que se gasten según lo acordado. La otra es restar dólares en forma de impuestos acordados. En el caso del paquete de dos billones de dólares, sin embargo, la instrucción solo fue añadir dólares. En efecto, el dinero se creó de la nada.

			Aunque existe una gran controversia sobre quién se beneficia en realidad de los paquetes de ayuda, y muchos sostienen que una parte demasiado grande de los fondos se dedicaron a rescatar empresas en lugar de ayudar de forma apropiada a los trabajadores y ciudadanos, la magnitud excepcional del paquete plantea preguntas fundamentales sobre las opciones que tenemos en momentos más normales. Una noche cualquiera de la década de los 2000, unos quinientos mil estadounidenses no tienen hogar. ¿Por qué el Congreso nunca ha sido capaz de encontrar el dinero para darles una casa? ¿O para alimentar a millones de niños hambrientos? ¿O para abastecer de agua potable a los residentes de Flint, en Michigan, y de otros lugares que llevan años sufriendo el suministro de agua contaminada? ¿Por qué, para el caso, dada la pandemia, el Congreso no ha garantizado que Estados Unidos tuviera un sistema sanitario que cubriera adecuadamente a toda la población? Hay, por supuesto, respuestas políticas a estas preguntas, muchas de las cuales suelen encontrarse en el poder que tienen los grupos de presión. Pero las elecciones no son principalmente financieras porque, como hemos visto, los gobiernos soberanos pueden crear dinero (y lo hacen).[26] ¿Qué les hace considerar que algo es lo bastante urgente como para actuar sin hacerse la falsa pregunta sobre si hay suficiente dinero en la hucha para realizarlo?

			Por supuesto, esto no significa que el dinero pueda o deba crearse sin límite. La verdadera cuestión es: ¿cuál es el límite? La respuesta es la inflación, y cuánta podemos tolerar. El asunto clave, como explicó Greenspan, es lo productivo que sea el gasto. La seguridad social puede parecer una estafa piramidal, porque en Estados Unidos el número de trabajadores por jubilado que cobra de la seguridad social ha pasado de 16:1 en 1950 a 2:1 en la actualidad. Pero si esos dos trabajadores son mucho más productivos de lo que fueron sus dieciséis abuelos en 1950, las pensiones se seguirán pagando. De igual manera, siempre que el gasto adicional alimentado por la creación de dinero del Gobierno no choque con los recursos reales de la economía —la oferta de trabajadores, las fábricas, las máquinas, las materias primas, los conocimientos técnicos, etc.—, el riesgo de una inflación excesiva es bajo.[27] Y, por supuesto, esa oferta no es estática; puede crecer. Las inversiones en capital físico (maquinaria, fábricas) y la innovación organizativa y tecnológica subyacente pueden ampliar la capacidad.

			No hay razón alguna para que la inversión y el gasto causen inflación, siempre y cuando la economía tenga espacio para crecer y no esté funcionando a plena capacidad (humana y física). Lo cual significa que hacer inversiones que amplíen la economía gracias a su naturaleza estratégica (paciente, a largo plazo y orientada por misiones) —en oposición a las inversiones que solo colocan dinero en una economía estática— rara vez causa inflación. Amplían el pastel en lugar de aumentar el dinero en un pastel existente.

			La inflación de la década de 1970, que estuvo acompañada de un alto desempleo (estanflación), no estuvo causada por restricciones de capacidad. Fue un fenómeno del lado de la oferta, al que contribuyeron factores como el impacto de los precios del petróleo, los tipos de interés altos y la indiciación salarial. Eso no solo ocurrió en Estados Unidos, sino en gran parte del mundo desarrollado. La inflación experimentada durante la República de Weimar en el periodo 1921-1923 es otra historia relacionada con el lado de la oferta. Después del impago alemán en 1922, los ejércitos francés y belga tomaron represalias y se apoderaron de la región del Ruhr, el corazón minero y manufacturero de Alemania. Los alemanes, a su vez, dejaron de trabajar y la producción se detuvo. Siguieron pagando a los trabajadores en moneda local a pesar de que solo era posible una producción limitada, de modo que la demanda nominal enseguida empezó a aumentar en relación con la producción real, que se estaba parando. Esta es la clase de dinámica que puede provocar inflación. Pero esta no era una situación normal, en la que un Gobierno soberano intentaba financiar el deseo de un sector no gubernamental de salvar los niveles de empleo y producción y mantenerlos altos. 

			Hay quien sostiene que se puede provocar inflación al cancelar deuda. Pero no es verdad. Un modelo del impacto económico que causa la cancelación de una deuda de estudios en Estados Unidos descubrió, utilizando modelos macro convencionales, que la inflación solo subiría 0,3 puntos porcentuales (en el punto máximo).[28] Otro modelo, realizado por Moody's, descubrió que el efecto era aún menor, y solo añadía unos insignificantes 0,09 puntos porcentuales a la tasa de inflación.

			Cuando la inversión pública se hace de manera estratégica, con un sistema de organizaciones en la esfera pública que invierten en ámbitos de crecimiento a largo plazo —incluyendo los factores clave que aumentan la productividad (la educación, la investigación, las conexiones entre ciencia e industria, la formación del personal, una financiación paciente, etc.)—, atrae la inversión del sector privado. Al ampliar la capacidad, no causará inflación. Hacer que los ciudadanos se mantengan sanos mediante un enfoque holístico de su bienestar (mental, físico y social) también amplía la capacidad.

			Las inversiones públicas a largo plazo y orientadas por visiones tienen, además, una mayor posibilidad de crear un efecto multiplicador significativo; es decir, sumar al PIB más que la cantidad total de la inversión. Esto se debe a la manera en que las misiones pueden crear efectos intersectoriales y es una razón para pensar en las inversiones públicas de forma más estratégica.[29]

			En una economía basada en resultados, las finanzas sirven a la economía en lugar de la economía a las finanzas. Los jesuitas acertaron cuando decidieron que la caja donde guardaban el dinero para las misiones solo pudiera abrirse con dos llaves: una guardada por el rettore (el visionario) y la otra por el procuratore (el contable). La visión y la cesión de fondos tienen que ir de la mano.[30]

			 

			 

			LA DISTRIBUCIÓN: COMPARTIR RIESGOS Y RECOMPENSAS

			 

			Los debates sobre cómo reducir la desigualdad rara vez se vinculan a los relacionados con la innovación y la creación de riqueza. Los primeros suelen interesarse más por la inclusión social y las reformas del Estado de bienestar y los últimos por la productividad y las políticas de innovación que afectan al emprendimiento. Pero una visión de la creación colectiva de valor que conforme el mercado tiene que reunir esas comunidades y las discusiones relacionadas. Se pregunta: si la riqueza se crea en la sociedad, ¿cuáles son las herramientas que garantizan que esta también se distribuye por la sociedad, en vista tanto de la equidad como de la justicia en el esfuerzo y la implicación?

			De eso trata la predistribución.[31] Mientras la redistribución propugna abordar la desigualdad a través de la redistribución de los ingresos una vez son creados, mediante impuestos o beneficios, la predistribución intenta evitar la desigualdad ex ante. Ambas son necesarias para lograr resultados equitativos, pero la predistribución se centra en que las condiciones sean las adecuadas desde el principio, de modo que, después, la redistribución necesaria para hacer correcciones sea menor. La idea es que si el valor se crea de manera colectiva mediante el esfuerzo de la sociedad, todos los actores deberían recibir una parte justa proporcional a su asunción de riesgos, aportación y creatividad. La identificación de estos actores y sus interacciones también plantea la cuestión de cómo se distribuyen los beneficios entre ellos. El enfoque de la predistribución crea estructuras que generan resultados más justos en la economía, como los contratos que garantizan que los sectores público y privado compartan los riesgos y las recompensas de la creación de valor.

			Dada la enorme inversión que implica una misión, además del riesgo de fracaso, tiene sentido que el Gobierno piense en cómo compartir los beneficios de esa inversión con el mayor número posible de ciudadanos. De hecho, como la incertidumbre es inherente a la innovación y las inversiones no tienen un retorno garantizado, fortalecer el control público sobre las recompensas es una condición necesaria para legitimar el papel gubernamental en la creación y conformación de los mercados. Si las agencias públicas han de absorber grandes riesgos tecnológicos y de mercado, es legítimo esperar que los frutos de una financiación pública exitosa sirvan a los contribuyentes y justifiquen la socialización de las recompensas financieras conseguidas.[32]

			Eso se puede realizar de varias maneras. Una es hacerlo directamente mediante un fondo soberano de inversión, constituido por los retornos de la actividad financiada por el Gobierno o a través de participaciones accionariales en empresas que se benefician de las inversiones públicas. Las ganancias procedentes de esas actividades pueden distribuirse mediante un dividendo ciudadano, lo que en esencia es recompensar a los creadores de valor colectivo con una parte de la riqueza que han generado. Esa riqueza pública puede proceder de recursos naturales o de procesos que han supuesto un esfuerzo colectivo masivo, por ejemplo las innovaciones que han dado lugar a tecnologías revolucionarias como internet o la inteligencia artificial.[33] Una situación que es la contraria de la más frecuente, en la que la inversión gubernamental supone la socialización de los riesgos y la privatización de las recompensas. Lo cual sucede sobre todo en tiempos de crisis, cuando las empresas son rescatadas, pero luego, si se recuperan, los beneficios pasan a ser privados. Pero también ha sido el resultado habitual en la financiación de la innovación.

			Al permitir que el Gobierno conserve participaciones accionariales en empresas que se han beneficiado de las inversiones públicas, los fondos soberanos de inversión pueden reponerse. Cuando Tesla (como se ha explicado en el capítulo 3) se benefició de un préstamo garantizado de 465 millones de dólares, el Departamento de Energía de Estados Unidos negoció, extrañamente, al revés: parece que exigió que el Gobierno se quedara con tres millones de acciones ¡solo si el préstamo no se devolvía! Después, el precio por acción se multiplicó casi por diez. Si cuando hizo esa inversión en el año 2009, el Gobierno estadounidense se hubiera quedado una participación, en el 2013 (cuando se devolvió el préstamo) habría ganado más que suficiente para cubrir las pérdidas de Solyndra y financiar la siguiente ronda de inversiones, que es como habría pensado un capitalista de riesgo. Pero esa lógica requiere cambiar el relato para que hable de la creación de valor; pasar de una noción del Gobierno como prestamista de último recurso a una en la que aparece como inversor de primer recurso, permitiendo así que los contribuyentes obtengan una parte del valor que se crea con su colaboración. Esto es menos relevante para las inversiones en investigación básica realizadas durante las primeras fases, cuyos beneficios vuelven a la sociedad gracias a la difusión del conocimiento. Pero las inversiones en las últimas etapas que van directamente a las empresas —incluso durante los periodos de rescate— son de alto riesgo y sí deberían beneficiar a quienes asumen el riesgo (colectivo) de ese proceso.

			La perspectiva de que un Gobierno posea una participación de una corporación privada será anatema en muchos lugares del mundo capitalista. Pero, dado que los gobiernos ya invierten en el sector privado, bien podrían obtener un retorno de esas inversiones (algo que incluso los conservadores fiscales pueden encontrar interesante). No es necesario que cuenten con una participación mayoritaria, pero podrían tener capital en forma de acciones preferentes con prioridad para recibir dividendos o tener una «acción de oro» que le dé derecho de veto en determinadas circunstancias, como las adquisiciones. Los retornos podrían utilizarse para financiar innovaciones futuras. Cuando, durante la crisis de la COVID-19, los gobiernos proporcionaron rescates masivos, incluso el Financial Times abogó por que mantuvieran participaciones accionariales para poder cubrir la deuda que se estaba acumulando.[34]

			Una manera más indirecta de lograr un rendimiento público adecuado de la inversión pública es vincular las inversiones públicas o las subvenciones que benefician al sector privado a condiciones estrictas que fomenten el crecimiento inclusivo y sostenible (algo abordado, en parte, en el capítulo 5). Las garantías crediticias y los rescates que los gobiernos dan a las empresas pueden estar sujetos a condiciones. Esas condiciones pueden exigir que las compañías que reciben fondos públicos reinviertan los beneficios en ámbitos que beneficien a la sociedad: formación de trabajadores para reducir las emisiones de carbono o inversiones en I+D. Las condiciones podrían limitar además la cantidad de valor que se extrae mediante la recompra de acciones, algo que la senadora estadounidense Elizabeth Warren defendió en el caso de los rescates concedidos durante la epidemia de la COVID-19. De hecho, en el caso de los fondos de recuperación daneses relacionados con la COVID-19, Dinamarca dejó claro que las empresas que utilizaran paraísos fiscales no podrían acceder a la ayuda del Gobierno. Otra condición podría ser garantizar que los medicamentos que reciban inversión pública —de hecho, la mayoría de ellos— tengan un precio asequible.[35]

			Todas estas cuestiones sobre el reparto de recompensas tratan de vincular la creación de valor a su distribución. La respuesta a la pregunta «¿Quién obtiene qué y por qué?» también determinará cómo se reproduce el sistema en cuestión. A los economistas del siglo XVIII conocidos como fisiócratas les preocupaba que algunas clases de la sociedad (los comerciantes y los terratenientes) estuvieran desviando demasiado valor del sistema, de modo que la verdadera fuente de creación de valor —la agricultura— resultara perjudicada.[36] Es la razón por la que llamaron a los comerciantes y los terratenientes, de quienes creían que extraían más valor del que creaban, «la clase estéril».

			Keynes también creía que era fundamental vincular la creación de valor a su distribución mediante la socialización de la inversión, un concepto sobre el que escribió brevemente en el último capítulo de su obra maestra, Teoría general del empleo, el interés y el dinero, de 1936. En él identificaba tres tareas principales que debían llevarse a cabo para salvar al capitalismo de su propia desaparición: «desprenderse de la liquidez», «practicar la eutanasia a los rentistas» y «socializar la inversión». Asoció los tres conceptos debido a su papel en la preservación de la «demanda efectiva», es decir, el gasto de los consumidores y la inversión de las empresas y el Gobierno. Si el valor se desvía, entonces esas fuentes de crecimiento se verán perjudicadas. La socialización de la inversión es un concepto relevante porque subraya que no solo es importante pensar en la inversión y la demanda agregadas, sino en la forma de esa inversión. A Keynes le interesaban las mutuas y las cooperativas porque compartían riesgos y recompensas; es decir, reinvertían los beneficios en la empresa con el objetivo de un crecimiento a largo plazo y los ingresos se distribuían entre los grupos cooperativos de propietarios.

			 

			 

			LAS ASOCIACIONES: PROPÓSITO Y VALOR PARA LAS PARTES INTERESADAS

			 

			El pensamiento anterior —sobre cómo garantizar las relaciones equitativas y el retorno público de una inversión pública— ayudará a construir ecosistemas de creación de valor más mutualistas y simbióticos. Aunque suele utilizarse el término «asociación público-privada», hay que seguir pensando en cómo desarrollar verdaderas colaboraciones que beneficien a todos. Como se ha abordado en el capítulo 4, llegar a la Luna requirió un enorme esfuerzo de los actores tanto públicos como privados. La NASA pensó largo y tendido sobre cómo asegurar que sus contratos con los proveedores privados fueran justos, incluyeran los incentivos adecuados y no dieran lugar a una captura.

			En los últimos años, se ha recuperado el concepto de «valor para las partes interesadas» con el fin de explorar maneras de contrarrestar el cortoplacismo de las empresas que solo se centran en el valor para el accionista. Este último ha llevado a las compañías a centrarse en la simple maximización de los beneficios, que luego se distribuyen entre los accionistas mediante el pago de dividendos y prácticas como la recompra de acciones que aumenta el precio de estas. En cambio, un punto de vista que tenga en cuenta a las partes interesadas no debe recompensar solo a los accionistas, sino a tods los actores: los trabajadores, las comunidades y el medioambiente. Este concepto reconoce que el valor se crea de manera colectiva —de modo que las recompensas deben distribuirse equitativamente— y, sobre todo, que las empresas tienen que centrarse en el largo plazo, no en el corto. Por definición, el pensamiento a largo plazo reflexiona sobre todas las fuentes de creación de riqueza que deben ser financiadas, así como las diferentes voces que deben contribuir a las decisiones acerca de qué financiar. Con una gobernanza corporativa de las partes interesadas, las firmas están controladas, directa o indirectamente, por los accionistas y un grupo más amplio de partes interesadas. Por ejemplo, en los países escandinavos los sindicatos de trabajadores cuentan con representantes en los consejos de las empresas y tienen voz en los tipos de inversiones que se realizarán en el futuro, así como en cuestiones relacionadas con la remuneración.

			El valor para las partes interesadas da sentido a la interacción entre los diferentes agentes económicos y a la creación de valor en favor del bien común. El valor creado se reinvierte en un grupo de actores mayor, que incluye a la comunidad.[37] En una visión de la gobernanza de las partes interesadas orientada por misiones es fundamental centrarse en las relaciones, por ejemplo, en las que se establecen entre los agentes públicos y privados. En este sentido, el compromiso de no utilizar paraísos fiscales, de invertir en formación del personal o de mejorar las obligaciones sobre las emisiones de carbono a cambio de acceder a tecnología o subvenciones financiadas públicamente puede convertirse en la norma. Este tipo de condicionalidad puede usarse en los malos tiempos —por ejemplo, las condiciones para recibir rescates—, pero también en los buenos para obtener contratos que desarrollen mejores sistemas de sanidad y energías renovables.

			Pero, en esencia, el valor para las partes interesadas debe considerarse una forma diferente de producir. Un ejemplo perfecto es la producción de vacunas (como se ha analizado en el capítulo 5). El sector público tiene que gobernar las vacunas como un conformador de mercado: dirigiendo la innovación, consiguiendo precios justos, asegurando que las patentes y la competencia funcionan como es debido y garantizan el suministro. Los consorcios de patentes (los acuerdos entre titulares de patentes para autorizarse entre ellos licencias cruzadas) permiten que las instituciones de investigación, el ámbito académico, las empresas y otros actores clave de diferentes países gobiernen y utilicen colectivamente las propiedades intelectuales para determinar, crear y ampliar las soluciones tecnológicas conjuntamente y garantizar un acceso asequible y universal para todos. Los consorcios de patentes que la Organización Mundial de la Salud propone para fomentar la «inteligencia colectiva» podrían ser un mecanismo de solidaridad, porque impulsan un deseo común de acción colectiva en uno de los puntos de inflexión más delicados de la salud pública.[38] Esto también ayudaría a que las patentes promovieran iniciativas empresariales productivas en lugar de improductivas.[39]

			Otro ejemplo interesante es la exploración espacial contemporánea. Históricamente, han sido los agentes estatales como la NASA en Estados Unidos o la Agencia Espacial Europea los que han hecho las inversiones arriesgadas y que requerían mucho capital. Hoy en día, en el espacio hay muchos actores privados, desde Elon Musk con SpaceX hasta Richard Branson con Virgin Galactic, que están aprovechando el conocimiento logrado gracias a las inversiones que las agencias públicas hicieron en la etapa más arriesgada de la exploración del espacio. ¿Cuál es la forma adecuada de compartir las recompensas fruto de esta asociación? Se dice que Elon Musk ha recibido 4.900 millones de dólares en subvenciones públicas para sus tres empresas, incluida SpaceX.[40] Este apoyo no forma parte del relato de su historia de éxito empresarial, tampoco se refleja en contratos específicos; las recompensas monetarias obtenidas gracias a los contribuyentes no se comparten.

			Ahora que el sector privado está cada vez más involucrado en el espacio, es fundamental que el sector público que respalda esta participación conserve la seguridad necesaria para garantizar que se cumplen los objetivos públicos. En los últimos años, los astronautas se han quejado de que hay demasiado «desorden» en el espacio. Por ejemplo, la SpaceX de Musk ha enviado miles de satélites al espacio; a la larga, planea lanzar doce mil satélites para crear un internet con base en el espacio. Estos satélites, llamados CubeSats, son muy pequeños y, por lo tanto, mucho más baratos de producir. Son una de las razones por las que la entrada de empresas privadas en el espacio se ha vuelto más fácil. Pero también es el motivo por el que ahora el espacio está abarrotado, lo que hace más difícil ver el cielo de noche desde la Tierra y aumenta el peligro de colisiones.[41] Todo esto indica la necesidad de asegurar que las asociaciones público-privadas son en verdad eso y no una simple, y literal, aglomeración.

			Otro ámbito clave son las plataformas digitales. Hoy en día, la cuestión principal es cómo gobernarlas de manera que fomenten la creación de valor para la mayoría de los ciudadanos, en lugar de beneficios privados para unos pocos. Las grandes compañías tecnológicas han acumulado beneficios récord gracia al uso de tecnologías como internet y la inteligencia artificial. Estas empresas, conocidas como las big tech, o a veces como FAANG (Facebook, Apple, Amazon, Netflix and Google), se han beneficiado de las economías de red que dieron una ventaja a los primeros actores, ya que los consumidores quieren estar en la misma plataforma para poder interactuar con los demás. Esto, junto con unos importantes ingresos por publicidad, ha creado una economía de plataformas caracterizada por unos rendimientos de escala sólidos y crecientes, en la que empresas como Amazon y Google tienen un enorme poder de mercado. El problema es que han utilizado cada vez más ese poder para extraer lo que yo he llamado «rentas algorítmicas» en un sistema capitalista moderno que se parece más a un «feudalismo digital»: la capacidad de usar algoritmos para manipular lo que la gente ve y quiere.[42] Como ha argumentado la psicóloga social Shoshana Zuboff, creemos que somos afortunados porque podemos buscar «gratis» en Google, pero en realidad es Google quien busca gratis en nosotros, y de paso amasa una fortuna.[43] La capacidad de esas grandes compañías para vender nuestros datos personales y manipular las búsquedas de modo que sus ingresos publicitarios aumenten es un enorme problema con el que tienen que lidiar las autoridades de la competencia, junto con los obstáculos asociados a la evasión fiscal (la estrategia común de cambiar el origen de los beneficios para minimizar los impuestos adeudados). El hecho de que buena parte de la tecnología en la que se basan las grandes tecnológicas sea producto de la inversión pública supone un argumento aún más convincente para que la tecnología financiada con fondos públicos sirva al interés público. Esto exige una regulación que tenga en cuenta la perspectiva de la conformación del mercado y encontrar la forma de que los gobiernos recompensen la creación de valor, no su extracción.

			La defensa del interés público subyacente puede enmarcarse en el planteamiento de los «bienes comunes», por ejemplo los datos comunes. Los trabajos previos sobre el gobierno de los bienes comunes, como el de la economista Elinor Ostrom, hacían hincapié en cómo estructurar la forma de compartir un bien común para garantizar que se reproduce en el tiempo y no es destruido por el interés individual. La investigación más importante de Ostrom estudió cómo los espacios cuya propiedad es comunitaria (por ejemplo, los caladeros oceánicos) pueden estar mal gestionados debido a un uso excesivo (al capturarse demasiados peces en relación con su población) que destruye ese espacio común, lo cual proporciona una base teórica para explicar cómo algunas comunidades han gobernado los recursos comunes con el fin de garantizar que siguieran siendo viables para las generaciones futuras. Demostró así que siempre y cuando se sigan ciertas reglas sobre el uso y el cuidado de los recursos, no son necesarios un dominio y un control centralizados en exceso por parte del Gobierno o de las empresas mediante la privatización. Entre esas normas de acción colectiva están la definición de unos límites claros del recurso común, la supervisión de su uso, la resolución informal de conflictos y la existencia de estructuras participativas para la toma de decisiones. Hoy en día, esas reglas pueden resultar muy útiles para pensar en cómo gobernar los datos comunes. Esto es fundamental, dado que la gente crea datos cada vez que hace «clic». Los datos se generan colectivamente y son cada vez más esenciales para que los ciudadanos puedan acceder a su derecho a la educación, la sanidad y servicios como el transporte público. Por lo tanto, encontrar formas de garantizar que gobernamos la creación de datos en beneficio del bien común es crucial para la capacidad de gobernar un crecimiento inclusivo. Ada Colau, la alcaldesa de Barcelona, contrató a hackers en la administración local para que crearan un proyecto llamado City Data Commons con el fin de encontrar la manera de que la ciudad gestionase proactivamente los datos generados y mejorar el transporte público y la vivienda social.

			Si priorizamos el potencial regenerador de la economía —es decir, su capacidad de regenerar las fuentes de creación de valor dentro de los límites planetarios y de los límites del capital humano y físico— es útil pensar en términos de una economía circular. Como defiende la economista de Oxford Kate Raworth, la economía circular no solo minimiza los residuos, sino que fomenta nuevas instituciones y colaboraciones entre organizaciones e individuos, lo que nos permite prosperar mientras vivimos dentro de los límites planetarios. Raworth sostiene que esto requiere invertir en los ámbitos que determinan la prosperidad humana, por ejemplo los alimentos y la vivienda, unas mejores condiciones laborales, una buena atención sanitaria y tener voz en la política, al mismo tiempo que se garantiza que colectivamente no aumentamos hasta un grado intolerable nuestra presión sobre los sistemas que mantienen la vida en la Tierra, como un clima estable, suelos fértiles y una capa de ozono protectora.[44] La producción y el consumo circulares de esta clase desvinculan el crecimiento económico de la extracción y el consumo de materiales, reduciendo así la dependencia de los recursos. Como ha escrito la historiadora económica de origen venezolano Carlota Pérez, esto puede estimular la renovación económica e industrial, con el consiguiente aumento de las inversiones en nuevos tipos de servicios y métodos de producción.[45] Lo cual requiere invertir en las instituciones que apoyan el desarrollo humano y la salud planetaria, como implica la perspectiva del bien común.

			 

			 

			LA PARTICIPACIÓN: SISTEMAS ABIERTOS PARA DISEÑAR CONJUNTAMENTE NUESTRO FUTURO

			 

			El aterrizaje en la Luna fue motivador y exigió un enorme esfuerzo colectivo: contribuyeron a él más de cuatrocientas mil personas de la NASA, las universidades y el sector privado. Pero la misión en sí fue una clásica iniciativa impuesta desde arriba. Las misiones actuales (como se ha explicado en el capítulo 5) requieren un compromiso ciudadano mayor tanto en la visión como en la propia misión; por ejemplo, ¿quién define cómo debe ser una «ciudad verde»?

			Con su concepto de vita activa, la filósofa Hannah Arendt convirtió la idea de bien común y valor público —mencionada antes— en un concepto de participación activa.[46] Su idea era que los ciudadanos debían participar en los asuntos públicos, porque era la única manera de escapar del totalitarismo y la alienación en el capitalismo de producción en masa: en este caso, la noción de bien común se refleja en la noción de un ciudadano activo. Pero vita activa también significa que es necesario que la sociedad esté abierta a un verdadero debate, a la impugnación de las ideas y los conflictos explícitos sobre valores. Para Arendt, esto era algo bueno (como lo fue en la antigua filosofía política griega). La participación no es un proceso silencioso y armonioso. Por otra parte, la teoría económica no piensa en la participación, que se deja a los campos de la ciencia política centrados en las instituciones participativas.

			Alexis de Tocqueville fue un gran defensor de los ciudadanos comprometidos a escala local y de las estructuras institucionales que les ayudan a hacerlo. En La democracia en América (1835) identifica como un rasgo clave de la democracia estadounidense su sociedad participativa, y argumenta que esta es la gran fuerza de su sistema político:

			 

			No es muy fácil hacerse escuchar por los hombres que viven en las democracias cuando no se les habla de ellos mismos. No escuchan las cosas que se les dicen porque siempre están muy preocupados por las cosas que hacen. 

			En efecto, en las naciones democráticas se encuentran pocos ociosos. La vida allí transcurre en medio del movimiento y del ruido y los hombres están tan afanados en actuar que les queda poco tiempo para pensar. Lo que quiero destacar por encima de todo es que no solo están ocupados, sino que sus ocupaciones les apasionan. Están perpetuamente en acción y cada una de sus acciones absorbe su alma. El empeño que ponen en los negocios les impide enardecerse por las ideas.[47]

			 

			Por desgracia, las verdades de Tocqueville sobre Estados Unidos están amenazadas. Como dice Robert Putnam: «La reducción de la participación electoral es simplemente el síntoma más visible de una desvinculación más amplia de la vida comunitaria. Al igual que la fiebre, la abstención electoral es una señal, casi más importante que la propia enfermedad, de que existe un problema más profundo en el cuerpo político. No es solo de la cabina de votación de donde los estadounidenses desertan cada vez más».[48] Sin embargo, vemos cada vez más movimientos sociales que tienen un gran impacto en un desarrollo progresista de la sociedad: de los estudiantes de Viernes por el Futuro que luchan contra la crisis climática a Black Lives Matter, que aboga por un nuevo contrato social entre las razas; pero también, más en general, una atención renovada a cualquier forma de desigualdad y a las inversiones y las nuevas estructuras necesarias para eliminarla.

			El politólogo Ronald Inglehart afirma que «con frecuencia se oyen menciones a la creciente apatía de la sociedad […]. Estas acusaciones de apatía son falsas: los ciudadanos están abandonando en masa las viejas organizaciones políticas oligárquicas que los movilizaban en la era de la modernización, pero se están volviendo más activos en una gran variedad de formas de acción política que desafían a las élites».[49] El consumismo político, la actividad contenciosa, la acción deliberativa y la participación online han aumentado desde los añorados días de principios de la década de 1960. Desde este punto de vista, puede que Estados Unidos esté siendo testigo de un renacimiento del compromiso democrático y no de un declive general en la participación.[50]

			La participación requiere repensar el futuro juntos. Por esta razón, es vital reunir a diferentes voces, no solo para que reaccionen ante una misión, sino para que la diseñen. Hoy en día, por ejemplo, los sindicatos de trabajadores están interactuando con la transición verde a través del concepto de «transición justa», abordado en el capítulo 5. Pero el verdadero desafío es garantizar que el diseño de las misiones traspase las fronteras de clase. La reacción contra la «élite» es una señal que nos alerta de cómo muchas personas se sienten desvinculadas del proceso de creación y solo les queda reaccionar ante sus consecuencias.

			Por último, la verdadera participación requiere que los sistemas estén abiertos al cambio y a la adaptación basada en la respuesta recibida. De lo contrario, la participación —y la retroalimentación— es solo simbólica. La apertura debe ser un rasgo tanto del diseño de los sistemas como de su funcionamiento en la práctica. Los sistemas abiertos son más reactivos a lo que puede considerarse un poder compensatorio, es decir, la disensión. Para evitar que las misiones se conviertan en el proyecto preferido de un ministro o un tirano, es importante integrar la experimentación en el diseño del sistema y conformar esa experimentación —y el aprendizaje a partir de las diferencias— con base en la participación real. Por ejemplo, la Unión Europea no puede dictar cómo las ciudades consiguen ser neutras en emisiones de carbono: eso deben descubrirlo ellas, sus participantes y las propias organizaciones.

			 

			 

			Entender el cambio de los sistemas requiere comprender la relación entre las partes y el todo. La ciencia de los sistemas complejos estudia cómo la manera en que los agentes (una palabra sofisticada para referirse a las personas) interactúan en un sistema determina una estructura macro (el entorno circundante) que retroalimenta la interacción micro (individual).[51] La perspectiva de la teoría de la complejidad, similar al enfoque evolutivo de la economía inspirado en la obra de Joseph Schumpeter, destaca la diferenciación entre los actores de un sistema y los procesos competitivos de selección que solo permiten que crezcan algunos. También estudia cómo las condiciones iniciales (las circunstancias históricas) pueden establecer un bucle de retroalimentación que provoca que el sistema se «cierre» y quede atascado. Este énfasis es diferente del de la perspectiva de la economía convencional, en la que la atención no se centra en la diferenciación, sino en el agente medio, y tampoco en el desequilibrio, sino en el equilibrio y los resultados ideales. De la misma manera que, en los últimos años, la teoría de la complejidad nos ha ayudado mucho a entender fenómenos dinámicos como las burbujas y las caídas del precio de los activos,[52] y el cierre del sistema debido a los efectos de red, también puede ayudarnos a comprender la forma en que los actores públicos y privados crean conjuntamente el cambio. Las misiones deben estar abiertas a la incertidumbre y, al mismo tiempo, ser capaces de realizar una planificación a largo plazo y trabajar con los distintos departamentos. Tal vez los gobiernos no puedan adaptarse al cambio debido a su incapacidad para asumir riesgos y aceptar la incertidumbre, pero sobre todo a su forma de trabajar en silos, que están cerrados a los bucles de retroalimentación. En los sistemas abiertos, la incertidumbre y la ambigüedad son plenas. Y cuanto más participativo sea un sistema, más abierto será. De ahí la necesidad aún mayor de adaptarse a la complejidad subyacente.

			En otra ocasión resumí con el término ROAR las competencias dinámicas que los gobiernos necesitan para gobernar un proceso de conformación del mercado.[53] ROAR es el acrónimo en inglés de cuatro ámbitos clave que pueden guiar a las organizaciones orientadas por misiones:

			 

			• R (Routes and directions). Rutas y direcciones: establecer una dirección de cambio que motive la innovación en diferentes partes de la economía.

			• O (Organizations). Organizaciones: crear redes descentralizadas de organizaciones exploratorias que puedan aprender a través de la práctica y asuman la prueba y el error, y que formen asociaciones dinámicas con socios privados y del tercer sector.

			• A (Assessment). Evaluación: valorar el impacto dinámico de las inversiones creadoras de mercado, superando el análisis estático de coste-beneficio para captar los resultados indirectos dinámicos.

			• R (Risks and rewards). Riesgos y recompensas: establecer acuerdos simbióticos entre los sectores público y privado, de modo que tanto los riesgos como las recompensas se compartan.

		

	
		
			CONCLUSIÓN 
CAMBIAR EL CAPITALISMO

			 

			Si quieres construir un barco, no animes a la gente a recoger madera y no les asignes tareas y trabajos, enséñales mejor a desear la infinita inmensidad del mar.

			Atribuido a ANTOINE DE SAINT-EXUPÉRY

			 

			 

			 

			Cuando en 1969 los astronautas Neil Armstrong, Buzz Aldrin y Michael Collins regresaron del espacio, les preguntaron qué se sentía al tener los pies en la Luna. Armstrong pensó unos segundos y respondió que ver la Tierra desde lejos era una lección de humildad, y que parecía un oasis en un mar de oscuridad. Dijo que le impactó la sensación de que teníamos que aprender a salvar y proteger ese oasis. No hablaba tanto del cambio climático como de las guerras que en ese momento se producían en Vietnam y otros lugares. Buzz Aldrin dijo que lo que más le había sorprendido era que el aterrizaje en la Luna se percibiera en la Tierra como una hazaña de toda la humanidad, que en todo el mundo hubiera carteles que decían: «¡Lo hemos conseguido!». Creía que el programa espacial tenía que seguir alentando ese sentimiento común y ese propósito común, y que tal vez ese fuera el mayor reto.

			Termino este libro durante un momento decisivo en la historia de la humanidad. La población global se enfrenta a una de las peores epidemias sanitarias de los tiempos modernos, en todo el mundo estallan protestas por la desigualdad racial y la amenaza del cambio climático es mayor que nunca. Está claro que no podemos seguir retrasando hacer las cosas de manera diferente y encontrar un propósito común. El statu quo le está fallando a demasiada gente y está cambiando el planeta de tal forma que también le fallará a las generaciones futuras. ¿Cómo podemos hacer lo que pidieron Armstrong y Aldrin, proteger a la gente en nuestro oasis y promover el bien común?

			Este libro ha puesto sobre la mesa la idea de misión para solventar los problemas «perversos» a los que nos enfrentamos hoy. Una idea, a mi modo de ver, enormemente poderosa. He sostenido que solo podremos abordar los grandes retos si reimaginamos el Gobierno como un prerrequisito para reestructurar el capitalismo de una manera inclusiva, sostenible e impulsada por la innovación.

			Antes que nada, esto implica reinventar el Gobierno para el siglo XXI; equiparlo con las herramientas, la organización y la cultura que necesita para impulsar un enfoque orientado por misiones. También significa hacer que el propósito forme parte del centro de la gobernanza corporativa y adoptar una perspectiva muy amplia basada en las partes interesadas en toda la economía. Implica cambiar la relación entre los sectores público y privado, y entre ellos y la sociedad civil, de modo que trabajen de manera simbiótica en pos de un objetivo común. La razón por la que hay que poner énfasis en repensar el Gobierno es sencilla: solo este tiene la capacidad de llevar a cabo una transformación a la escala necesaria. La relación entre los actores económicos y la sociedad civil es la muestra más profunda de cuáles son nuestros problemas. Eso es lo que debemos resolver.

			Podemos empezar reconociendo que los mercados capitalistas son el resultado de cómo se organiza y gobierna cada actor del sistema, y de la manera en que los distintos integrantes se relacionan entre sí. Esto puede aplicarse a los sectores privado y público y a otros como el de las organizaciones sin ánimo de lucro. Ningún tipo de comportamiento de mercado es inevitable. Por ejemplo, la presión del mercado que muchas veces se dice que obliga a las empresas a ignorar el largo plazo en favor del corto, como hacen tantas compañías hoy en día, es el producto de una determinada organización del mercado. Tampoco tiene nada de inevitable que las burocracias gubernamentales sean tan lentas a la hora de reaccionar ante retos como las plataformas digitales o el cambio climático. En realidad, ambas son resultados de cierta agencia, de acciones y estructuras de gobernanza que se escogen en el seno de las organizaciones, así como de las relaciones legales e institucionales entre ellas. Todo se reduce al diseño dentro de las organizaciones y entre ellas.

			Sin duda, el capitalismo está en crisis. Pero la buena noticia es que podemos hacerlo mejor. Gracias al pasado, sabemos que los actores públicos y privados pueden unirse para hacer cosas extraordinarias. Aquí he reflexionado sobre cómo ir a la Luna y volver requirió, hace cincuenta años, que los agentes públicos y privados invirtieran, innovaran y colaboraran noche y día en un propósito común. Imaginemos que hoy ese propósito colaborativo fuera construir un capitalismo más inclusivo y sostenible: una producción y un consumo verdes, una desigualdad menor, una mayor realización personal, una asistencia sanitaria resiliente y un envejecimiento saludable, y una movilidad sostenible y acceso digital para todos. Pero los cambios pequeños y graduales no nos permitirán conseguir esos resultados. Debemos contar con la valentía y la convicción necesarias para tener miras más altas: para liderar un cambio transformativo que sea tan imaginativo como audaz, que aspire a algo mucho más ambicioso que mandar a un hombre a la Luna.

			Para hacerlo con éxito, los gobiernos deben invertir en capacidades internas; construir la competencia y la confianza necesarias para pensar con audacia, asociarse con empresas y la sociedad civil, catalizar nuevas formas de colaboración entre sectores y desplegar instrumentos que recompensen a los actores que están dispuestos a enfrentarse a las dificultades. La tarea no consiste en escoger a ganadores ni en dar ayudas, subsidios y garantías incondicionales, sino en escoger a quienes están dispuestos. Y las misiones consisten en crear mercados, no en corregir sus fallos. Consisten en imaginar nuevos ámbitos de exploración. Consisten en asumir riesgos, no solo en eliminarlos. Y si esto implica cometer errores por el camino, que así sea. Aprender mediante prueba y error es crucial en cualquier ejercicio de creación de valor. Las misiones ambiciosas también tienen la valentía de favorecer las opciones que van en la dirección deseada.

			Así pues, si el Gobierno es un creador de valor motivado por el propósito público, sus políticas deberían reflejar y reforzar esa idea. Hoy en día, hay demasiadas políticas verdes que solo son ajustes menores en una trayectoria que sigue favoreciendo los viejos comportamientos proclives a crear residuos y el casino financiero que agrava la desigualdad. Una economía sana que funciona para toda la sociedad debe beneficiar consecuentemente las opciones que recompensan comportamientos que nos ayuden a lograr objetivos acordados y deseables. Esto implica ser coherente en múltiples campos, de los impuestos a la regulación, de la ley comercial a la red de seguridad social.

			Como se ha subrayado a lo largo del libro, resulta fundamental no pretender que las misiones sociales son iguales que las tecnológicas. Cuando se trata de retos más «perversos» es esencial que el pensamiento moonshot esté vinculado al apoyo de los sistemas de gobierno subyacentes. Por ejemplo, un moonshot relacionado con pruebas de enfermedades o con prioridades sanitarias debe interactuar estrechamente con el sistema de sanidad pública, no sustituirlo o sortearlo. De igual manera, un moonshot sobre el crecimiento limpio debe interactuar con los sistemas de transporte y las autoridades responsables de la planificación, y comprender los cambios de conducta. Por lo tanto, es clave entender las misiones no como proyectos aislados, sino como procesos intersectoriales y de abajo arriba, y construir a partir de sistemas existentes (como los sistemas de innovación, entre otros).

			Los gobiernos no pueden desarrollar las misiones solos. Para llevarlas a cabo, deben trabajar junto con empresas motivadas por el propósito. Como he sostenido en este libro, esto requiere abordar uno de los mayores dilemas del capitalismo moderno: reestructurar las empresas de tal modo que los beneficios privados se reinviertan en la economía, en lugar de ser utilizados para objetivos de financiarización a corto plazo. Las misiones pueden acelerar este cambio si conforman las expectativas sobre dónde se encuentran las oportunidades empresariales y también si consiguen una mayor rentabilidad de la inversión pública. En este sentido, pueden empezar a poner en práctica la teoría del valor para las partes interesadas, lo cual implica crear una forma más simbiótica de asociación y colaboración entre los distintos sectores, bien sea en el de la sanidad, la energía o las plataformas digitales. Una perspectiva de conformación de mercados requiere gobernar estas interacciones, de modo que los derechos de propiedad intelectual, la privacidad de los datos, el precio de los medicamentos esenciales y la fiscalidad reflejen lo que debe ocurrir para alcanzar el objetivo común. En sanidad, eso debe implicar una innovación sanitaria motivada por la misión de conseguir una asistencia mejor para todos; en energía, debe implicar la desinversión en combustibles fósiles y la creación de bienes públicos como infraestructuras verdes y sistemas de producción verdes que protejan el oasis terrenal al que se refirió Armstrong; y en el dominio digital, debe implicar el uso de la digitalización para mejorar el acceso de todas las personas al poder de las tecnologías del siglo XXI, al mismo tiempo que se garantiza la privacidad de los datos y que las plataformas digitales no debiliten, sino que refuercen, nuestros estados del bienestar.

			Hacer el capitalismo de otra manera requiere reimaginar el pleno potencial de un sector público motivado por el propósito público, definiendo democráticamente objetivos claros que la sociedad debe cumplir mediante la inversión y la innovación conjuntas. Requiere una relación radicalmente nueva entre todos los actores económicos dispuestos y capaces de abordar la complejidad para alcanzar resultados que son relevantes.

			Estas consideraciones exigen superar la dicotomía habitual entre quienes defienden la austeridad (los recortes en el gasto público) y quienes sostienen que los tipos de interés bajos y la baja demanda requieren inversiones por cualquier medio que sea necesario. Es sabido que Keynes afirmó que, en tiempos desesperados, cavar un agujero y llenarlo de nuevo era mejor que no hacer nada. Y Galbraith sostuvo un argumento parecido:

			 

			Porque incluso cuando el Estado ejerce un control artísticamente imperfecto sobre el entorno, el resultado será mejor que si no ejerce ninguno. A finales de los años veinte y principios de los treinta, los planificadores y arquitectos de Washington D. C. despejaron un área entre las avenidas Pennsylvania y Constitution para construir un inmenso complejo de edificios llamado el Triángulo Federal. El Triángulo es poco imaginativo y original, además de pretencioso. Los artistas, con razón, lo censuraron. Pero es mucho mejor que el caos de edificios dispersos al que sustituyó. Gracias a su coherencia general ha acabado siendo admirado en comparación con esas partes de la ciudad en las que nunca se llevó a cabo un esfuerzo parecido.[1]

			 

			Keynes tenía toda la razón al insistir en la inversión gubernamental anticíclica, pero lo que añaden las políticas orientadas por misiones es la imaginación necesaria para decidir dónde y cómo invertir, independientemente del ciclo económico. De modo que, en lugar de proponer una inversión en carreteras y casas «lista para empezar a cavar», el pensamiento orientado por misiones enmarca los problemas que la infraestructura verde puede solventar.

			El pensamiento orientado por misiones también debe mostrarse abierto a la incertidumbre y la experimentación. Como dijo Roosevelt en 1932: «El país necesita, y —a menos que yo malinterprete su temperamento— el país exige una experimentación audaz y persistente. Es de sentido común adoptar un método e intentarlo: si fracasa, reconocerlo honestamente y probar con otro. Pero, por encima de todo, intentar algo».[2] Intentar «algo» significa asumir riesgos, abrazar la experimentación, aportar visión e imaginación al papel de la inversión pública activa, como hizo Roosevelt.

			Reimaginar también requiere una nueva estética. En Alemania, entre 1919 y 1933, la Bauhaus intentó aportar una nueva estética a las actividades cotidianas, combinando la lógica de la producción de masas con la de la creatividad individual. ¿Cuál es ahora la estética, en un periodo dominado por sociedades en red, en el que las desigualdades aumentan tanto en las regiones como entre ellas, pero en el que las nuevas tecnologías tienen un potencial enorme para interactuar más globalmente que nunca? La pregunta es crucial si queremos «volver a construir mejor» después de cualquier crisis, aunque la frase se ha utilizado sobre todo durante la COVID-19.

			El New Deal de Roosevelt no construyó infraestructuras solo con ladrillos y cemento. Dio trabajo a artistas como parte del Proyecto Federal de Arte (FAP, por sus siglas en inglés), dirigido por la Administración para el Progreso de Obras (más tarde llamada Administración de Proyectos de Obras). El FAP no fue solo un programa de empleo, pretendía rediseñar y presentar de nuevo el espacio público. Empleó a un gran número de artistas, arquitectos y diseñadores que se volcaron en la construcción de edificios públicos, carreteras y otras obras a gran escala, y les pagaba un salario. El programa incluía las bellas artes (por ejemplo, murales y esculturas), artes prácticas (por ejemplo, carteles y escenarios) y servicios educativos (por ejemplo, galerías y centros de arte). J. K. Galbraith también habló de la necesidad de llevar la idea de belleza al diseño público: «Pero mucho más que el criterio de la producción, que es demasiado fácil, es el criterio del logro estético el que, un día, empleará la comunidad progresista».

			En términos más generales, la transición verde y los ODS también requieren un cambio en aquello a lo que aspiramos y en cómo alcanzamos una buena vida. Un cambio que nos ayude a considerar bello lo que en el pasado parecía feo —la gran pala de un aerogenerador girando en un campo verde—, pero también que haga de la experiencia humana un elemento central en la manera en que diseñamos el espacio público. Necesitamos lo que Olafur Eliasson ha llamado «un nuevo énfasis en la experiencia y en el espacio público como un espacio en el que sentirse seguro aun estando en desacuerdo».[3]

			Han sido muchos los que han inspirado las ideas de este libro. Pero probablemente es significativo que el capítulo anterior, sobre la búsqueda de una nueva teoría, cite a tantas académicas que han puesto la vida en el centro de la economía, no la economía en el centro de la vida: la obra de Hannah Arendt sobre la vida pública, vita activa; la de Elinor Ostrom sobre la creación de comunidad mediante los bienes comunes; la de Kate Raworth sobre la construcción de una economía circular que minimice los residuos; la de Stephanie Kelton sobre el poder de las finanzas a largo plazo y los procesos presupuestarios basados en resultados; la de Edith Penrose sobre las capacidades dinámicas de las organizaciones creadoras de valor; la de Carlota Pérez sobre favorecer las opciones que conducen a una transición verde inteligente. Este libro también está dedicado a las jóvenes, las futuras académicas y profesionales.

			Es importante recordar que el cambio solo puede producirse si estamos convencidos de que una vida mejor es posible. Como afirmó la escritora Arundhati Roy durante la pandemia, en el 2020:

			 

			Históricamente, las pandemias, han obligado a los humanos a romper con el pasado e imaginar su mundo de nuevo. Esta no es distinta. Es un portal, un pasadizo entre un mundo y el siguiente. Podemos escoger cruzarlo, arrastrando con nosotros los cadáveres de nuestros prejuicios y odios, nuestra avaricia, nuestros bancos de datos y nuestras ideas muertas, nuestros ríos muertos y nuestros cielos llenos de humo. O podemos cruzarlo ligeros, con poco equipaje, dispuestos a imaginar otro mundo. Y dispuestos a luchar por él.[4]

			 

			Espero que este libro nos haya dado algunas de las herramientas necesarias para imaginar ese mundo y luchar esas batallas.
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			Mi trabajo también me ha llevado a crear el Instituto para la Innovación y el Propósito Público en el University College de Londres. El objetivo era sustituir la relación bilateral con las organizaciones públicas por una plataforma que pudiera explorar sistemáticamente cómo «hacer Gobierno» de una manera diferente. En el Instituto para la Innovación y el Propósito Público, mi equipo y yo estamos escribiendo un nuevo currículo basado en la premisa de que los empleados públicos no son personas que solo corrigen el mercado, sino cocreadores de valor y conformadores. Analizamos en serio cuestiones como: ¿qué valor se está creando, y es este bueno para la gente y el planeta? ¿Cómo podemos medir el valor público? ¿Qué nuevas estructuras participativas se necesitan para crear un proceso inclusivo, al mismo tiempo que se adopta una dirección encaminada hacia prioridades democráticamente legítimas, como un acuerdo verde o una nueva forma de entender el Estado de bienestar? Hemos trabajado con responsables de políticas de todo el mundo en proyectos transformativos que orientan nuestra docencia e investigación —y viceversa—: crear un banco público en Escocia, repensar las herramientas de las políticas de innovación para la Comisión Europea y desarrollar una política neutra en emisiones de carbono para la ciudad de Mánchester. De hecho, un enfoque limitado a la academia no tiene cabida en el aprendizaje de cómo gestionar el Gobierno de manera diferente. Mi agradecimiento al equipo directivo sénior del University College: el rector Michael Arthur, David Price (vicerrector de investigación) y Alan Penn (antiguo decano de la Facultad Bartlett), quienes no solo me contrataron, sino que me dejaron estructurar el Instituto para la Innovación y el Propósito Público de forma que da a las políticas y a la práctica el mismo peso que a la docencia y a la investigación. La retroalimentación entre ambas cosas es nuestro objetivo clave.

			Además, me gustaría dar las gracias a varios líderes del mundo de la política que han trabajado diligentemente conmigo durante años y han orientado muchas de las nociones de este libro. En la lista está Carlos Moedas, antiguo comisario de la Dirección General de Investigación, Ciencia e Innovación de la Comisión Europea, que me eligió como asesora personal. Junto con su equipo, conseguimos incorporar el instrumento de las misiones a la legislación de la Comisión Europea. También está Nicola Sturgeon, ministra principal de Escocia, que confió en mí para trabajar con su equipo en el diseño de un nuevo banco público con un enfoque orientado por misiones. Está Greg Clark como secretario de Estado del Departamento de Empresa, Energía y Estrategia Industrial del Gobierno de Reino Unido, que me escuchó hablar una y otra vez sobre por qué la estrategia industrial no debía centrarse en sectores sino en desafíos, y luego me pidió que creara una Comisión de Estrategia Industrial con un Enfoque Orientado por Misiones, cuya presidencia compartí con lord Willetts (David), su sabio colaborador desde su época de ministro de Estado de Universidades y Ciencia. Por último, están responsables de medidas políticas con los que he empezado a trabajar estrechamente hace poco: Cyril Ramaphosa, presidente de Sudáfrica, cuyo país se enfrenta a grandes desafíos, entre ellos los relacionados con la capacidad del Estado, pero cuya energía e interés en las nuevas modalidades de modelos económicos son tan estimulantes como exigentes; Giuseppe Conte, ex primer ministro de Italia, que, al elegirme como asesora especial, permitió que ayudara a articular el plan de recuperación de la Italia post-COVID, utilizando el enfoque orientado por misiones como marco para abordar los desafíos del país en relación con el clima, la salud y la digitalización; y Georgia Gould, la líder del Consejo de Camden, en Londres, con quien me estoy embarcando en una nueva aventura, la Comisión para la Renovación de Camden. La comisión pretende usar el enfoque orientado por misiones para incorporar nuevos procesos participativos y modelos de gobernanza al plan económico del Consejo de Camden. Un miembro de la comisión, George Mpanga (por lo demás, conocido como «George el Poeta»), ha supuesto para mí una inspiración particular en el último año, gracias a su empeño en asegurarse de que las grandes ideas relacionadas con la reforma de nuestra economía disfuncional y desigual encajan en nuevas formas de contar historias. También me gustaría dar las gracias al padre Augusto Zampini, que dirigió el grupo de trabajo post-COVID del Vaticano, y que, junto con el papa Francisco, me ha enseñado mucho sobre la urgente necesidad de un enfoque del bien común en la economía.

			Debo señalar que el riesgo de trabajar tan de cerca con quienes elaboran las políticas es que a veces tus ideas se malinterpretan o se implementan de manera incorrecta. En la medida en que se trata de un proceso en el que se aprende de la experiencia práctica, está bien que así sea. De hecho, este libro pretende servir para que los gobiernos se vean a sí mismos como organizaciones de aprendizaje. Me gustaría dar las gracias a los colegas que leyeron borradores del libro —algunos en su totalidad, otros han ayudado con secciones— y me han hecho comentarios increíblemente útiles. Entre ellos está Carlota Pérez, que durante mucho tiempo ha sido mi mentora (¡recordándome que nunca olvide la visión de conjunto!), y los siguientes colegas por orden alfabético: Antonio Andreoni, Guendalina Anzolin, Rosie Collington, Brian Collins, Rowan Conway, George Dibb, Ryan Farrell, David Frayman, Simone Gasperin, Dan Hill, Rainer Kattel, Katie Kedward, Henry Li, Laurie Macfarlane, Giulio Quaggiotto, Josh Ryan-Collins y Asker Voldsgaard. También estoy muy agradecida a Patrick Besha, asesor sénior de políticas de la NASA, y a Robert Schroder, de la Comisión Europea, por sus exhaustivos comentarios sobre el borrador.

			Como en mi libro anterior, me he beneficiado muchísimo de la estrecha colaboración con Michael Prest, periodista y editor que me ayudó a traducir mis ideas a un lenguaje más sencillo. Nuestras largas conversaciones en el pub Lord Stanley (¡de nuevo!) estuvieron acompañadas de reflexiones sobre los desafíos globales a los que se enfrentan los gobiernos, y la tan necesaria dirección de la nave. Su encanto, calidez y amistad fueron tan importantes como su atenta edición.

			Las etapas finales de la edición contaron con la ayuda de Rachel Farrell, una editora paciente, capaz de aportar elegancia y lógica a los pasajes menos claros. Su incansable capacidad para trabajar días, noches y fines de semana, mientras cuida de una joven familia, me permitió comenzar los lunes con la sensación de que los cambios constantes avanzaban cada vez más hacia la línea de meta.

			Tuve la suerte de convencer a Dennis Yandoli, mi vecino y viejo amigo de la familia en el norte de Londres, de que leyera el libro con una mirada crítica y contribuyera a las historias que se cuentan con su pasión por el aterrizaje en la Luna. A menudo venía a nuestras reuniones con una camiseta del Apolo 13 o de JFK.

			Además, me gustaría dar las gracias a mi editor en Allen Lane/Penguin, Stuart Proffitt, cuyos comentarios y cuidadosa edición ampliaron el alcance del libro. No solo hizo de abogado del diablo, me retó a que me asegurara de que el libro trataba tanto de repensar el capitalismo como de repensar el Gobierno. También un sincero agradecimiento al resto del equipo de Penguin: Etty Eastwood, Ania Gordon, Taryn Jones, Linden Lawson, Rebecca Lee y Alice Skinner. Sarah Chalfant, mi agente en Wylie, y sus excelentes colegas Ekin Oklap y Alba Ziegler-Bailey me ayudaron a moverme en el mundo de las editoriales internacionales, mientras encontraban tiempo siempre para hacer comentarios alentadores sobre artículos, capítulos y propuestas.

			Por último, me gustaría dar las gracias a mi marido, Carlo Cresto-Dina, por recordarme siempre que reflexione sobre el papel del sector cultural, y su centralidad a la hora de imaginar creativamente la vida que queremos llevar. Y gracias a mis hijos, Leon, Micol, Luce y Sofía, cuyas sonrisas, risas, preguntas, bromas y, sobre todo, su profunda empatía por los que les rodean hacen que todo lo demás sea secundario y que valga la pena la batalla en el camino.

		

	
		
			ÍNDICE ALFABÉTICO

			 

			 

			 

			 

			 

			Abbey, George

			Abellio (operadora de transportes)

			Abernathy, Ralph

			Acción por el clima (ODS 13)

			Acorn (empresa)

			ACT UP (movimiento)

			activismo medioambiental

			Acuerdo de París (2016)

			adicionalidad

			Aerojet Rocketdyne 

			Agencia de Seguridad Nacional

			Agencia Espacial Europea

			Agnew, lord

			Airbus

			aislamiento térmico para viviendas 

			Aldrin, Buzz

			Alemania:

			crisis de refugiados

			pandemia de COVID-19

			Alianza para Impulsar el Abandono del Carbón (PPCA)

			alimentos liofilizados

			análisis coste-beneficio (ACB)

			Anders, William

			Apolo, programa:

			asociación con empresas

			asunción de riesgos

			controversia sobre

			coste

			financiación

			innovación

			inversión pública

			liderazgo

			resultados indirectos

			sistema de navegación

			visión y propósito

			y el cambio organizativo

			y la tecnología informática

			Apolo 1, desastre

			Apolo 7

			Apolo 8

			Arendt, Hannah

			ARM Holdings

			Armada de Estados Unidos

			Armstrong, Neil

			ARPANET

			Asamblea Mundial de la Salud

			asambleas ciudadanas

			Asociación de I+D Industrial de Vídeo de Corea

			asociación público-privada

			aspiradores de polvo de mano

			Attenborough, David

			auriculares inalámbricos

			Australia

			Autoridad para la Investigación y el Desarrollo Biomédico Avanzado (BARDA)

			 

			Bailey, Andrew

			Bain Capital

			Banco Europeo de Inversiones

			Banco Mundial

			Banco Nacional de Inversiones de Escocia

			Barker, Delia

			Bauhaus, Alemania

			Beechcraft (Beech Aircraft)

			Bell, David

			benthamismo

			Berners-Lee, Tim 

			bienes comunes

			Black Lives Matter

			BlackRock

			Boeing 747

			Boston Consulting Group

			Brackett, Ernest

			Branson, Richard

			Braun, Wernher von

			brecha digital

			Brexit

			British Leyland

			British Rail

			Buffett, Warren

			Business Roundtable

			 

			cámara de teléfono

			capacidades dinámicas

			capitalismo, crisis del

			Carillion (empresa), colapso de

			Centro para el Avance de la Ciencia en el Espacio (CASIS)

			Chaffee, Roger

			China

			chips de silicio

			CIA

			CIMULACT (proyecto)

			circuitos integrados

			clase estéril, la

			Coalición para la Promoción de Innovaciones en pro de la Preparación ante Epidemias (CEPI)

			Colau, Ada

			Collins, Michael

			Comisión Europea:

			ámbitos de las misiones

			consejos de las misiones

			departamentos

			Comisión para la Innovación Orientada por Misiones y la Estrategia Industrial (MOIIS)

			Comisión para la Renovación de Camden

			Concorde

			condicionalidad

			Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo (1994)

			Consejo Europeo de Innovación

			contratos de coste más honorarios fijos (CPFF)

			Corea del Sur, inversión pública

			CorningWare

			cortoplacismo

			COVID-19, pandemia:

			enfoque orientado por misiones

			paquetes de rescate

			respuesta de los gobiernos a 

			vacunas

			y el cambio climático

			y el capitalismo

			y la brecha digital

			y la capacidad de los laboratorios

			y la externalización

			y la industria farmacéutica

			y las franquicias ferroviarias

			creación de valor

			Creighton, Jean

			crisis climática

			crisis europea de los refugiados (2015)

			crisis financiera (2008-2009)

			cronómetro marino H4

			Crossrail, Londres

			CSM (módulo de mando y servicio)

			 

			DARPA

			Deloitte

			Departamento de Asuntos de los Veteranos de Estados Unidos

			Departamento de Comercio Internacional (DIT)

			Departamento de Salud y Asistencia Social (DHSC)

			derechos de propiedad intelectual 

			derechos humanos

			desastre nuclear de Fukushima (2011)

			desigualdad

			detectores de humo

			deuda corporativa

			deuda privada en Estados Unidos y Reino Unido

			dinero, creación de

			distribución de la riqueza

			distribución del valor

			Draper, Charles

			Duke, Charlie

			DVLA (Agencia de Licencias para Conductores y Vehículos)

			 

			«Earthrise», fotografía

			ébola, epidemia del

			economía: 

			circular

			del bienestar

			evolutiva

			gig

			EDF (Electricité de France)

			Eliasson, Olafur

			empresas:

			de consultoría

			financiarización de

			y la creación de valor

			Energía asequible y no contaminante (ODS 7)

			enfoque orientado por misiones:

			brecha digital

			financiación

			implementación

			implicación ciudadana

			necesidad de

			sanidad pública

			seleccionar una misión

			transición verde

			Ernst & Young

			escáneres TAC

			especies en extinción

			esperanza de vida

			espuma viscoelástica

			Estación Espacial Internacional

			Estados Unidos de América:

			Administración para el Progreso de Obras/de Proyectos de Obras

			brecha digital

			externalización en

			industria farmacéutica

			Obamacare

			New Deal

			Nuevo Pacto Verde

			participación pública en

			Proyecto Federal de Arte (FAP)

			estrategia industrial de la Unión Europea

			estrategias adaptativas para las calles principales, proyecto sobre

			evaluación dinámica

			expansión cuantitativa

			exploración espacial

			externalización

			Extinction Rebellion

			 

			FAANG (Facebook, Amazon, Apple, Netflix, Google)

			FAIR, principio

			Fairchild Semiconductor

			feudalismo digital

			Figuras ocultas (película)

			filosofía política:

			griega

			romana

			Financial Times

			Fink, Larry

			FIRE (acrónimo en inglés de finanzas, seguros y propiedades inmobiliarias)

			fisiócratas

			Flint, Michigan

			Fondo Monetario Internacional

			fondo soberano de inversión

			Fortune 500

			Frosch, Robert

			función pública

			Fundación Raspberry Pi

			 

			G4S

			Gagarin, Yuri

			Galbraith, J. K.

			Garman, John

			General Electric

			General Motors

			George el Poeta

			gestión de sistemas

			Gilead Sciences

			gobernanza corporativa

			Gobierno:

			conformación del mercado

			corrección del mercado

			dirigido como una empresa

			elaboración de presupuestos

			inversión pública

			participaciones accionariales

			y la teoría del fallo de mercado (TFM)

			y la transición verde

			y las políticas industriales

			Goddard, Robert H.

			Google

			GPS

			Grecia

			Greenspan, Alan

			Grissom, Gus

			Grumman Aircraft Engineering Corporation

			Grupo de Desarrollo de Naciones Unidas

			Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático

			Guerra Fría

			 

			Hadley, John

			Hall, Eldon C.

			Hamilton, Margaret 

			Hammond Organ Co.

			Harrison, John

			HMRC (aduanas e impuestos)

			Honeywell

			Hospital Metropolitano Midland, Birmingham

			Hospital Universitario Royal Liverpool

			 

			IBM

			Igualdad de género (ODS 5)

			impuestos a las ganancias de capital

			industria:

			aeronáutica

			de la energía

			electrónica

			farmacéutica

			Industrial Strategy: Building a Britain fit for the future (2017)

			inflación

			ingeniería:

			de sistemas

			de software

			Inglehart, Ronald

			Iniciativa de Financiación Privada (IFP)

			innovación:

			políticas de la Unión Europea

			y el Gobierno

			y el programa Apolo

			y la teoría económica

			Inovio Pharmaceutical Inc.

			instituciones públicas, capacidades dinámicas

			Institute for Government

			Institutos Nacionales de Salud (NIH)

			internet

			inversión pública

			Israel, inversión pública

			Italia, productividad

			 

			Japón

			Jenofonte

			jesuitas

			Johnson, Katherine

			Johnson & Johnson

			Jucunda, hermana Mary 

			 

			Kelton, Stephanie

			Kennedy, John F.

			Kerala, India

			Keynes, John Maynard

			King, Martin Luther

			Kohlberg Kravis Roberts

			KPMG

			Kranz, Gene 

			Kreditanstalt für Wiederaufbau (KfW)

			 

			Laboratorio de Instrumentación del MIT 

			Laboratorio de Propulsión a Chorro (JPL)

			leche de fórmula para bebés

			LED

			legislación sobre la economía circular

			LEM (módulo de excursión lunar)

			lentes resistentes a los arañazos

			Levine, Arnold

			Ley Bayh-Dole

			Ley de Contratación de las Fuerzas Armadas (1947)

			Ley de Lanzamiento Espacial Comercial (1998)

			Ley Nacional del Espacio y la Aeronáutica (1958)

			Leyen, Ursula von der

			liderazgo

			llegada a la luna, véase programa Apolo

			LOR (encuentro en órbita lunar)

			 

			macroeconomía

			mandíbula de la vida (herramienta hidráulica de rescate)

			mantas de aluminio

			mapas de las misiones 

			Markey, Ed

			Marmot, Michael

			Maskelyne, Nevil

			Mayer, Tobias

			McDonnell-Douglas (empresa)

			McKinsey (empresa de consultoría)

			McMurtry, sir David

			Mecanismo para una transición justa

			Microsoft, valor público

			minas terrestres, eliminación de

			miniaturización

			Minsky, Hyman

			Minuteman, misil balístico intercontinental

			misión:

			sobre el cáncer (Unión Europea)

			sobre el futuro de la movilidad

			sobre la demencia

			sobre la Energiewende (Alemania)

			sobre los océanos (Unión Europea)

			Moderna Inc.

			Motorola

			movimiento sufragista

			movimientos sociales

			MTR (operadora ferroviaria)

			Mueller, George

			multiplicadores

			Musk, Elon

			 

			NASA (Administración Nacional de Aeronáutica y el Espacio):

			asociación con empresas

			cambio organizativo

			exploración espacial

			Oficina para Programas Comerciales

			programa Apolo

			programa Géminis

			programa Mercurio

			Nelson, Richard

			The Moon and the Ghetto

			New Deal

			North American Aviation

			Northrop Grumman (Northrop Corp.), véase también Grumman Aircraft

			Engineering Corporation

			Nueva Gestión Pública (NGP)

			Nuevo Laborismo 

			Nuevo Pacto Verde

			 

			Obama, Barack

			Objetivos de Desarrollo Sostenible de Naciones Unidas (ODS)

			Observatorio Real, Greenwich

			Ocasio-Cortez, Alexandria

			OCDE (Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos)

			Oficina de Comercio e Inversión de Reino Unido (UKTI)

			Olimpiadas de Londres (2012)

			ordenador e integrador numérico electrónico (ENIAC)

			ordenador portátil

			Organización Mundial del Comercio (OMC)

			Ostrom, Elinor

			 

			PA Consulting

			Pacto Verde Europeo

			Palin, Sarah

			paradoja de la complejidad

			Pareto, Vilfredo 

			participaciones accionariales

			Penrose, Edith

			«pensamiento de catedral»

			Pérez, Carlota

			píldora anticonceptiva

			Plan de Inversiones para una Europa Sostenible

			Planeta azul II (documental)

			Plataforma de Acción de Beijing en la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer (1995)

			Polaris, misil

			política espacial nacional

			políticas industriales

			Porter, Michael

			Portugal

			Pratt & Whitney (United Aircraft)

			predistribución

			Premio Longitud

			primer teorema fundamental (PTF)

			Pritchard, Joshua

			privatización de servicios públicos

			problemas/misiones «perversos»

			Programa de Investigación de Innovación para Pequeñas Empresas (SBIR)

			Programa Horizonte 

			programación informática

			Project on Government Oversight (Estados Unidos)

			propósito público

			prótesis

			Proyecto de Alfabetización Informática de la BBC (década de 1980)

			PwC

			pymes (pequeñas y medianas empresas)

			 

			Raworth, Kate

			Reagan, Ronald

			Reino Unido:

			brecha digital

			deuda privada

			economía

			estrategia industrial

			externalización en

			sanidad pública

			sector financiero

			Remdesivir (medicamento)

			Renishaw

			resultados indirectos

			y el programa Apolo

			revolución de la TI

			Rolls-Royce

			Roosevelt, Franklin D.

			Roy, Arundhati

			Ryan, Paul

			 

			Samsung

			sanidad pública, enfoque orientado por misiones

			«satisfaciente»

			Saturno V

			Schumpeter, Joseph

			Scott-Heron, Gil

			sector financiero, autofinanciación

			Serco

			serendipia

			Servicio Nacional de Salud (NHS)

			Silicon Valley

			Simon, Herbert

			sindicatos

			Singapur, inversión pública

			Siri

			sistema de navegación

			sistemas de precios

			sistemas de purificación de agua

			Skylab

			socialización de la inversión

			Sofosbuvir (medicamento)

			Solyndra

			Soyuz, nave espacial

			SpaceX

			Stuhlinger, Ernst

			Suecia

			 

			Taiwán, inversión pública

			tecnología: 

			de alta definición (HD)

			informática y el programa Apolo

			verde

			tecnologías:

			de energía renovables

			derivadas

			Teece, David

			Teflon

			teoría:

			de la elección pública

			de la imposición

			del fallo de mercado (TFM)

			monetaria moderna (MMT)

			teoría económica:

			función de la «caja negra»

			y el Gobierno

			y la participación

			termómetros de oído

			Tesla

			Thatcher/thatcherismo

			The People's Prescription (informe)

			Thunberg, Greta

			Tocqueville, Alexis de, La democracia en América (1835)

			Toys 'R' Us

			transición verde

			 

			Uber (empresa)

			Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS)

			Universidad de Oxford

			Universidad Emory

			Upper Clyde Shipbuilders

			 

			vacunas

			valor: 

			para el accionista

			para las partes interesadas

			público

			social

			Viagra

			Vida submarina (ODS 14)

			Viernes por el Futuro

			Vietnam

			VIH, medicamentos para el

			Virgin Galactic

			VOICES (proyecto) 

			Vornado Realty Trust

			 

			Warren, Elizabeth

			Webb, James E.

			Welch, Jack

			White, Ed

			Winter, Sidney

			 

			zapatillas deportivas

			Zuboff, Shoshana

		

	
		
			 

			 

			 

			¿Y si aplicáramos a nuestros problemas actuales el espíritu, la audacia y los medios que nos llevaron a la Luna?
Una crítica contundente y muy necesaria del capitalismo moderno en la que la galardonada economista internacional sostiene que, para resolver las crisis a las que nos enfrentamos, debemos ser innovadores.
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			Llegar a la Luna fue un extraordinario logro que requirió nuevas formas de colaboración entre los sectores público y privado, un altísimo nivel de compromiso y coordinación y la aceptación de riesgos y gastos muy elevados para alcanzar una meta a largo plazo. Inspirándose en las misiones del programa lunar, Mazzucato propone que se aplique ese mismo nivel de innovación a una serie de objetivos sociales, económicos y políticos clave con el fin de salir de nuestro estancamiento rumbo a un futuro más optimista.

			 

			El capitalismo lleva tiempo paralizado y no ofrece respuestas a nuestros mayores problemas, como las epidemias, la desigualdad y la crisis ambiental. Se impone la necesidad de repensar el papel de los Estados en la economía y la sociedad, de orientar los presupuestos al largo plazo y de recuperar el sentido del interés público.

			 

			Misión economía, cuyas ideas ya se están adoptando en todo el mundo, propone fijarse unos objetivos inspiradores e ilusionantes, entre los que se incluyen una prosperidad ampliamente compartida, unos servicios públicos de calidad para todos y una solución a la crisis climática. Según Mazzucato, los Estados pueden afrontar grandes desafíos y misiones ambiciosas, y su visión ofrece una salida a nuestro inmovilismo hacia un futuro más optimista.

			 

			La crítica ha dicho…
«Su propuesta es tan amplia como poco habitual: un nuevo relato convincente sobre cómo crear un futuro deseable.»
The New York Times

			 

			«Su defensa de un nuevo enfoque es abrumadora. Nos contagia con el tipo de visión, ambición e imaginación que tan desesperadamente necesitamos hoy.»
The Guardian

			 

			«Una visión oportuna y optimista. Aunque presenta sus argumentos de manera tan clara que pueden parecer obvios, lo cierto es que son revolucionarios.»
Nature

			 

			«Mazzucato sostiene que las sociedades deben abjurar de ideologías agotadas y adoptar el enfoque político que llevó a los astronautas en la Luna. Convincente y fascinante.»
The Economist

			 

			«Mazzucato critica la pobreza de la idea de que el único papel del gobierno es corregir las “fallas del mercado”. Aboga por un sector público capaz de adaptarse a circunstancias cambiantes y nuevos desafíos.»
Prospect

			 

			«Mazzucato propone rediseñar el capitalismo a favor de las partes interesadas más que de los accionistas.»
The Times

			 

			«Desde 1969 nos preguntamos cómo los humanos pudieron llegar a la Luna y no logran resolver los problemas apremiantes aquí en la Tierra. Mariana Mazzucato ofrece la respuesta.»
Financial Times

			 

			«Una de las más ágiles pensadoras post-Brexit.»
The Daily Mail

			 

			«Según Mazzucato, años de privatizar empresas estatales y subcontratar servicios esenciales han dejado a los gobiernos debilitados e incapaces de beneficiar a la sociedad. Es el momento de que respalden objetivos audaces.»
Reuters
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